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"The whole problem with the world is that fools and fanatics are always so 
certain of themselves, and wiser people so full of doubts."  
- Bertrand Russell 
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RESUMEN 
 
El presente trabajo investigativo se realiza partiendo de la necesidad de  aplicar 
dentro de nuestro derecho interno los estándares alcanzados en otros 
ordenamientos jurídicos, para demostrar con dicha comparación las dificultades 
jurídicas a las que se ven sometidos los procesados por nuestra justicia penal y 
transicional, buscando a su vez en otros sistemas jurídicos mejores estándares 
de protección para sus derechos fundamentales, particularmente para garantizar 
eficazmente el Debido Proceso y el Acceso a la Justicia en condiciones de 
dignidad. Igualmente se consigue a lo largo del trabajo proponer de manera 
concreta una solución al problema jurídico demostrado, de tal suerte que con su 
implementación el Estado Colombia consiga salvar su Responsabilidad ante la 
jurisdicción del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, colocándose al 
nivel de protección exigido por los convenios suscritos. 
 
 
Palabras clave: garantía procesal; convención internacional; estándar de 
protección; Sistema Interamericano; debido proceso; victimas; responsabilidad 
internacional. 
 
Abstract 
  
The present research work is realized departing from the need to apply inside 
our internal legal order the standards reached in other juridical sistem, to 
demonstrate with the above mentioned comparison the juridical difficulties to 
which the accused meet submitted by our penal and transitional justice, 
searching in turn in other best standard juridical systems of protection for their  
fundamental rights, particularly to guarantee effectively the Due Process and the 
Access to the Justice in conditions of dignity.  In the same way  one manages 
along the work to propose in a concrete way a solution to the juridical 
demonstrated problem, of such luck that with implementation in the Colombian´s 
State manages to save his international  Responsibility staying in the standard of 
the Interamerican Sistem. 
 
Keywords: Procedural guarantee; international convention; protection standard; 
Inter-American System; due process; victim; international responsibility. 
 
 
  
5 
 
CONTENIDO 
 
 
    Lista de Convenciones 7 
1. Introducción  8 
1.1  Planteamiento del problema e hipótesis de trabajo. 9 
1.2 Mapa de la Investigación.  11 
2. Primer Capítulo: Estándar jurídico de protección a la 
garantía del plazo razonable.  
13 
2.1 introducción 13 
2.2 Evolución del Plazo Razonable 14 
2.3 Reconstrucción y comparación Jurisprudencial del 
Plazo Razonable: del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos a la Corte Interamericana de Derechos Humanos  
 
18 
2.4)  La jurisprudencia del Plazo Razonable en el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos.  
 
23 
2.5 El plazo razonable, como un elemento de las Garantías 
Judiciales (artículos 8 y 25), su indisociabilidad con el 
derecho de Acceso a la Justicia, y a su vez,  su posible 
estatus de Ius Cogens. 
 
34 
2.6) Conclusiones del Capitulo  
 
40 
3) La obligación convencional de adaptar las medidas 
necesarias en los ordenamientos internos  para proteger  
para proteger el derecho al plazo razonable 
41 
3.1 Introducción 41 
3.2 La obligación internacional 41 
3.3 La implementación del Plazo Razonable en el caso 
Argentino, (y en menor relevancia) Español y 
Costarricense.  
43 
3.3.1 Código Procesal Argentino: queja por retardo en la 
Justicia 
49 
3.3.1.1 Caso especial de la provincia de Córdoba 50 
  
6 
 
3.3.2 La Regulación en Costa Rica 51 
3.3.3 El atenuante penal en España 52 
3.4 Las adaptaciones internas  en Colombia 55 
3.5 El Plazo Razonable en Colombia 60 
3.6 Conclusiones 65 
4. El plazo razonable en Justicia y Paz 66 
4.1 Introducción  66 
4.2 El desarrollo de Justicia y Paz 67 
      4.2.1 Marco Normativo y Jurisprudencial 69 
      4.2.2 La Reforma 73 
      4.2.2.1 Los casos específicos 75 
4.2.2.2  El decreto 3011 del 2013; su impacto en las 
decisiones de la Corte Suprema que permiten las 
sustituciones de la medida privativa de la libertad, 
la Sentencia de la Corte Constitucional, y la última 
sentencia de la Corte Suprema en Justicia y Paz. 
 
77 
4.3 Aplicación del estándar de protección al derecho del 
plazo razonable en el caso específico de Justicia y Paz 
83 
4.4 Conclusiones del capitulo 84 
5. Conclusiones 
        5.1 Conclusiones Generales y conclusiones sobre la 
investigación 
92 
 5.2 Posible solución al problema jurídico 93 
6. Bibliografía 97 
 
 
 
 
 
 
 
  
7 
 
LSTA DE CONVENCIONES 
 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos   ACNUDH  
Convención Americana sobre Derechos Humanos     CADH  
Comisión Interamericana de Derechos Humanos     CIDH  
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados     CVDT  
Comité de Derechos Humanos        CDDHH  
Corte Internacional de Justicia        CIJ  
Corte Interamericana de Derechos Humanos      Corte IDH  
Corte Penal Internacional        CPI  
Corte Permanente de Justicia Internacional      CPJI  
Declaración Americana sobre Derechos y Deberes del Hombre    DADH  
Derechos Humanos         DDHH  
Derecho Internacional de los Derechos Humanos     DIDH  
Derecho Internacional Humanitario       DIH  
Declaración Universal de Derechos Humanos      DUDH  
Organización de Estados Americanos       OEA  
Organización de Naciones Unidas       ONU  
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos     PIDCP  
Sistema Interamericano de Derechos Humanos      SIDH  
Tribunal Europeo de Derechos Humanos      TEDH  
 
 
 
 
 
 INTRODUCCIÒN 
 
8 
 
 
 
―Tanto más justa y útil será la pena cuanto más pronta fuere y más vecina al delito cometido. Digo 
más justa porque evita en el reo los inútiles y fieros tormentos de la incertidumbre que crecen con 
el  vigor de la imaginación, y con el sentimiento de la propia debilidad y más justa porque siendo 
una pena la privación de la libertad, no puede preceder a la sentencia…‖ 
 
Marqués de Becaria, 
Tratado de los Delitos y de las Penas. (1ra ed.). Argentina: Heliasta. Página 99   
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INTRODUCCIÓN 
En el  contexto de la justicia colombiana se ha dado un giro conceptual y material con la aplicación 
de la ley de ―Justicia y Paz‖ (Precedida por la Ley 782 de 2002, en concordancia con sus decretos 
reglamentarios). Este giro se ha implementado a través del sistema de justicia transicional (O para 
algunos meramente de alternatividad penal), que supera las experiencias anteriores de simples 
desmovilizaciones en donde fueron negociados solamente amnistías e indultos‖1, al estilo de los 
acuerdos con el ―M-19‖,   el EPL, el PRT o el  CRS2. 
En cambio, la implementación de la Ley 975 de 2005 creó un sistema de justicia con 
características inherentes a la transicionalidad como lo son la alternatividad penal; el respeto a los 
derechos de las víctimas con un enfoque diferencial; y la potestad jurídico administrativa del 
gobierno para postular individual y colectivamente a los beneficiarios del programa. Lo anterior es 
reglamentado en el marco del bloque de constitucionalidad (Exequibilidad condicionada de 
acuerdo a los parámetros emitidos por la Corte Constitucional3, en concordancia con los tratados 
internacionales 4 ), marcando así una distancia con anteriores procesos como el mencionado 
acuerdo con el ―M-19‖. 
Por supuesto estas características se hicieron dentro de nuestro contexto, y se matizaron por las 
complejidades propias del conflicto colombiano (que es uno de los más antiguos del mundo)5.Así 
por ejemplo, este grupo de paramilitares no tenía un estatus político, ni tampoco acataba al 
Estado, sino que trabajaba conjuntamente con el ejército6. Así mismo, para la implementación de 
la mencionada ley, el Estado colombianocontaba con la vigilancia de la Corte Penal Internacional, 
y un sinfín de pormenores que escapan a éste trabajo, pero que dejaron huella tanto en el diseño 
como en la aplicación de la normativa en estudio. 
Ahora bien, durante la implementación de esta legislación se creó una Unidad de Justicia y Paz, 
dentro de la Fiscalía7  que se encargó exclusivamente de estos casos, así como unas salas 
especializadas dentro Tribunales de Distrito (en Bogotá, Medellín, y Barranquilla), las cuales a lo 
largo de estos 8 años  solo emitieroncatorce (14)Sentencias, las cuales  hoy están en firme, 
                                            
1
 Denominados ―perdones amnésicos‖, UPRIMNY YEPES, Rodrigo., ―Justicia transicional en perspectiva 
comparada: procesos transicionales, formas de justicia transicional y el caso colombiano, corporación 
Dejusticia”, disponible en 
http://www.dejusticia.org/index.php?modo=interna&tema=justicia_transicional&publicacion=80 
2
 Verdadabierta.com, Negociación y desmovilización de grupos armados, 12 de Noviembre de 2012 
disponible en http://www.verdadabierta.com/component/content/article/52-farc/4301-negociacion-y-
desmovilizacion-con-grupos-armados-m-19-epl-prt-maql-y-crs 
3
 Corte Constitucional, Sentencia C-370-06 MP Manuel José Cepeda y otros. 
4
 Art ―27. El derecho interno y la observancia de los tratados. Una parte no podrá invocar las disposiciones 
de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado. Esta norma se entenderá sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 46.‖ Convención de Viena sobre el derecho de los tratados. 
5
Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación (CNRR). 2006. Hoja de Ruta, disponible en: 
www.cnrr.org.co/hoja_de_ruta.htm 
6
 Corte Idh Caso 19 Comerciantes vs Colombia, Sentencia 05 de Julio de 2014 (fondo, reparaciones, y 
costas).  
7
 Organigrama disponible en http://www.fiscalia.gov.co:8080/Organigrama.htm 
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generando con ello un represamiento que produjo la exclusión de ―1600 paramilitares de los 
beneficios del programa de Justicia y Paz 8  buscando regresar a la justicia ordinaria‖. Dicho 
colapso institucional fue el sustento la expedición de la Ley 1592, que  reformó  la Ley 975,más 
conocida como Ley de Justicia y Paz, la cual se encuentra en pleno proceso de implementación y 
pretende dar resultados a mitad de éste año9. Sin embargo, aun cuando llegaran a concretarse 
esos avances anunciados por el Vicefiscal Jorge Perdomo, sigue siendo válido analizar 
profundamente si el Estado logró aplicar su propia legislación de manera efectiva o si por el 
contrario fallo en su aplicación, a convirtiendo al mismo tiempo los procesados, en victimarios 
nacionales y victimas internacionales (Ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos). 
 
1.1 Planteamiento del problema e hipótesis de trabajo. 
Planteamiento:  
 
El problema se fundamenta en la cuestión de si el procedimiento penal alternativo aplicado en el 
programa de Justicia y Paz ha vulnerado el debido proceso para algunos de los postulados, y si 
esta vulneración les permitiría a ellos acceder a la protección regional de Derechos Humanos 
ejercida por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Por lo tanto,   
 
En ese sentido, la hipótesis considera que sí es posible declarar la responsabilidad internacional 
del Estado colombiano, otorgándole a los desmovilizados la doble condiciónde victimarios y 
víctimas. Así lo desarrollaré a lo largo de esta investigación, pues considero que cualquier 
persona10 tiene derecho a que se le respete el debido proceso (en el cual se incluye la garantía 
del plazo razonable), de tal forma que el Estado debe contar con los mecanismos procesales 
accesibles y eficaces que garanticen sus derechos, pues de lo contrario, independientemente de 
la gravedad de la causa del proceso podrá solicitar al Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos la protección y reparación correspondientes a cualquier vulneración.  
 
Para el caso concreto de ésta investigación, el procesado puede solicitar la protección y 
                                            
8
 Exposición de motivos de las modificaciones introducidas por los ponentes el 8 de octubre de 2012 en el 
segundo debate en el Senado al proyecto de Ley 193 de 2011; Gaceta del Congreso de la República No. 
681 de 2012.  
9
 Declaraciones del vicefiscal Jorge Perdomo, tomado de 
http://www.ambitojuridico.com/BancoConocimiento/N/noti-140304-
06fiscalia_presenta_balance_de_los_ocho_anos_de_justicia_y_paz/noti-140304-
06fiscalia_presenta_balance_de_los_ocho_anos_de_justicia_y_paz.asp?IDObjetoSE=17901 
10
  Corte IDH Caso Castillo Petruzzi y otros, Excepciones Preliminares, Sentencia de 4 de septiembre de 
1998.  Serie  C No. 41. 101 y 102 ―…En consecuencia, aceptó las obligaciones convencionales 
consagradas en ésta en relación con todas las personas bajo su  jurisdicción, sin discriminación alguna.  No 
sobra decir que el Perú, al igual que los demás Estados Parte en la Convención, aceptó ésta precisamente 
en el ejercicio de su soberanía.  Al constituirse como Estado Parte de la Convención, el Perú admitió la 
competencia de los órganos del sistema interamericano de protección de los derechos humanos, y por ende 
se obligó, también en ejercicio de su soberanía, a participar en los procedimientos ante la Comisión y la 
Corte y asumir las obligaciones que derivan de éstos y, en general, de la aplicación de la Convención.‖ 
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reparación correspondientes a la violación de su debido proceso, en la medida que el Estado no 
logró dentro de un plazo razonable juzgarlo en sus diferentes instancias hasta conseguir una 
situación jurídica consolidada (pues el derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable 
también incluye los recursos con los que cuenta el procesado para apelar la decisión, como se 
explicara más adelante). 
 
Si bien, cualquiera de los temas mencionados anteriormente (Derechos de las víctimas, 
alternatividad penal, etc.) son igualmente valiosos y útiles para una investigación, el tema elegido 
es el de la situación jurídica de los procesados de Justicia y Paz que han permanecido 
privados de la libertad por un lapso tan largo como lo sería el de su condena máxima, pero 
que al día de hoy no cuentan con una sentencia de primera instancia, por lo que se prevé con alto 
grado de certeza que su situación jurídica se consolidará (resueltos sus recursos) cuando la pena 
pagada sea superior a la pena estipulada (Es decir, que para cuando agoten los recursos de 
impugnación habrán superado los 8 años de pena máxima consagrados en la Ley 975, bien sea 
que lo hagan bajo una medida privativa de la libertad o con libertad condicionada). 
 
De ahí, que aún desde este momento se considere violado el derecho al plazo razonable por parte 
del Estado colombiano, pues desde la teoría del plazo razonable se debe entender al proceso 
como un todo (con sus diferentes instancias, incluyendo la apelación en su sentido laxo), y a la 
violación del mencionado derecho desde su comisión, no solo desde que un  tribunal  lo declare 
así.  
 
 Por lo anterior, el problema investigativo a desarrollar es precisamente si ¿El Estado 
Colombiano violó la garantía consagrada nacional e internacionalmente a ser juzgado en 
un plazo razonable (sin dilaciones indebidas) a los procesados de Justicia y Paz que han 
permanecido en el proceso por un tiempo equivalente al de la pena máxima alternativa? 
Anotando también la posible transgresión colateral o bidimensional que se les está generado a las 
víctimas para conocer verdad y obtener justicia en un plazo razonable.   
 
Para lo cual es menester revisar los estándares desarrollados sobre el plazo razonable, a fin de 
determinar si se cumplen o no los elementos necesarios para configurar la violación a éste 
derecho. 
 
1.1.a) Justificación del problema 
La selección de éste problema puede justificarse desde diferentes puntos de vista. Por una parte, 
esta maestría tiene como profundización el Derecho Procesal.De ahí que se justifica elegir un 
tema como la garantía procesal del plazo razonable puesto que permite analizar desde diferentes 
criterios las garantías con las que cuenta o no un ordenamiento Jurídico. Haciendo posible  
analizar si el Estado consigue proteger el derecho al debido proceso y al acceso a la 
administración de justicia ofreciendo los mecanismos procesales idóneos y eficaces para tutelar 
un derecho (tutela judicial efectiva) en concordancia con las obligaciones internacionales. 
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1.1b) Hipótesis de trabajo: 
En concordancia con el anterior planteamiento se entiende que la hipótesis de trabajo gira en 
torno a la responsabilidad del Estado como garante de los derechos a nivel interno, y a su vez, 
como responsable a nivel internacional de los derechos de sus procesados en el programa de 
Justicia y Paz, incluyendo la obligación de disponer todos los recursos jurídicos11 y materiales 
posibles para tutelar los derechos de los procesados 
 
1.2 Mapa (síntesis) de la Investigación 
Este trabajo se divide en tres capítulos, el primero a manera de introducción, incluyeun marco 
teórico de tipo jurisprudencial, en el que se revisa la evolución del estándar jurídico de protección 
a la garantía del plazo razonable.En él se explica la manera cómo surge en el tiempo y en los 
ordenamientos jurídicos esta protección, aclarando por supuesto que no siempre ha tenido esa 
denominación, pero que desde tiempo atrás si ha estado presente. Por la misma narrativa que se 
desarrollará, se entiende que esta figura es eminentemente jurisprudencial y que una gran 
mayoría de autores hacen sus análisis precisamente desde la comparación de diferentes 
decisiones judiciales. 
 
En el segundo capítulo se enlaza la evolución teórica con la aplicación interna del estándar de 
proteccióny revisa la producción doctrinal de Argentina y (en menor medida) de España, pues las 
mismas cuentan con un superior desarrollo del ―estado del arte‖ al encontrado en Colombia. Es 
decir, que se revisan las soluciones que ellos han implementado en la reparación del daño 
causado por el retardo injustificado. Lo cual, se analiza desde un contexto de la ―homogeneización 
del derecho interamericano‖ inherente a las obligaciones contraídas con el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos.  
 
En el tercer capítulo se concreta el análisis sobre la aplicación del estándar de protección del 
derecho al plazo razonable en el programa de Justicia y Paz. Se procura hacer un análisis de 
casos, utilizando ese cuerpo jurídico descrito en el primer capítulo y la manera como los Estados 
han intentado garantizarlo en sus jurisdicciones  (segundo capítulo),  para validar  o no la hipótesis 
planteada en la investigación y a partir de ahí hacer una propuesta académica que describa de 
una mejor manera como puede corregirse la falla demostrada. 
 
                                            
11
Esto implica la obligación de hacer todas las adecuaciones internas necesarias sea a nivel legislativo o 
administrativo, para cumplir con estos estándares Caso Garrido y Baigorria,  Reparaciones (Art. 63.1 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos), Sentencia de 27 de agosto de 1998.  Serie C No 39, 
párr. 68 y 69 ―[e]sta obligación del Estado Parte implica que las medidas de derecho interno han de ser  
efectivas. Esto significa que el Estado ha de adoptar todas las medidas para que lo establecido en la 
Convención sea realmente cumplido en [el] orden jurídico interno. Y esas medidas son efectivas cuando la 
comunidad, en general, adapta su conducta a la normativa de la Convención y, en el caso de que así no sea, 
cuando se aplican efectivamente las sanciones previstas en ella‖ 
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Finalmente, en las conclusiones del trabajo se busca hacer una síntesis y análisis global de la 
investigación de tal forma que además de hacer unas consideraciones generales y finales sobre el 
escenario jurídico desarrollado, también se pueda exponer la pertinencia de éste trabajo para 
otros trabajos futuros, o la manera en que se pudiera continuar profundizando en la investigación, 
como por ejemplo considerar que así como se ha violado el derecho al plazo razonable en este 
caso concreto, también puede estar ocurriendo en otros ámbitos y se requiere estudiar con mayor 
detenimiento un mecanismo procesal que pudiera servir tanto para el caso de Justicia y Paz como 
para las demás violaciones al plazo razonable en nuestro Estado.           
PRIMER CAPITULO  
 
14 
 
 
2) Primer Capítulo: Estándar jurídico de protección a la garantía del plazo   razonable 
2. 1. Introducción, justificación y subhipotésis del Capitulo 
Introducción: 
 
Este capítulo comienza explicando conceptualmente el plazo razonable y lo hace desde la  
jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos,la cual introdujo en nuestro 
contexto interamericano el concepto del plazo razonable basándose en la jurisprudencia del 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Lo anterior, con el fin de conocer cómo se introduce la 
figura en nuestro contexto jurídico y cómo dicha categoría jurídica ha evolucionado en el tiempo. 
 
Justificación: 
 
Es necesario conocer cómo ha evolucionado el concepto –derecho del plazo razonable en 
nuestro contexto interamericano, por cuanto es eminentemente una figura internacional, lo que 
lo convierte de alguna manera un ―injerto jurídico‖ en nuestro ordenamiento que aparece (de 
manera genérica) en la Constitución de 1991. Así que para poder conocer realmente su 
dimensión, y la manera de garantizarlo se requiere poder comparar su desarrollo con otras 
jurisdicciones, pues de lo contrario, estaríamos cometiendo una violación reiterada a esta 
garantía sin comprehender sus causas, y quedándonos en un estándar de protección que 
sencillamente consiste en reparar el daño cometido, pero sin poderlo prever y proteger antes de 
su comisión. 
 
 
Subhipótesis:  
 
Se pretende demostrar, de una manera comparativo-teórica como el estándar de protección de 
otros ordenamientos, o de ciertos planteamientos teóricos, supera nuestro estándar interno, por 
cuanto proponen procesalmente hablando, otorgar a sus ciudadanos los recursos internos 
idóneos para defenderse de esta transgresión. 
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2.2 Evolución del Plazo Razonable 
2.2. a) Antecedente histórico 
Como punto de partida histórico podemos remitirnos al derecho romano tardío, seleccionando 
las disposiciones y recopilaciones de Constantino y Justiniano, en donde establecieron que ―a 
fin de que los litigios no se hagan casi interminables y excedan de la duración de la vida de los 
hombres” los procesos durarían entre uno (Justiniano) y dos años (Constantino) contando 
desde la contestación de la demanda12.  
 
Más adelante, en el siglo XIII se presentaron dos regulaciones similares, por un lado el rey 
―Juan sin tierra‖ de Inglaterra se comprometía con sus señores y súbditos a que "no 
retardaremos el derecho a la justicia‖, en la Carta Magna de 121513; a la par el rey Alfonso X el 
sabio, en las Siete Partidas decretaba14 que ningún pleito penal podría durar más 2 años y que 
si pasado este tiempo no se esclarecía la responsabilidad debía liberarse al reo. Esta última, 
es sin duda la primera garantía jurídico-procesal real que se ha encontrado sobre el plazo 
razonable, pues a diferencia de las anteriores normativas, no solo establece una garantía 
teórica como lo es la no dilación procesal o los términos perentorios, sino que además estable 
una consecuencia material concreta cual es la liberación del reo, dicha consecuencia ha sido 
fuente de grandes debates, lo cual para 1215 era evidentemente un estándar de protección 
superior. 
 
Lamentablemente con el tiempo regresaríamos a la estipulación del derecho sin garantía del 
plazo razonable, pues así aparece consignado en la ―Bill of Rights‖ o en las primeras 10 
enmiendas a la Constitución Estadounidense de 1789, en donde se estipula en su sexta 
enmienda  el derecho del procesado a un proceso rápido, sin una garantía procesal que haga 
efectivo el derecho en cuestión pues si  bien es cierto que con el tiempo se crearon términos 
específicos (que pueden ser extendidos justificadamente)a través del Speedy trial Act15 (30 días 
de arresto y 70 días después de la acusación)  la violación de estos términos no implica per se 
la terminación del proceso, ni la extinción de la acción penal para el Estado, por lo cual se 
puede considerar como un derecho sin garantía efectiva.  
Posteriormente, y como consecuencia de la Segunda Guerra Mundial se promulgaron  
declaraciones y convenciones de Derechos Humanos a nivel mundial, como las de la ONU, y a 
                                            
12
 MOMMSEN, Theodore El derecho penal romano,  traducido por Pedro Dorado, editorial Temis, Bogotá, 
1991. 
13
 Magna Carta, 15 de Junio de 1215, disponible en http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/6/2698/17.pdf. 
14
 ―ningún pleito criminal non puede durar más de dos años; e si en este medio non pudieren saber la 
verdad del acusado, tenemos por bien, que sea sacado de la cárcel en que está preso, e dado por quito; 
e den pena al acusador‖. Partida siete, titulo XXIX, ley siete, último párrafo, en Balcarce, Fabian Derecho 
Penal de los Marginados,  Boletín Mexicano de Derecho Comparado, número 122, mayo-agosto de 2008, 
cita 69, página 621. 
15
 Cassel, Douglass El sistema procesal penal de Estados Unidos, tercer capítulo Principios Políticos y 
Técnicos, literal I, Celeridad. Disponible en http://www.bibliojuridica.org/libros/4/1655/10.pdf . 
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nivel regional como las de Europa, América y África, con sus respectivos organismos de control,  
entre otros tenemos: 
 La Declaración americana de los derechos y deberes del hombre, que en su artículo XXV 
establece que: “Todo individuo que haya sido privado de su libertad tiene derecho a que el 
juez verifique sin demora la legalidad de la medida y a ser juzgado sin dilación 
injustificada, o, de lo contrario, a ser puesto en libertad.  Tiene derecho también a un 
tratamiento humano durante la privación de su libertad”16(Negrillas fuera de texto). Lo cual 
se identifica en parte con la garantía citada de las ―Siete partidas‖, pues establece una 
consecuencia ante la violación del derecho (libertad del procesado). 
 
Sin embargo, la Declaración17 en cuestión es considerada soft law, y no tiene un organismo 
jurisdiccional que la ejecute, a diferencia de la Convención Americana de derechos humanos 
que si cuenta con una Corte, y con una construcción teórica como lo es el ―Test de 
convencionalidad‖, con sus correspondientes consultas.  
 
 El Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos18 y de las Libertades 
Fundamentales de 1950 estable en su artículo 5.3 sobre ―la libertad y la seguridad‖ que ―toda 
persona detenida o privada de libertad en las condiciones previstas en el párrafo 1 c), del 
presente artículo deberá ser conducida sin dilación ante un juez u otra autoridad habilitada 
por la ley para ejercer poderes judiciales y tendrá derecho a ser juzgada en un plazo 
razonable o a ser puesta en libertad durante el procedimiento, la puesta en libertad 
puede ser condicionada a una garantía que asegure la comparecencia del interesado a 
juicio”. (Negrillas fuera de texto).Siendo así, este Convenio establece un estándar de 
protección superior a la Declaración americana, pues por una parte, más que una 
declaración es un Convenio, y por otra, cuenta con un órgano jurisdiccional de control como 
lo es el Tribunal Europeo de Derechos Humanos.  
 
 Así mismo, en su contenido es mucho más explícito y desarrollado,  teniendo en la cuenta 
que los artículos subsiguientes19  extienden el derecho del plazo razonable,  dotando al 
                                            
16
 La Declaración americana de los derechos y deberes del hombre, Colombia, 1948 Disponible en 
http://www.oas.org/es/cidh/mandato/Basicos/declaracion.asp 
17
 Ahora bien, como lo profundizaremos más adelante, en relación al contenido del artículo vemos como 
solo la parte relacionada con la legalidad de la orden de captura, está plenamente garantizada a través 
del ―habeas corpus‖, mientras que la otra parte, del plazo razonable queda condicionada  al ―vencimiento 
de términos‖. Esto es, mientras que la primera parte cuenta con una acción constitucional aplicada 
directamente, la segunda parte requiere de un ―incidente‖, de un procedimiento legal, saltando a la vita la 
diferencia en el estándar de protección (sin olvidar que la acción de tutela (amparo) y el habeas corpus 
son considerados dentro del sistema interamericano como la acción que más se ajusta a los 
requerimientos de los artículos 8 y 25). http://habeas-corpus-colombia.blogspot.com/2012/09/habeas-
corpus-procede-por-vencimiento.html 
18
 Convenio Europeo de Derechos Humanos, disponible en 
http://www.echr.coe.int/Documents/Convention_SPA.pdf. 
19
Artículo 5, del Convenio Europeo de Derechos Humanos, numerales 4 y 5: 4. ―Toda persona privada de 
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procesado de una garantía procesal (Un recurso explicito como puede ser el habeas corpus), 
ya que si considera que su detención es ilegal, deberá resolverse su solicitud en un plazo 
expedito; así como también delimita la libertad a causa de la violación del plazo 
razonable(libre durante el proceso, sin referencia alguna a la extinción de la acción penal) y 
especificando una indemnización por su violación. 
 
De lo cual se puede desprender la importancia que le dan a la libertad de los procesados, por 
encima del derecho al debido proceso per sé y a las limitantes que debe tener el poder 
punitivo del Estado. 
 
 El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966 (de las Naciones Unidas) en 
su artículo 9.3 declara que: ―3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción 
penal será llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para 
ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable 
o a ser puesta en libertad….20”.(Negrillas fuera de texto) 
 
 Por otro lado, la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969  (Pacto de San 
José)establece el mismo derecho al establecer en su artículo 7.1 que: “5. Toda persona 
detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario 
autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada 
dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el 
proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia 
en el juicio.”(Negrillas fuera de texto) 
 
Es decir, una acción como el habeas corpus puede conseguir la liberación por vencimiento 
de términos, sin embargo la dilación procesal sigue sin afectar el poder punitivo del Estado.  
 
Así las cosas, ésta Convención sigue la línea de los anteriores tratados conformando entre sí 
un nivel estandarizado de protección del derecho al plazo razonable, con similares 
condiciones, tanto en su contenido (dilación injustificada) como en su consecuencia (libertad 
del procesado durante el proceso).  
 
Posteriormente dichos tratados se integrarían a los diferentes ordenamientos internos, por 
ejemplo, al revisar los casos de Colombia, Costa Rica, y Argentina se encuentra que los tres 
Estados están sujetas a la jurisdicción de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la 
cual vela por el cumplimiento de las obligaciones convencionales inherentes al Sistema 
                                                                                                                                             
su libertad mediante arresto o detención tendrá derecho a presentar un recurso ante un órgano judicial, a 
fin de que se pronuncie en breve plazo sobre la legalidad de su detención y ordene su puesta en libertad 
si dicha detención fuera ilegal. 
5. Toda persona víctima de un arresto o detención contrarios a las disposiciones de este artículo tendrá 
derecho a una reparación.‖ 
20
 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, disponible en 
http://www2.ohchr.org/spanish/law/ccpr.htm 
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Interamericano de Derechos Humanos (consagradas en sus artículos 1, y 2 21(Obligación de 
respetar, y de adoptar las medidas internas)), en concordancia con la Convención de Viena 
sobre el Derecho de los Tratados de 1969 (en sus artículos 26 y 27 (Pacta sunt servanda))22. 
 
Por lo anterior, se puede considerar que se está conformando una homogeneización del 
derecho interamericano y así mismo ocurre con sus garantías, lo que permitiría plantear que 
todos los Estados avancen a la par en la elevación de los estándares de protección de 
derechos humanos, aunque lamentablemente como se demostrará en este trabajo, dichos 
avances han sido desequilibrados, de tal forma que unos Estados son más garantistas que 
otros, y no solo por la cantidad de sentencias de la Corte Interamericana en su contra, sino 
también por los recursos otorgados a sus ciudadanos para hacer valer sus derechos efectiva 
y asequiblemente.   
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
2.3) Reconstrucción y comparación Jurisprudencial del Plazo Razonable: del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos a la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
 
“En muchos casos justicia lenta, es justicia denegada.  
                                            
21
 Convención Americana Sobre Derechos Humanos: Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos: 
Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades 
reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 
jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones 
políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición social.  y Artículo 2: Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno:  Si el ejercicio 
de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones 
legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus 
procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de 
otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades. Disponible en: 
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_B-32_Convencion_Americana_sobre_Derechos_Humanos.htm 
22
 Convención de Viena sobre el derecho de los tratados: Parte 3, artículo 26: "Pacta sunt servanda". 
Todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe. Y artículo 27: El 
derecho interno y la observancia de los tratados. Una parte no podrá invocar las disposiciones de su 
derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado. Esta norma se entenderá sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 46.  
Disponible en: http://www.oas.org/dil/esp/Convencion_de_Viena_sobre_derecho_tratados_Colombia.pdf. 
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Así ocurre cuando un acusado tiene que esperar juicio durante años. 
Sería deseable que los sistemas jurídicos nacionales introdujeran ese concepto de la 
denegación de justicia, vinculada a la lentitud, con base a la jurisprudencia de este Tribunal, de 
modo que los ciudadanos pudieran llevar ante los tribunales a los responsables de los 
retrasos”23. 
Luzius Wildhaber 
Ex presidente del TEDH 
El País, España, 7 de Febrero de 1999 
 
Así como el Convenio EDH, es anterior a la Convención ADH, también lo es la  implementación 
del Sistema Europeo de protección de Derechos Humanos, igualmente  su jurisprudencia sobre 
el plazo razonable es previa a la nuestra. En ese sentido se explica en el trabajo de la profesora 
Avelina de Escamilla24 que las primeras sentencias relacionadas con el plazo razonable son: 
―Sobre la duración de la detención provisional, para que no viole los límites de «razonable» del 
Convenio, (arts. 5 .3, 5 .4, 6.1 Y 6.5 del Convenio Europeo). Caso Wemhoff, sentencia de 27-VI-
68; caso Neumeister, sentencia de 27-VI-68; caso Stdgmuller, sentencia de 10-XI-69; caso 
Matznetter, sentencia de 10-VI-71; caso Winterwerp, sentencia 24-X-79‖. Dada la época en que 
fueron proferidas éstas sentencias, intervino en su desarrolló la extinta Comisión Europea de 
Derechos Humanos (1954-1999) con sus respectivas consideraciones.  
 
De dichos fallos es importante señalar  la postulación por parte de la (extinta) Comisión Europea 
de Derechos Humanos, de siete (7) criterios para determinar la violación del artículo 5.3 del 
Convenio Europeo de Derechos Humanos, a saber: 
 
1) Duración de la detención; 
2) Naturaleza del delito y pena señalada; 
3) Efectos personales sobre el detenido; 
4) Conducta del acusado, 
5) Dificultades en la instrucción del proceso 
6) Modo de investigar 
7) Modo de llevarlo a cabo por los jueces 
 
Dichos criterios fueron inicialmente criticados por parte de la TEDH, sinembargo se pueden 
considerar como el punto de partida para estudiar el ―plazo razonable‖ en su calidad de 
―Test‖.Es decir,  estos criterios o elementos estuvieron presentes en diferentes razonamientos 
del mencionado Tribunal (y posteriormente de la Corte Interamericana) independientemente del 
número de criterios aceptados (si son 7 o 3 o 4) se permitió que el análisis se hiciera de esa 
manera ―condicionada‖, por lo tanto los sistemas regionales de protección de Derechos 
                                            
23
 Catala, Alexandre La Jurisprudencia del TEDH sobre el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, 
y su recepción por el Tribunal Constitucional., Revista Dereito, Volumen 11, Pàginas 25 a 60. 2002, 
disponible en http://dspace.usc.es/bitstream/10347/7749/1/pg_026-061_dereito11-1.pdf.  
24
 Alonso de Escamilla, Avelina, La Doctrina Penal del Tribunal Europeo de Derechos Humanos: estudio 
de casos, 1990, 
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Humanos permitieron que este derecho no se protegiera como un ―plazo‖ en el sentido 
etimológico de la palabra, (con una fecha de inicio y finalización (dies ad quo, dies ad quem)) 
sino que lo convirtieron en un ―Test de razonabilidad‖, dándole un margen de argumentación 
mayor a los Estados para defender las posibles violaciones cometidas dentro de su jurisdicción. 
Bajo este modelo los Estaos tienen unos espacios estratégicos para condicionar los mismos 
términos procesales que se ―auto-imponen‖, sin crear un límite o umbral que permita 
argumentar cuando la detención se vuelve irrazonable (para proteger cuanto menos la libertad 
personal). 
 
Así lo vemos en el caso analizado de Wemhoff, en el cual el Estado justificó la complejidad de 
la investigación por ser un caso financiero internacional, con extensos peritazgos y múltiples 
pruebas, a lo que el Tribunal EDHrespondió que sí se justificaba la duración de la investigación, 
y de la medida intramuros del procesado, era aceptado el argumento estatal de que se ponía en 
riesgo la mencionada investigación sin dicha medida de aseguramiento.   
 
Sin embargo, como lo reseña el profesor Daniel Pastor, hubo un voto disidente del juez Zekia, 
en el que propone: 
 
i. Debe ponderarse el derecho a la presunción de inocencia junto con el de la seguridad 
procesal. 
ii. Debe existir un plazo fijo de prisión preventiva “más allá del cual es inadmisible que un 
hombre se vea privado de libertad”25 
iii. Debe revisar el Tribunal si los plazos establecidos por las legislaciones internas son 
razonables o no.  
 
De tal forma, que los Estados deben adecuar sus legislaciones internas al estándar de 
protección del Convenio Europeo de protección de Derechos Humanos, incluyendo en esta 
adecuación el ―plazo fijo admisible‖ de privación preventiva de la libertad. 
 
Continúa la revisión Jurisprudencial del profesor Pastor con el caso Neumesteir (ST. 27-VI-68), 
del cual cabe por una parte que la Comisión Europea reitera sus 7 elementos, y por otra parte 
que el TribunalEDH, se centra una vez más en la protección de la libertad personal, en este 
caso, criticando fuertemente las altas sumas solicitadas como fianza (en consideración a los 
daños producidos, y a lo que el Estado consideraba que se había apropiado indebidamente el 
procesado, dejando en claro con ello que antes de una sentencia lo daban por culpable, y 
poseedor de esa suma) pero sin entrar a considerar la razonabilidad o no de la investigación, y 
del proceso en general.  
 
Por su parte, de nuevo el Juez Zekia produce un voto disidente en el cual señala que: 
 
                                            
25
 Pastor Daniel, El plazo razonable en el proceso del Estado de Derecho, página 115, editorial AD-HOC 
fundación Konrad Adenauer, Buenos Aires, 2002. 
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i. Una sociedad democrática no puede someter a un hombre, y a su familia, a la 
incertidumbre y la angustia por 7 años. 
ii. Sin olvidar la obligación de conocer la verdad, especialmente en los procesos penales, 
es preferible zanjar la duda a favor del interesado. 
 
Como otro antecedente importante se debe tener en cuenta el caso ―Stogmuller‖ (ST 10-XI-
1969) en donde una vez más, se divide el estudio entre prisión preventiva y duración del 
proceso, enfocándose el Tribunal en la protección de la libertad, y criticando al Estado por sus 
prejuicios en cuanto a la posibilidad de que el procesado huyera. De esta sentencia es 
importante resaltar la respuesta que le da el Tribunal al Estado cuando éste le solicita que le 
indique a partir de qué momento se volvió irrazonable la detención. Dicha respuesta es :“[S]e 
reconoce por todos la imposibilidad de traducir este concepto en un número fijo  de días, de 
semanas, de meses o de años, o en variar la duración según la gravedad de la infracción”.  
 
Retomando las consideraciones del profesor Daniel Pastor: “esta afirmación será repetida una y 
otra vez por el TEDH, pasará a los órganos jurisdiccionales de los países miembros del Consejo 
de Europa, será utilizada por la CIDH26” 
 
Más adelante, en el caso Konig, de naturaleza administrativa, y en el caso Buchholz, de 
naturaleza laboral, se resalta la importancia que tiene adoptar las medidas internas necesarias 
para hacer cumplir el Convenio, incluyendo si es el caso un replanteamiento de los sistemas 
procesales internos27, pues aun cuando su justificación sea conseguir mayores garantías, no es 
óbice para violar el plazo razonable de sus ciudadanos.   
 
Por su parte, el caso Buchholz(1981) merece una consideración especial, pues su semejanza 
con el caso de Justicia y Paz es notoria. En este proceso, el Tribunal declaró como no 
responsable al Estado a propósito de la violación del Convenio Europeo, a pesar de su extensa 
duración por dos razones: 
 
 La primera, por la conducta del procesado,  
 Y la segunda por la ―crisis‖ en la administración de justicia presente en ese momento.  
 
En esa oportunidad, el Tribunal EDH sí justificó la dilación, por el argumento de la sobrecarga 
procesal dentro de ese Estado, y de alguna manera dividió la responsabilidad entre el Estado y 
la ―victima‖, por desencadenar ella el uso de tantos recursos.   
 
A su vez, en el caso de Eckle (15.7.1982) el TribunalEDH, analizólos hechos más 
explícitamente hasta ese entonces,a la luzdel plazo razonable, ya que en Alemania existió un  
proceso que demoró entre instancias más de 17 años en resolverse (caso penal), para 
                                            
26
 Ibidem, página 127 
27
 El Tribunal EDH, quiere subrayar que no le incumbe emitir un juicio sobre el sistema alemán de 
procedimiento ante los tribunales administrativos …si el resultado llega a constituir un laberinto 
procedimiental es el Estado el que debe sacar las consecuencias y si fuera necesario simplificar el 
sistema con el fin de responder al artículo 6, pàrrafo1, del Convenio. Sentencia caso Konig, 28 6 1978,  
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finalmente condenar a solo 4 años y medio de prisión al procesado. En el anterior antecedente 
cabe anotar que el Estado hizo una rebaja de la pena por la duración excesiva del proceso, 
considerando con ello, que los procesados al aceptarla perderían el derecho a una 
indemnización futura, o en general de cualquier reclamación. Vale destacar sobre este asunto, 
los siguientes puntos: 
 
I. Considera que la mejor opción es contar el inicio del plazo razonable, desde el 
momento en el que: son notificados de la investigación, o en general desde que han 
sufrido sus efectos. 
II. Extendiendo su duración hasta el uso de la apelación. 
III. Le da solidez a 3 elementos del test del plazo razonable a saber: La complejidad del 
caso (1), la actuación del procesado (2) y la actuación del Estado (3). 
IV. La Sentencia enseña que aun cuando si exista complejidad en el caso, o los 
procesados hagan un uso reiterado de sus recursos, el Estado si es responsable 
por la duración excesiva de un proceso.  Dejando en claro con ello, que no es 
necesario el cumplimiento de los 3 elementos, sino que con la falla en la 
actuación por parte del Estado basta para ser condenado. 
V. Sobre la complejidad hay un punto realmente trascendental y es que el Tribunal rechaza 
la defensa del Estado, el cual alegaba que debió investigar todos los hechos; todas las 
denuncias; todos los pormenores entorno al procesado. Criticando el Tribunal esa 
legalidad procesal estricta, pues es sabido por todos que es un eufemismo irrealizable, 
ningún sistema procesal puede procesar todos los delitos de los que tiene noticia. 
Por ello, le corresponde racionalizar su sistema, creando con esta sentencia una 
importante imposición a los países del Consejo de Europa y es la obligación de crear 
una justicia penal más eficiente, para evitar la violación al artículo 6 del Convenio (sin 
caer en un eficientismo que limite los derechos individuales de los procesados, 
garantizando  su defensa técnica y material).  
 
 Continuará el Tribunal utilizando el mencionado Test, hasta consolidarlo de la siguiente manera  
(Caso del TEDH vs Reino Unido 8 de julio de 1987, y el de Zimerman y Steiner  de 1983(TEDH 
vs Suiza )): 
 
i. Periodo a considerar (desde que surte efectos en el denunciado-demandado hasta la 
decisión sobre la apelación –apelación en un sentido laxo--). 
ii. Elementos de la razonabilidad 
a. Complejidad del caso 
b. Comportamiento del procesado 
c. Comportamiento de las autoridades competentes 
d. Consecuencias de la decisión (impacto que tiene el tiempo del proceso, y de la 
decisión, sobre el individuo).  
iii. Apreciación Conjunta también conocida como análisis global del caso, en el cual el 
Tribunal hace una revisión holística de las diferentes irregularidades que se presentaron 
a lo largo del proceso.  
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Dicho Test,  ha sido usado reiteradamente en el TEDH en los casos sobre el plazo razonable, 
sin determinar en él, de una forma concreta cual es el momento exacto en que se considera 
violado el derecho a un plazo razonable, es decir, que desdibuja la etimología del plazo, para 
convertirlo en un ―test‖ debatible, y argumentable. Lo cual, se desdibuja aún más, si tenemos en 
cuenta la importancia del ―margen interno de apreciación de los Estados‖ para la aplicación 
del Convenio Europeo con las debidas adaptaciones que debe hacer cada Estado para 
alcanzar un estándar de protección convencional. Pues como el mismo Tribunal lo dijo en las 
sentencias citadas, no es su competencia implantar un sistema jurídico procesal especifico (por 
ejemplo inquisitivo o adversarial) pero si lo es, condenar a los Estados bajo su jurisdicción 
cuando sus sistemas jurídicos son irracionales (anti-eficaces), descartando de tajo la defensa 
de la crisis institucional por sobrecarga de trabajo (tan importante para esta investigación).    
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
2.4)  La jurisprudencia del Plazo Razonable en el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos.  
 
“La presunción de inocencia se torna cada vez más vacía y finalmente se convierte en una burla 
cuando la detención previa al juicio es excesivamente prolongada dado que, a pesar de la 
presunción, se está privando de la libertad a una persona todavía inocente, castigo severo que 
legítimamente se impone a los que han sido condenados.” 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
Informe 12 de 1996, caso Giménez vs Argentina 
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Trasladamos la revisión jurisprudencial a nuestro ámbito, pues es la jurisprudencia 
interamericana la que realmente nos vincula, tanto si es un caso directo como en las reglas 
para los casos en general, tal cual como se explicara más adelante.  
 
El primer caso es el de Firmenich vs Argentina28 relacionado con un candidato político que tenía 
en curso dos investigaciones penales. Este señor es solicitado en extradición a Brasil y 
finalmente se le condena después de 4 años de proceso. En dicho lapso su defensor intenta la 
liberación de la prisión preventiva entre otras razones por el vencimiento de los 2 años 
establecidos en el Código Procesal Penal de la época como límite del proceso y finalmente 
establece su queja ante la Comisión Interamericana, la cual para la fecha era el único órgano 
del sistema interamericano encargado de revisar estos casos. La Comisión IDH entre otras 
cosas lo calificó como una no violación y por el contrario consideró que el Estado Argentino si 
había adoptado las medidas internas necesarias. De esta resolución se resalta: 
 
i) La asimilación incondicional de la Jurisprudencia del TribunalEDH, con referencias 
explicitas incluso a la ComisiónEDH, hechas  por el Estado argentino,  por la defensa del 
peticionario y por la misma Comisión Interamericana. 
ii) Se introduce el Test con sus tres(3) elementos característicos: complejidad del caso, 
conducta del procesado, conducta de las autoridades.  
iii) El análisis hecho en ese momento hace énfasis en la naturaleza de la infracción, es 
decir, en la gravedad del delito investigado, lo cual, justificaba una prisión preventiva 
superior al plazo previsto de dos años.Esto es, la Comisión Interamericana acepta sin 
criticas la justificación del Estado al decir que el plazo de los dos años está sujeto 
variantes como la complejidad de la investigación, el comportamiento del imputado etc., 
por lo cual, si de acuerdo al arbitrio del juez (director del proceso) se requiere prolongar 
el plazo, éste lo puede hacer, y si a la par, requiere mantener bajo prisión preventiva al 
procesado, también lo puede hacer sin que haya lugar a violar el plazo razonable.     
 
iv) Por el contario, la Comisión consideró que el Estado argentino adoptó las medidas 
internas necesarias para ajustarse al estándar internacional de protección de derechos 
humanos, a usanza del Tribunal Europeo, y concluye: ―que si bien cuatro años no sería 
un plazo razonable, en el presente caso, por las características propias del mismo y por 
la complejidad de las causas envueltas en su desarrollo, ello no constituiría un retardo 
injustificado en la administración de justicia.”29 
 
El apartado citado, permite generar duda en razón de una contradicción en los términos. Pues 
hace de los plazos legales unos no plazos, al menos en su sentido etimológico, y práctico, por 
lo tanto, la duración de las actuaciones son justificables por parte de los Estados aun cuando 
ellos superen los plazos que se habían autoimpuesto a través de su legislación. 
 
                                            
28
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, informe de 1989, Resolución 17, disponible en 
http://www.cidh.oas.org/annualrep/88.89span/capitulo3.htm 
29
Ibidem, numeral 8,c sobre las dificultades de la causa.  
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Finalmente, no se entiende porque la CIDH ignora los 8 meses de retención en Brasil que 
acercarían el proceso (con prisión preventiva) a los 4 años y 8 meses. Siendo este un 
procedimiento judicial a la par que administrativo salta a la vista el interés que tiene con ésta 
investigación, pues esos 8 meses en ese procedimiento administrativo son asimilables al tiempo 
que se tomó el gobierno para seleccionar a los postulados al programa de Justicia y Paz. 
 
Posteriormente la CIDH,en el caso de Jorge Giménez vs Argentina 30  de 1996, reitera su 
posición sobre la importación de la jurisprudencia europea de derechos humanos, con su 
conocido Test de los 3 elementos, pero también es importante señalar la anotación que hacen 
en el punto 70 de no excluir la posibilidad de establecer un término genérico de prisión 
preventiva, que al ser superado (independientemente de la gravedad del delito investigado), se 
considere como una actuación ilegitima prima facie.  
 
 Así mismo, la CIDH ratifica la posición adoptada en el caso de Firmenich al decir: ―No se puede 
juzgar que un plazo de detención preventiva sea "razonable" per se, solamente basándose en lo 
que prescribe la ley.  Más bien, como el Gobierno argumenta… cuando el término de detención 
excede un plazo razonable, debe fundamentarse en la "sana crítica" del juez, quien llega a 
una decisión utilizando los criterios que establece la ley.” 
 
Lo cual por si solo muestra una vez más la indefensión procesal a la que queda expuesta el 
procesado. Dicha sana crítica del juez no está previamente regulada, como tampoco lo está el 
plazo en que se pueda prolongar; es más, ni siquiera exige una solicitud expresa de la fiscalía para 
prolongar el proceso con unas justificaciones que deberían estar reglamentadas.  
 
En otras palabras, esta interpretación, plantea que sí puede excederse el plazo razonable, sin 
violar el derecho al plazo razonable, con la correspondiente justificación judicial posterior o 
concomitante(mas no previa),  y que la labor de la Comisión Interamericana es analizar la 
racionalidad de dicha justificación31, es decir, bajo “criterios pertinentes y suficientes, y si lo son, 
también debe revisar si el Estado actuó bajo una “diligencia especial para que el periodo de 
detención no fuera excesivo32‖, lo que quiere decir que le corresponde a la persona el derecho a 
que su caso sea tramitado con prioridad, agilizando los trámites pertinentes33. 
 
Igualmente, es importante anotar la distinción que hacen dentro del “Test”, del segundo elemento, 
sobre la conducta del procesado, entre el uso y el abuso de los recursos dispuestos para la 
defensa del procesado. Es decir, si utiliza sus recursos legítimamente; si falta colaboración por su 
parte; o si obstruye deliberadamente el proceso. 
 
                                            
30
Comisión IDH, Caso 11.245, informe No. 12 de 1996, disponible en 
http://www.cidh.org/annualrep/95span/cap.III.argentina11.245a.htm. 
31
 Ibídem, párrafo 73 
32
Ibidem, párrafo 83 (citando ―A estos efectos, véase el fallo de la Corte Europea en Kenmache, párrafo 45, 
pág. 36.) 
33
Ibidem, párrafo 100 (citando ―véase, a estos efectos, la jurisprudencia de la Corte Europea, en Toth, 
párrafo 77, pág. 20; véase también B.v. Austria, párrafo 45, pág. 17.) 
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 Finalmente,concluye la CIDH  que el Estado argentino violó el derecho a la libertad personal del 
peticionario por no respetar su derecho a permanecer en libertad durante un proceso 
injustificadamente largo, derecho a la libertad que se encuentra consagrado en la Convención 
Americana sobre derechos humanos.  
 
Posteriormente en el caso de Bronstein y otros vs la República de Argentina34, la Comisión 
Interamericana profundiza en tres puntos interesantes para esta investigación, a saber:  
 
i. El poder punitivo del Estado, que se concreta cuando capturan a un individuo, 
privándolo de su libertad, implica la obligación de adelantar el proceso dentro de un 
plazo razonable35. (Párrafo 44 del informe). 
ii. La CIHD considera que las garantías judiciales de los procesados son obligaciones 
ineludibles de los Estados, así mismo, considera que en la medida en que pasa el tiempo, 
el cumplimiento de estas obligaciones deben ser proporcionalmente más estrictas y 
rigurosas36.  
iii. Recomienda adoptar las medidas internas necesarias para dar cumplimiento a la 
CADH, garantizando con ello la agilidad de los procesos penales propios de éste caso37.  
 
Ahora bien, la  jurisprudencia de la CorteIDH propiamente dicha, comienzaa desarrollarse con 
los casos de Genie Lacayo vs Nicaragua; y Suarez Rosero vs Ecuador, ambos de 1997. 
Siguiendo los pasos de la CIDH, la Corte IDH integra a su jurisprudencia de manera directa los 
postulados del TribunalEDH desde el caso de Genie Lacayo38en adelante,incluyendo de entrada 
el ―Test‖ de razonabilidad (o ―análisis global del procedimiento‖)y sus tres elementos básicos. 
Dada la pertinencia del caso Suarez Rosero para la investigación,  iniciaré con esta sentencia, y 
continuaré el estudio por temas para concatenarlo mejor con la investigación.   
 
                                            
34
 ComisiónIDH, informe del año 1997, Disponible en 
http://www.cidh.oas.org/annualrep/97span/Argentina11.205.htm 
35
 Ibídem, párrafo 43 
36
 Ibídem párrafo 44 
37
 Ibídem párrafo 61 
38
 "Se pueden invocar para precisarlo los elementos que ha señalado la Corte Europea de Derechos 
Humanos en varios fallos en los cuales se analizó este concepto, pues este artículo de la Convención 
Americana es equivalente en lo esencial, al 6 del Convenio Europeo para la Protección de Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales.  De acuerdo con la Corte Europea, se deben tomar en 
cuenta tres elementos para determinar la razonabilidad del plazo en el cual se desarrolla el proceso: a) la 
complejidad del asunto; b) la actividad procesal del interesado; y c) la conducta de las autoridades 
judiciales (Ver entre otros, Eur. Court H.R., Motta judgment of 19 February 1991, Series A no. 195-A, párr. 
30; Eur. Court H.R., Ruiz Mateos v. Spain judgment of 23 June 1993, Series A no. 262, párr. 30). Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, Caso Genie Lacayo vs Nicaragua, Sentencia de fondo, 
reparaciones y costas de 1997… Disponible en 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_30_esp.pdf 
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Muy explícito es el caso de Suarez Rosero39, pues en él un ecuatoriano es procesado por un 
delito de narcotráfico y Condenado responsable penalmente después de un proceso de 50 
meses, que supera superlativamente la condena máxima de 2 años para este tipo penal. De 
esta sentencia se deben destacar los siguientes elementos de interés para la investigación: 
 
i. La decisión  desestima el argumento del Estado ecuatoriano que pretendía justificar su 
dilación bajo el argumento de que el procesado se merecía ese trato, es decir, el Estado 
decía que cuando el procesado si es responsable de la conducta acusada se puede 
justificar la violación al plazo razonable. Pero para la Corte este argumento de la 
responsabilidad comprobada, no fundamenta la excesiva duración (superior a la 
pena máxima)40.  
 
ii. El trámite del Habeas Corpus41, considerado como el recurso más eficaz y accesible para 
la ciudadanía, se convirtió en un eufemismo jurídico, que se resolvió en 14 meses, 
denegándose al final, por unas formalidades legales inexistentes en ese entonces. 
 
De tal forma que se violaron varios derechos, el primero es la libertad dentro de un plazo 
razonable (Artículo 7 de la convención); El segundo, el de tener un recurso eficaz (artículo 
25) 42 , y tercero el derecho de que los recursos judiciales se puedan entender como 
garantías que cumplan con los principios del debido proceso legal del artículo 8 de la 
Convención Americana, convirtiéndose en indispensables para tutelar los derechos 
humanos que no pueden ser objeto de suspensión43. 
 
iii. La prisión preventiva como medida cautelar no punitiva44: básicamente la Corte IDH 
condiciona la justificación de la prisión preventiva a dos peligros, por una parte asegura el 
normal desarrollo de la investigación y por otra parte evita la fuga.   
 
Al limitar la justificación de la medida cautelar a fines meramente procesales como los 
mencionados, se restringe el uso de la prisión preventiva para fines sustantivos, como por 
ejemplo ―peligro para la comunidad o peligro de reincidencia‖. Lo cual si se ha permitido en 
otras jurisdicciones como por ejemplo en el caso de ―Hugo van Alphen contra Países Bajos‖ 
                                            
39
 CorteIDH, caso Suarez Rosero contra Ecuador, sentencia de Fondo 1997, Disponible en 
www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_35_esp.pdf 
40
―que el hecho de que un tribunal ecuatoriano haya declarado culpable al señor Suárez Rosero del delito 
de encubrimiento no justifica que hubiese sido privado de libertad por más de tres años y diez meses, 
cuando la ley ecuatoriana establecía un máximo de dos años como pena para ese delito‖ Ibidem, párr. 74. 
41
 Ibídem párrafo 64 
42
―El hábeas corpus, para cumplir con su objeto de verificación judicial de la legalidad de la privación de 
libertad, exige la presentación del detenido ante el juez o tribunal competente bajo cuya disposición 
queda la persona afectada. En este sentido es esencial la función que cumple el hábeas corpus como 
medio para controlar el respeto a la vida e integridad de la persona, para impedir su desaparición o la 
indeterminación de su lugar de detención, así como para protegerla contra la tortura u otros tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes‖.  Corte IDH, OC-8/87, párr. 35 
43
Corte IDH, Opinión Consultiva -9/87, párr. 30 
44
 Corte IDH, caso Suarez Rosero contra Ecuador, sentencia de Fondo 1997, párr. 77 
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(305/1988), del Comité de Derechos Humanos (en donde justifican la medida para evitar el 
peligro de reincidencia), así como en la Resolución 17, aprobada por el VIII Congreso de 
las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente (se justifica 
para evitar la comisión de delitos graves).  
 
Por lo que se concluye que desde 1997 la Corte Interamericana fue más garantista45 que 
las instancias mencionadas de las Naciones Unidas, pues la CorteIDH interpretó  la 
Convención de acuerdo al principio pro-persona46, restringiendo la aplicación que pudieren 
darle los Estados, de la manera más excepcional y legitima posible.   
 
iv. Finalmente, hay un postulado dentro de la sentencia que merece un análisis concreto (del 
párrafo 77) al decir que ―se estaría cometiendo una injusticia al privar de libertad, por un 
plazo desproporcionado respecto de la pena que correspondería al delito imputado‖. 
Introduciendo (dentro del marco del principio de inocencia) el principio de la 
proporcionalidad de la prisión preventiva en relación con la pena por el delito investigado. 
 
Si bien, dentro del elemento de la ―complejidad del caso‖, se tenía presente la gravedad de 
la conducta imputada, y ésta, se entiende, debe ser proporcional a la pena a imponer, sin 
duda es de gran interés para la presente investigación conocer una sentencia donde, de 
manera detallada se analice, y critique la desproporcionalidad del Estado en el momento de 
tramitar (con clara desidia) un proceso penal.  
 
Es de especial relevancia también, que en este caso la Corte haga dicha crítica aun 
sabiendo que el procesado si fue condenado, es decir que si era responsable penalmente. 
Pues sin olvidar las diferencias tan marcadas  que hay entre un caso de la justicia ordinaria 
y los de la Justicia transicional, de todas maneras queda claro, que no porque vayan a ser 
declarados responsables los procesados se ―merecen ese trato‖ (pena sin juicio), 
como lo quiso mostrar el Estado ecuatoriano, ahora bien, podría el Estado colombiano 
argumentar que la diferencia entre procesar a un civil y a un criminal de lesa humanidad 
hace más laxos los plazos para su juzgamiento, sin embargo como se explicara más 
adelante, dichas prorrogas procesales debieron ser pre-establecidas con unas 
justificaciones explicitas que además de garantizar el debido proceso (declarado ius cogens 
posteriormente) de los investigados también garantice los derechos de las victimas sin 
                                            
45
 ―De todos modos, la solución adoptada por la Corte Interamericana, al asignar fines extrictamente 
procesales al encarcelamiento preventivo representa, en sí misma, un avance significativo. Ello pues 
algunos instrumentos internacionales, así como algunos órganos del sistema de protección, han admitido 
supuestos extraprocesales de claro contenido punitivo‖. Bovin, Alberto, El fallo Suarez  Rosero disponible 
enhttp://www.wcl.american.edu/pub/humright/red/articulos/bovino.htm 
46
  Bovino, Alberto, cita a PINTO, El principio pro homine. Criterios de hermenéutica y pautas de 
regulación de los derechos humanos, p. 163. En el mismo sentido, se afirma que el principio pro 
homine ―impone... una interpretación restrictiva de toda limitación, restricción o suspensión de esos 
derechos‖ (VALIÑA, El margen de apreciación de los Estados en la aplicación del derecho internacional 
de los derechos humanos en el ámbito interno, p. 174). Disponible en 
http://www.wcl.american.edu/pub/humright/red/articulos/bovino.htm 
PRIMER CAPITULO  
 
29 
 
dilaciones injustificadas.  
 
Es decir, que aun cuando los casos de SuarezRosero y de los desmovilizados sean 
fácticamente tan distantes por la gravedad de las conductas, la sub-regla que se 
establece del debido proceso es igualmente exigible para todos los caso, más aún 
cuando tiene una connotación bidimensional que incluye a las víctimas de las graves 
conductas por lo que la exigencia para proteger estos derechos es superior.   
Específicamente es importante tener en cuenta en este punto, la regla impuesta por el caso: 
resulta desproporcionado que un proceso dure más que la misma duración de la pena. 
 
Una vez presentado el caso relevante para la investigación a continuación se presentan de 
manera temática otros puntos de interés desarrollados en la Jurisprudencia de la Corte: 
 
2.4.a) Pronunciamientos de la Corte Interamericana sobre el análisis global de la duración 
del caso o test de razonabilidad de la duración: 
 
 Complejidad del caso: la Corte considera como criterios dentro de este elemento la 
multiplicidad de los procesados y sus víctimas; la gravedad de la conducta investigada;y el 
acervo probatorio. 
 
Por ejemplo en el caso González Medina contra Republica Dominicana, en medio de una 
desaparición forzada la Corte considera que dada la naturaleza de los hechos investigados, y la 
cantidad de investigados se puede considerar la complejidad del asunto47. 
 
Otro caso es el de Anzualdo Castro vs Perú, en el cual se reconoce la complejidad del asunto 
por cuanto los procesados intentaron eliminar las pruebas, y se negaron a informar sobre el 
paradero de las víctimas, así como por el número de procesados48. 
 
También es importante el caso de la Cantuta vs Perú, en donde pasados 14 años se abrieron 
nuevas investigaciones, las cuales no pueden estar desvinculadas del proceso anterior. Dentro 
de su razonamiento sobresale el siguiente para efectos de nuestro problema investigativo: 
―Además, en este tipo de casos, el deber del Estado de satisfacer plenamente los 
requerimientos de la justicia prevalece sobre la garantía del plazo razonable‖49.  
 
Postulado en cuestión que deja más preguntas que respuestas. Pues si bien es cierto que debe 
leerse dentro del contexto de la Sentencia (prohibir amnistías; excluyentes de responsabilidad; 
prescripciones 50 ), también es cierto que la Corte Interamericana debió explicar muy 
                                            
47
CorteIDH, Caso González Medina y familiares, contra la República de Santo Domingo, Sentencia de 
excepciones preliminares, fondo, reparaciones, y costas, del 2012.Párrafo 258 
48
 CorteIDH, Caso Anzualdo Castro vs Perú, sentencia de fondo, reparaciones, y costas, 2009 Párrafo 
157 
49
 CorteIDH, Caso La Cantuta vs Perú, sentencia de fondo, reparaciones, y costas, del 2006, Párrafo 149 
50
 ―son inadmisibles las disposiciones de amnistía, las disposiciones de prescripción y el establecimiento 
de excluyentes de responsabilidad que pretendan impedir la investigación y sanción de los responsables 
PRIMER CAPITULO  
 
30 
 
pormenorizadamente cuál es el alcance interpretativo que merece este planteamiento ya que 
está ―restringiendo‖ un derecho convencional, para que ceda ante otro derecho de igual 
categoría.  
 
De todas maneras la complejidad del caso, por si sola, no es razón suficiente para 
justificar la violación al plazo razonable. Así lo expresó la Corte Interamericana en el caso 
Garibaldi vs Brasil51.  
 
 Conducta del interesado: a la par de los lineamientos que ha desarrollado la Comisión 
Interamericana (por ejemplo en el caso de Jorge Giménez vs Argentina) la Corte 
Interamericana ha planteado que el derecho del procesado no es ilimitado52, y debe ser 
regulado por el juez como director del proceso, pues si la defensa abusa de sus 
derechos, se está permitiendo con ello un desmedro de los derechos de las víctimas, 
quienes deben contar todas las oportunidades de participar en el proceso para su 
fiscalización, y que los procesados tienen derecho a utilizar todos los recursos a su 
disposición, distinguiéndolo de la obstaculización del proceso. 
 
Por ejemplo, en el caso de Genie Lacayo vs Nicaragua, la Corte explica como el padre 
(victima en este caso) no tuvo una conducta incompatible, o entorpecedora de la 
investigación (―no ha sido probado que sus intervenciones hayan provocado dilaciones 
innecesarias‖53). 
 
Otro ejemplo es el caso de Ximenes López vs Brasil, en donde la Corte Interamericana 
desarrolla las posibilidades con las que deben contar las víctimas para intervenir, y de alguna 
manera fiscalizar el desarrollo del proceso54. 
 
Lo cual a su vez, se puede comprender mejor en el caso  Gómez Lund y otros Vs Brasil, por 
cuanto allí la Corte señaló que: ―Eel derecho de acceso a la justicia debe asegurar, en un 
plazo razonable, el derecho de las presuntas víctimas o sus familiares a que se haga todo lo 
necesario para conocer la verdad de lo sucedido y, en su caso, se sancione a los 
responsables‖55 pues de lo contrario la violación al plazo razonable, por sí mismo constituye 
                                                                                                                                             
de las violaciones graves de los derechos humanos tales como la tortura, las ejecuciones sumarias, 
extralegales o arbitrarias y las desapariciones forzadas, todas ellas prohibidas por contravenir derechos 
inderogables reconocidos por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. r. Caso Barrios Altos. 
Sentencia de 14 de marzo de 2001. Serie C No. 75. Párr. 41 
51
 Corte IDH, Caso Garibaldi vs Brasil, sentencia de fondo, reparaciones y costas, de 2009 Párrafo 134 
disponbible en http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_203_esp.pdf. 
52
 CorteIDHCaso Bulacio vs Argentina 2009,  párr. 114; CorteIDH Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y 
otros vs Trinidad y Tobado, 2002 260, párr. 142 a 144; 
53
 Párrafo 70 y 79 disponible en http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_30_esp.pdf 
54
 CorteIDH CasoGenie Lacayo vs Nicaragua  1997,Párrafo 198, y 193, en concordancia con ―Caso 
Baldeón vs Peru, 2006García, supra nota 4, párr. 93; Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 25, 
párr. 144; y Caso Gómez Palomino, supra nota 21, párr. 79.‖. Disponible en 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/Seriec_149_esp.pdf 
55
 CorteIDH caso  Gomez Lund y otros Vs Brasil, 2010 Párrafo 219 en concordancia con Cfr. Caso 
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una violación a las garantías judiciales56. 
 
Siendo así, surge la duda sobre una posible contradicción en la Corte Interamericana, pues 
como lo citábamos en el caso de la Cantuta contra Perú se establecía que el plazo razonable 
debe ―ceder hasta satisfacer plenamente los requerimientos de la justicia‖,  mientras que en 
este caso le reconocen a las víctimas, investigar y procesar o condenar a los responsables 
dentro de un plazo razonable, y que si no lo consigue el Estado les viola el derecho a las 
garantías judiciales per se.  
 
Lo cual podría permitar pensar que el derecho de los procesados debe ceder frente al 
derecho de las víctimas, o también podría pensarse que al prevalecer los requerimientos de 
la justicia (verdad, justicia, y reparación) el derecho al plazo razonable (garantías judiciales) 
debe ceder, y lo hace tanto para los procesados como para las víctimas, es decir, que en una 
lógica del mal menor, el Estado debe asumir la carga de ser condenado por violar el derecho 
de garantías judiciales tanto para los procesados como para las víctimas, pero garantizando 
los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. 
 
Esto puede llevar a pre-juzgar a los procesados, pues el Estado no escatimaría en tiempos 
procesales con el fin de demostrar una responsabilidad, olvidando el principio de inocencia 
que debe prevalecer en la mayoría de los casos(a diferencia del nuestro, pues en la justicia 
transicional se parte del principio de la responsabilidad declarada), y que por lo general no 
solo afecta el derecho del debido proceso o garantías judiciales, sino que además afecta el 
de la libertad personal, el cual, tiene i incidencia en la vida del individuo. 
 
Sin embargo, más allá de la posible contradicción con la anterior jurisprudencia de la Corte 
IDH, es importante resaltar la pertinencia de esta sentencia para la investigación, si bien 
parte de la protección del derecho de las víctimas, es materialmente necesario para 
aplicación de dichos derechos la garantía del plazo razonable también para los procesados, 
por ejemplo, para la aplicación del derecho a la justicia en un plazo razonable se 
requiere que el Estado adelante los procesos (más allá de si están cobijados con 
medida preventiva de la libertad o no)  sin dilaciones indebidas, lo cual beneficia a las 
víctimas y a los victimarios. 
 
 Conducta de las autoridades, es el punto más importante de todos en mi parecer, pues es 
el que desarrolla la obligación de investigar, procesar, y sancionar a los posibles 
responsables. 
 
                                                                                                                                             
Bulacio Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de septiembre de 2003. Serie C 
No. 100, párr. 114; Caso Garibaldi, supra nota 18, párr. 133, y Caso De la Masacre de las Dos Erres, 
supra nota 186, párr. 105. Disponble en http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_219_esp.pdf 
56
Idem, en concordancia Cfr. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de junio de 2002. Serie C No. 94, párr. 145; Caso Valle Jaramillo 
y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2008. Serie C No. 
192, párr. 154, y Caso Garibaldi Vs. Brasil, supra nota 18, párr. 133 
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Desde el primer caso de la Corte, que fue el de Velázquez Rodríguez, se desarrolló la 
obligación al decir que le corresponde al Estado “investigar seriamente con los medios a su 
alcance las violaciones que se hayan cometido dentro del ámbito de su jurisdicción a fin de 
identificar a los responsables, de imponerles las sanciones pertinentes y de asegurar a la 
víctima una adecuada reparación”.57 
 
Pero un caso más importante es el desarrollado en la Masacre de las Dos Erres contra 
Guatemala58, la cual por su profundidad podría considerar como una sentencia hito de éste 
elemento, pues le enumera al Estado guatemalteco tantos sus obligaciones, como la manera 
en que las debe ejecutar (―deber de utilizar los medios necesarios para conducir eficazmente 
la investigación‖) esto es, el Estado no puede alegar ningún excluyente de responsabilidad; 
investigar de acuerdo al plan sistemático de violaciones de derechos humanos en cuestión; 
actuar con la debida diligencia otorgándole al juez toda la información y evitando 
obstrucciones; iniciar los procesos judiciales y administrativos correspondientes contras las 
autoridades que han entorpecido el proceso; modificar el recurso de amparo para que sea 
efectivo, y dejar de dilatar el proceso en su práctica; así como las autoridades deben contar 
con los medios materiales necesarios para ejercer su labor, también deben contar con la 
seguridad necesaria para actuar libremente; finalmente, le corresponde al Estado difundir los 
resultados de la investigación. 
 
Finalmente, considera la Corte que si el Estado no se comporta bajo estos parámetros, 
(obligación de garantía) utilizando todos los medios legales disponibles estaría promoviendo 
la impunidad, que a su vez “propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos 
humanos y la total indefensión de las víctimas y sus familiares”59. 
 
Tampoco puede el Estado pretender excusarse en su propia culpa, como por ejemplo, 
dividendo su responsabilidad entre las partes e intervinientes el proceso, por eso, en el caso 
de Ximenes López vs Brasil, la Corte Interamericana le recordó a Brasil que las acciones de 
los  órganos del Estado, como el Ministerio Público comprometen su responsabilidad 
internacional.60 
 
Finalmente, es conveniente hacer una acotación para el caso Colombiano, en referencia su 
conflicto armado, pues si bien la Corte reconoce las dificultades institucionales por las 
que atraviesa el país en su búsqueda de la paz, no por ello se libera el Estado de sus 
obligaciones convencionales 61 , pues su inacción no solo genera impunidad sino que 
                                            
57
CorteIDH caso Velázquez Rodríguez vs Nicaragua, 1988 Párrafo 174 disponible en 
www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_04_esp.doc 
58
 CorteIDH Masacre de las Dos Erres contra Guatemala, 2009. 
59
 CorteIDH Caso de la ―Panel Blanca‖ (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo, supra nota 29, 
párr. 173; Caso Anzualdo Castro Vs. Perú, supra nota 28, párr. 179, y Caso Garibaldi Vs. Brasil, supra 
nota 23, párr. 141. 
60
 Corte IDH, caso  Ximenez López vs Brasil, 2006 Párrafo 200 
61
Así lo ha manifestado la CorteIDH en casos como el de la ―Masacre de Mapiripán‖, supra nota 21, párr. 
238; Caso de las Masacres de Ituango, supra nota 21, párr. 300, y Caso de la Masacre de Pueblo Bello, 
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también promueve la comisión de más violaciones, así mismo trae a colación el deber de 
investigar a profundidad las posibles violaciones cometidas por el mismo Estado 
conocida como la teoría de la  ―obligación procesal‖ de investigación eficaz 
desarrollado por el TribunalEDH en los casos de ―Ergi vs. Turquía” y “Akkoç y Kiliç, 
ambos vs Turquía”62 al considerar que aun cuando no existan las suficientes pruebas para 
condenar, si es necesario investigar a profundidad.  
 
Lo cual, aplicado al caso de Pueblo Bello63,permite concluir la existencia de una negligencia 
estatal (o falta de ―obligación procesal de investigar a profundidad‖, recientemente 
mencionada) que restringió el derecho de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación 
(por ejemplo, el Estado no se guió por los parámetros del ―Manual sobre la Prevención e 
Investigación Efectiva de Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias de Naciones 
Unidas”, por el contrario enterró a víctimas en fosas comunes, postergando por 13 años la 
identificación de muchos de ellos).  
 
Pues en la sentencia mencionada, la CorIDH determinó que el Estado colombiano obvió 
pruebas que comprometían a militares, y dilato el proceso reiteradamente. Si bien la Corte 
reconoce la complejidad del caso, dentro del contexto del conflicto armado interno, no 
por ello se justifican las fallas en la conducta de las autoridades, sin olvidar tampoco 
que la ―parte civil‖ impulsó  el proceso durante todos estos años. Por lo anterior, la Corte no 
duda en considerar que se violó el derecho al plazo razonable por total desidia estatal.  
 
 Afectación generada por la duración del proceso: es un elemento presente en el 
sistema europeo de protección de derechos humanos desde el primer test planteado por la 
extinta Comisión Europea de derechos humanos. Más adelante se consolida en los casos 
de Zimerman y Steiner contra Zuiza en 1983 y se incorpora de lleno en los ―test de 
razonabilidad de la duración del proceso‖ utilizado en dicho sistema. 
 
Finalmente llega este ―nuevo‖ elemento la jurisprudencia de la Corte Interamericana a través 
de los casos de Kawas Fernández vs Honduras64  y de Valle Jaramillo vs Colombia65. En las 
cuales básicamente se establece que además de los tres elementos tradicionales del ―test de 
razonabilidad de la duración del proceso‖, también debe tenerse en la cuenta el perjuicio que 
causa la extensión en el tiempo para los interesados.  
 
En palabras del magistrado de la Corte Interamericana, Sergio García66 se considera esta 
afectación por cuanto: ―en ocasiones es irrelevante el tiempo transcurrido para la 
                                                                                                                                             
supra nota 30, párr. 146.  
62
 Cfr. European Court of Human Rights, (Chamber), Ergi v. Turkey, judgment of 28.07.1998, Reports of 
Judgments and Decisions, n. 81, paras. 85-86. Y European Court of Human Rights, Akkoç v. Turkey, 
judgment of 10 October 2000, paras. 77 to 99; Kiliç v. Turkey, judgment of 28 March 2000, paras. 78 to 83. 
63
  Párrafo 175 y siguientes http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_140_esp.pdf 
64
 Corte IDH caso de kawas Fernández contra Honduras 2009 
65
 Corte IDH caso Valle Jaramillo contra Colombia 2008 
66
 Voto razonado del Juez Sergio Garcia, en el caso de Kawas Fernandez contra Honduras en el 2009. 
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ponderación del daño,  en otras es muy lesivo para la víctima‖.   
 
Ahora bien, si traemos este ―nuevo‖ elemento a nuestro análisis (de los procesos en Justicia 
y Paz), es claro que el transcurrir del tiempo para un procesado penal es trascendental, tanto 
como si es inocente (más grave) como si es culpable. Y si bien, para el caso de los 
paramilitares desmovilizados se sobreentiende su responsabilidad, ello no es óbice, para 
mantenerlos en una  incertidumbre jurídica prolongada, que se agrava en la medida en que 
pasan los años cobijados bajo una medida cautelar intramural, es decir, que no solo se está 
violando su derecho a la garantía judicial, sino también a su libertad personal.  
 
 Además, que es claro como ésta afectación se profundiza en la medida en que se 
alcanza el tiempo de la pena máxima que eventualmente podrían recibir, sin olvidar, 
que tampoco se puede descartar una pena inferior a la máxima, por lo que muchos 
probablemente algunos de ellos estarían en este momento pagando no solo un una 
pena sin sentencia, sino también una pena sin ley, puesto que la normativa de Justicia y 
Paz no establece ninguna causal para superar la pena máxima (cosa distinta es ser 
excluidos de los beneficios de la justicia transicional, por el cumplimiento de las causales 
taxativamente señaladas en la ley), por lo que su vulneración es mayor, ya que no hay 
manera de compensar el tiempo que pasaron, o que pasarán irregularmente en una cárcel. 
 
Igualmente es importante considerar que la consecuencia directa por estos retrasos, es la 
violación del plazo razonable de las víctimas de estos grupos desmovilizados, que se agrava 
con el pasar del tiempo.  Por ejemplo, si el argumento para no culminar los procesos de 
los desmovilizados es que hay una crisis generada por la sobrecarga de trabajo, y que 
por lo tanto no han podido comprobar la veracidad de sus confesiones, entonces, 
consecuentemente, están postergando el conocimiento de la verdad para las víctimas, 
como los familiares de los desaparecidos forzosamente.  
 
 
 
2.4b) Pronunciamientos de la Corte Interamericana sobre la duración del caso o test de 
razonabilidad de la duración en los eventos de medida cautelar intra-mural 
 
En ese sentido es útil revisar de nuevo la sentencia de Suarez Rosero contra Ecuador67, en 
donde analiza detalladamente este punto, y determina que el plazo razonable comienza con la 
detención del procesado, por ―ser éste el primer acto del procedimiento‖, sobre lo cual se 
detiene el juez Sergio García Ramírez en su voto concurrente del caso Tibi vs Ecuador (2004)68 
al decir que aún antes de la detención, puede existir una larga investigación que afecta los 
derechos del individuo, y no porque exista una orden para legalizar la investigación, se puede 
pensar que queda justificada una investigación indeterminada en el tiempo, pues ésta debe 
                                            
67
 Corte IDH, caso Suarez Rosero contra Ecuador, sentencia de Fondo 1997Párrafo 68, disponible en 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_35_esp.pdf 
68
Corte IDH, Caso caso Tibi vs Ecuador, 2004 Párrafo 55 del voto concurrente, disponible en 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_114_esp.pdf 
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estar reglada por cada Estado. 
 
Sobre el final del plazo razonable la Corte ha reiterado que este finaliza cuando se han 
agotado todos los recursos de instancia que eventualmente pudieran presentarse (Caso 
Hilaire, Constantine, Benjamin, y otros Vs Trinida y Tobado del 2002)69.  
 
Este punto es de especial importancia para la investigación, porque en la medida en que se 
defina cuando comienza el plazo razonable se podrá determinar con mayor certeza, y 
suficiencia la violación cometida dentro del proceso de postulación en Justicia y Paz, ya que 
aunque sea un ―procedimiento administrativo‖ (según el Estado) tiene claras connotaciones de 
investigación penal ( permaneciendo en prisión desde hace 8 años, habiéndose desmovilizado 
para entrar precisamente al programa de Justicia y Paz, etc.70), y podría interpretarse también 
como el ―primer acto procedimental‖ del que habla la Corte Interamericana en el mencionado 
caso de Suarez Rosero contra Ecuador.  
 
2.4.1  El plazo razonable, como un elemento de las Garantías Judiciales (artículos 8 y 25), 
su indisociabilidad con el derecho de Acceso a la Justicia, y a su vez,  su posible estatus 
de Ius Cogens. 
 
i. Las garantías Judiciales: Continuando con el análisis del cuerpo jurídico internacional, es 
pertinente profundizar en el conocimiento de la relación que existe entre el plazo razonable, 
y las garantías judiciales (podría denominarse una relación de especie y género). Por 
cuanto, al concebirlo como un todo (garantías judiciales) se entiende mejor su 
trascendencia, tanto teórica como procesal.  
 
En ese orden de ideas, lo primero que debe recordarse es que la misma Corte 
Interamericana ha expresado reiteradamente que “La falta de razonabilidad en el plazo para 
el desarrollo de un proceso judicial constituye, en principio, por sí mismo, una violación de 
las garantías judiciales” (caso Gomes Lund y otros Vs Brasil)71.  
Así las cosas, es claro que el derecho se debe leer integralmente. Pero la Corte también 
plantea que se debe interpretar ampliamente, por ejemplo en el caso Blake contra “el artículo 
8.1 de la Convención debe interpretarse de manera amplia de modo que dicha 
interpretación se apoye tanto en el texto literal de esa norma como en su espíritu, y debe 
                                            
69
 CorteIDH Caso Hilaire, Constantine, Benjamin, y otros Vs Trinida y Tobado del 2002 Párrafo 142, 
disponbible en http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_94_esp.pdf 
70
http://www.verdadabierta.com/justicia-y-paz/legislacion/4897-de-manera-masiva-ex-paramilitares-piden-
libertad 
71
 CorteIDH caso Gomes Lund y otros Vs Brasil Parrafo 219 (en concordancia con Caso Hilaire, 
Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 
de junio de 2002. Serie C No. 94, párr. 145; Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2008. Serie C No. 192, párr. 154, y Caso 
Garibaldi Vs. Brasil, supra nota 18, párr. 133. Disponible en 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_219_esp.pdf. 
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ser apreciado de acuerdo con el artículo 29, inciso c) de la Convención72‖ lo cual tiene grandes 
repercusiones tanto en su comprensión como en aplicación, entre otras están: la 
indisociabilidad con el derecho de acceso a la justicia; su estatus de ius cogens; la imposibilidad 
de suspender todas las garantías judiciales en los estados de excepción, y la importancia de 
aplicar las garantías judicial en todas las actuaciones estatales más allá de las meramente 
judiciales, es decir incluyendo también los actos administrativos. Dichas características serán 
desarrolladas en este mismo acápite. 
 
Ahora bien, en la Jurisprudencia de la Corte vamos a encontrar varias definiciones o 
precisiones de las ―garantías judiciales‖, por ejemplo la Corte Interamericana en el caso de la 
Comunidad indígena Yakye Axa Vs. Paraguay (2005)73 las definió como las ―condiciones que 
deben cumplirse para asegurar la adecuada defensa de aquéllos cuyos derechos u 
obligaciones están bajo consideración judicial‖ 74  o en otras palabras como ―aquellas 
formalidades que sirvan para proteger, asegurar o hacer valer la titularidad o el ejercicio de un 
derecho‖75. 
 
Quiere decir lo anterior, que se dota a todos los seres humanos, que estén bajo la jurisdicción 
de un Estado parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de los mecanismos 
procesales suficientes como para garantizar sus derechos ante el Estado (garantía de los 
demás derechos),  limitando con ello cualquier resquicio de arbitrariedad, pues en la medida en 
que un Estado no pueda garantizar el debido proceso (o su debido proceso interno) a sus 
ciudadanos, se puede invocar la protección otorgada por el Sistema Interamericano de 
derechos humanos. Así queda establecido en la Opinión Consultiva número 09, cuando explica 
que el requisito de agotar los recursos internos no es exigible en aquellos Estados que no le 
garantizan un debido proceso legal a los ciudadanos sobre los derechos cuestionados76. 
 
Tanta es la importancia que recibe por parte del Sistema Interamericano, que sus  efectos se 
extienden a los procedimientos administrativos (o inclusive, a cualquier acto proveniente del 
Estado), además de los judiciales. Para ello podemos revisar lo establecido en dos sentencias: 
 
a) De Baena Ricardo, y otros vs Panamá (qué puede considerarse como una sentencia 
fundacional en este aspecto) en donde se señala que ―es un derecho humano el obtener 
todas las garantías que permitan alcanzar decisiones justas, no estando la administración 
excluida de cumplir con este deber. Las garantías mínimas deben respetarse en el 
procedimiento administrativo y en cualquier otro procedimiento cuya decisión pueda afectar 
                                            
72
 CorteIDH Parrafo Caso Blake vs Guatemela, párrafos 96 y siguientes.. Disponible en 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_36_esp.pdf 
73
 CorteIDH, caso Yakye Axa Vs. Paraguay, 2005, Párrafo 108  
74
 CorteIDH Caso Lori Berenson, supra nota 2, párr. 132; Caso Herrera Ulloa, supra nota 181, párr. 147, y 
Caso Maritza Urrutia, supra nota 184, párr. 118 
75
 CorteIDH Caso Lori Berenson, supra nota 2, párr. 132; Caso Herrera Ulloa, supra nota 181, párr. 147, y 
Caso Maritza Urrutia. Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103, párr. 118 
76
 Ibídem, párrafo 28 OC 09 
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los derechos de las personas"77. 
b) En segundo lugar está la sentencia del Tribunal Constitucional contra Perú en la cual se 
pronunció la Corte IDH así: “Si bien el artículo 8 de la Convención Americana se titula 
“Garantías Judiciales”, su aplicación no se limita a los recursos judiciales en sentido estricto, 
“sino el conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales” a efecto 
de que las personas puedan defenderse adecuadamente ante cualquier tipo de acto 
emanado del Estado que pueda afectar sus derechos78”. 
 
ii) Su indisociabilidad con el derecho de Acceso a la Justicia, y a su vez,  su posible 
estatus de Ius Cogens. 
 
Ahora bien, deben estudiarse en bloque las garantías judiciales, que particularmente en el caso 
de la jurisprudencia interamericana de derechos humanos, se ha ligado con el derecho de 
acceso a la justicia, como por ejemplo, en el caso del  recurso judicial efectivo, se entiende que 
para que sea realmente efectivo (y no inocuo), debe cumplir con las condiciones del debido 
proceso, incluyendo el del plazo razonable. 
 
En otras palabras,  un recurso judicial puede estar idóneamente diseñado y ser  accesible para 
los ciudadanos, pero si sus efectos no se materializan en un plazo razonable, entonces se 
estarían violando los dos derechos, el del acceso a la justicia y el del debido proceso. 
 
Esta discusión antes de llegar a la Corte Interamericana, también se dio en el Tribunal Europeo 
de derechos de Humanos por lo que es necesario cuanto menos anotar la revisión que hizo el 
ex juez de la Corte Interamericana, doctor A. A. CANÇADO TRINDADE, en su voto razonado 
del caso López Álvarez versus Honduras, en donde nos indica la evolución jurisprudencial 
presentada en el mencionado tribunal europeo, y como finalmente en el año 2000 se acepta la 
indivisibilidad de los derechos reconocidos en los artículos 6.1 y 13 del Convenio 
Europeo de Derechos Humanos79, esto es los derechos al debido proceso y acceso a la 
justicia. 
 
Más adelante la Corte IDH postuló que: ―los Estados Partes se obligan a suministrar recursos 
judiciales efectivos a las víctimas de violaciones de derechos humanos (art. 25), los cuales 
deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal (art. 8.1)‖80 , o 
dicho  en otras palabras ―La Corte debe efectuar un examen del conjunto de las actuaciones 
                                            
77
 CorteIDH, caso Baena Ricardo contra Pánama, 2001 Párrafo 127 
78
 CorteIDH Tribunal Constitucional contra Perú 1999, Párrafo 69 y siguientes, en concordancia con el 
Caso Paniagua Morales y otros. Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C No. 37, párr. 149   disponible 
en http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_71_esp.pdf 
79
 Dice el exjuez de la Corte Interamericana que: ―En un enfático pronunciamiento en el caso Kudla 
versus Polonia (Sentencia del 18.10.2000), la Corte Europea de Derechos Humanos afirmó que había 
llegado el momento de poner fin a las incertidumbres del pasado y admitir la directa vinculación entre los 
artículos 6(1) y 13 de la Convención Europea (cf. párrs. 146-149 y 151). 
80
 Corte IDH, Caso de las Hermanas Serrano Cruz. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de 
marzo de 2005, Serie C No. 120, párr. 76; Caso de los 19 Comerciantes. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C No. 109, párr. 194;  
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judiciales internas para obtener una percepción integral de las mismas y establecer si dichas 
actuaciones contravienen los estándares sobre las garantías y protección judiciales y el derecho 
a un recurso efectivo, que emergen de los artículos 8 y 25 de la Convención”81. 
 
En ese sentido se entiende que las obligaciones convencionales ―no se cumplen únicamente 
con no violar los derechos y libertades proclamados en ellos (deber de respeto), sino que 
comprenden también una obligación de garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que 
esté sujeta a su jurisdicción (deber de garantía)”82, lo cual impide el ejercicio ilegitimo del poder 
estatal83. 
 
Estando en este punto, merece la pena adentrarnos en la materialización del derecho a la 
protección judicial, que se viabiliza a través del ejercicio de un recurso eficaz, disponible, y 
adecuado. Punto por punto viene a ser: 
 
a) Eficaz: por cuanto tiene la capacidad de generar los efectos para los cuales ha sido 
concebido84.  
b) Disponibles: que estén al alcance, o en otras palabras que sea accesible para los 
ciudadanos. 
c) Adecuados: se refiere a su correspondencia teórica entre el derecho protegido y al 
situación presentada, es decir, que cuentan con la idoneidad suficiente85.  
 
Igualmente, es necesario hacer dos aclaraciones, primero, una cosa es la eficacia del recurso, y 
otra cosa es pensar que el recurrente va a obtener una decisión favorable a sus pretensiones(lo 
cual ha sido explicado por la Corte Interamericana en casos como los de Durand y Ugarte vs 
Perú86, así como también en el caso de Fermin Ramirez87), y en segundo lugar, estos recursos 
deben ser resueltos necesariamente por autoridades judiciales88.  
                                            
81
 Corte IDHcaso Myrna Mack Chang versus Guatemala (Sentencia del 25.11.2003), Párrafos 50, y 52. 
82
 Saavedra Alessandri, Pablo, ―La Respuesta de la Jurisprudencia de la Corte Interamericana a las 
Diversas Formas de Impunidad en casos Graves de Violaciones de Derechos Humanos‖, en AA.VV., La 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. Un cuarto de siglo: 1979-2004, Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, 2005, p. 389; Cf. Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez, cit., párr. 165 
83
CorteIDH Humanos.Caso Fairén Garbi y Solís Corrales Vs. Honduras. Excepciones Preliminares. 
Sentencia de 26 de junio de 1987. Párr. 96 
84
 Corte IDH. Caso Durand y Ugarte vs Perú. Excepciones preliminares. Serie C. No 50. Párrafo 34; Caso 
Castillo Páez, Excepciones Preliminares, supra 33, párr. 40; Caso Loayza Tamayo, Excepciones 
Preliminares, supra 33, párr. 40 y Caso Castillo Petruzzi y otros, Excepciones Preliminares, Sentencia de 
4 de septiembre de 1998. Serie C No. 41, párr. 63 
85
Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie 
C No. 4, párrafo 64. 
86
 Corte IDH. Caso Durand y Ugarte vs Perú. Excepciones preliminares. Serie C. No 50. Párrafo 34 
87
 Corte IDH. Caso Fermín Ramírez Vs Guatemala. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 20 de 
junio de 2005. Serie C. No 126. Párrafo 83 
88
 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Loayza Tamayo. Excepciones preliminares. 
sentencia del 31 de enero de 1996. párr. 37. 
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Su posible estatus de ius cogens: 
 
Es tanta la importancia que tiene el derecho de acceso a la justicia (entendido en bloque como 
protección judicial de acuerdo a lo anteriormente explicado) que la Corte Interamericana declaró 
en el caso de Goibirú y otros versus Paraguay (2006)89 que: ―El acceso a la justicia constituye 
una norma imperativa de Derecho Internacional y, como tal, genera obligaciones erga omnes 
para los Estados de adoptar las medidas que sean necesarias para no dejar en la impunidad 
esas violaciones, ya sea ejerciendo su jurisdicción para aplicar su derecho interno y el derecho 
internacional para juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables, o colaborando con otros 
Estados que lo hagan o procuren hacerlo‖.  
 
Lo cual, en concordancia con lo señalado por la Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados de 1969, establece en su artículo 5390, que estás normas son obligatorias para los 
Estados, es decir, oponibles a cualquier acuerdo en contrario, superando el principio de la 
voluntariedad de los Estados para obligarse. En palabras de la profesora Florabel Quispe 
Remón91: ―son normas que se imponen a la voluntad de los Estados‖.  
 
Y si bien, algunos podrían decir que esta declaración es inocua por cuanto la jurisdicción de la 
Corte Interamericana se limita a los Estados que han aceptado su competencia, de todas 
formas considero que es una evolución jurisprudencial que eleva el estándar de protección 
internacional de los derechos humanos, aún por fuera de la esfera del sistema interamericano 
de derechos humanos, pues otros sistemas regionales podrán citar esta decisión, así como la 
Corte interamericana ha citado tantas veces  al TribunalEDH. Finalmente le da un gran peso 
argumentativo a los actores judiciales nacionales que invoquen el acceso a la justicia –
integral—como un derecho imperativo. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                            
89
 CorteIDH Goibirú y otros versus Paraguay, 2006 Párrafo 131 
90
 Convención artículo 53 Tratados que están en oposición con una norma imperativa de derecho 
internacional general ("jus cogens"). Es nulo todo tratado que, en el momento de su celebración. esté en 
oposición con una norma imperativa de derecho internacional general. Para los efectos de la presente 
Convención, una norma imperativa de derecho  
internacional general es una norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados en 
su conjunto como norma que no admite acuerdo en contrario y que sólo puede ser modificada por una 
norma ulterior de derecho internacional general que tenga el mismo carácter. 
91
 Artículo disponible en http://rcientificas.uninorte.edu.co/index.php/derecho/article/viewFile/917/859 
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2.5) Conclusiones del  Capitulo 
 
De lo expuesto anteriormente, podemos concluir que está jurisprudencia les dio un amplio 
margen de acción y de defensa internacional a los Estados al establecer un ―Test‖ en vez de un  
plazo perentorio. Dicho ―Test‖ como se explicó contiene unos principios abiertos de difícil 
concreción. Ahora bien, del estudioadelantado se pueden extraer variasconclusiones a saber: 
 
 La primera y más importante es que al no responder de manera concreta cuando El 
Estado y la autoridades nacionales violan el plazo razonable de manera 
general,asímismo, es obligación de los interesados  analizar cada caso a la luz del 
mencionado Test, lo cual dificultad a la defensa prever y garantizar íntegramente el 
momento exacto de la violación y una manera de prevenirlo o corregirlo 
concomitantemente, quedando a merced de la sana critica de un juez, es decir,  
convirtiendo a un plazo en un Test, y a una garantía de la no violación del derecho, 
en una garantía de una reparación posterior a la comisión de la violación del 
derecho; 
 
 En segundo lugar queda claro como el Tribunal EDH y posteriormente la Corte IDH se 
enfocaron en reparar moral y/o económicamente ésta violación, sin darle la importancia 
que se merece una atenuación punitiva 92 , lo cual ocurrió desde el Caso Eckleen 
adelante, dejando pasar con ello la oportunidad de convertir la reducción de la pena 
adelantada por el Estado Alemán, en una especie de ―pre-reparación‖ (como si sucedió 
entre otros en España en el 2010). La misma oportunidad se dejó pasar en el caso 
García Asto y Ramírez Rojas vs Perú, en donde la Corte IDH no aplicó la propuesta de 
la jueza Cecilia Medina93 para que se descontaran 2 días de la pena por cada día de 
arresto para reparar las graves violaciones estatales. 
                                            
92
 Dicha atenuación de la pena (regla), está claramente desarrollada en la Jurisprudencia alemana, que 
llega incluso al sobreseimiento de la actuación penal, pasando por la suspensión condicional de la pena 
(excepcionales), esto es, renuncia a la acción penal en casos específicos cuando se demuestra que la 
duración excesiva no es culpa del procesado, sino de la desidia o falta de interés estatal (Tribunal 
Constitucional Federal Alemán 1983).  El Plazo Razonable en el proceso del Estado de Derecho, página 
178, Pastor, Daniel, , editorial Adhoc, Argentina, 2002.  
93
 Voto disidente de la jueza Medina Quiroga en el caso García Asto contra Perú. Disponible en 
http://www.alcaldiabogota.gov.co/siprojweb2/sidie/imagesContenido/PEVDJMEDINAQUIROGACGARCIA
ASTO.pdf 
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 Tercera: depende del juez concluir si es razonable o no la dilación. Un caso ejemplar es 
el ocurrido en ―Unión alimentaria Sanders en el cual el tribunal español, guiado por el 
mismo ―test‖ del Tribunal EDH consideró que no se había vulnerado el derecho al plazo 
razonable, y posteriormente el Tribunal EDH llegó a conclusión contraria‖94. Dejando 
entre ver serias dudas sobre la objetividad en la aplicación de dicho ―Test‖, cosa que no 
ocurriría si los plazos fueran perentorios, o si como lo proponía el Juez Zeika es 
necesario crear ―un plazo más allá del cual es inadmisible la detención preventiva‖, o 
porque no también crear un límite a la duración de los procesos. 
                                            
94
 Catala, Alexandre, La Jurisprudencia del TEDH sobre el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, 
y su recepción por el Tribunal Constitucional., Revista Dereito, Volumen 11, Pàginas 25 a 60. 2002, 
disponible en http://dspace.usc.es/bitstream/10347/7749/1/pg_026-061_dereito11-1.pdf. 
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3. La obligación convencional de adoptar las medidas necesarias en los ordenamientos 
internos  para proteger  el derecho al plazo razonable 
 
3.1INTRODUCCIÓN 
En concordancia con lo explicado anteriormente ningún Estado dentro del Sistema 
Interamericano de derechos humanos podría negarse a garantizar un derecho imperativo o ius 
cogens como lo es el del acceso a la justicia (unido al de la protección judicial en los términos 
anteriormente explicados), y para poder garantizarlo se requiere entonces adaptar el derecho 
interno para que el mismo esté acorde con el estándar de protección desarrollado por la Corte 
Interamericana.En este capítulo se analizará cómo se ha adaptado el derecho interno de dos 
países para cumplir con sus obligaciones internacionales, así como también se revisará en 
concreto la manera como se ha desarrollado el derecho al plazo razonable en su interior. 
Buscando en estos desarrollos del estado de la cuestión una solución que pudiera servir para el 
problema desarrollado, o en su defecto descartar esas soluciones, después de haberlas 
conocido. 
 
JUSTIFICACIÓN 
Es pertinente conocer como en otros ordenamientos sujetos también al Sistema IDH se 
han implementado los cambios necesarios para cumplir de una mejor manera con sus 
obligaciones, pues es a partir de ese ejercicio comparativo como se puede proponer un 
cambio que eleve nuestro estándar interno de protección. También es oportuno conocer 
la alternativa española para ―reparar‖ a los afectados por la violación al del derecho al 
plazo razonable. 
 
SUBHIPOTESIS 
Se pretende con éste capítulo comparar las diferentes posibilidades o estándares de 
protección que podría adoptar el Estado colombiano para cumplir con la obligación de 
garantizar el derecho al plazo razonable de sus nacionales. 
 
3.2 La obligación internacional 
 
El adoptar las disposiciones de derecho interno es una consecuencia directa de la obligación 
convencional contenida en el artículo 2 de la Convención americana de derechos humanos 
(Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno95), en concordancia con la 
Convención de Viena sobre el derecho de los tratados de 1969. 
 
Ésta obligación, ha sido desarrollada por la Corte IDH en casos como el deBulacio vs 
Argentina(2003), en donde estableció que le corresponde a los Estados de manera obligatoria 
                                            
95
 Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno:  Si el ejercicio de los derechos y 
libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de 
otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter 
que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades. 
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introducir todos96 los cambios necesarios para cumplir fielmente con las obligaciones suscritas 
(derechos humanos consagrados en la convención), por lo mismo, ―las medidas adoptadas 
deben ser efectivas‖ (principio del effet utile)97.De ahí que la obligación consiste en adoptar las 
medidas conducentes a garantizar efectivamente los derechos, no pueden los Estados 
implementar medidas que restrinjan o limiten los derechos convencionales98, y así lo expresa la 
CorIDH en la Opinión Consultiva 14 de 1994, citada en el caso de Suarez Rosero cuando dice 
que: ―los Estados Partes en la Convención no pueden dictar medidas que violen los derechos y 
libertades reconocidos en ella99‖. 
 
Es decir, que son dos las medidas que deben adoptar los Estados para salvar su 
responsabilidad internacional, denominadas ―vertientes‖ por la Corte en los casos Gómez 
Palomino100 y Almonacid Arellano101, las cuales consisten en: ―i) la supresión de las normas y 
prácticas de cualquier naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la 
Convención, y ii) la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva 
observancia de dichas garantías. Es necesario reafirmar que la ―obligación de la primera 
vertiente sólo se satisface cuando efectivamente se realiza la reforma102‖.Por lo anterior, es 
lógico pensar que la normativa, y las prácticas propias adelantadas en Justicia y paz requieren 
una revisión, que permitan adaptar el derecho interno a las mencionadas vertientes, y solo 
hasta que se reforme se considerara realmente garantizado el derecho.  
 
Esta reforma no solo debe aclarar que el procedimiento de la postulación si hace parte del 
proceso de Justicia y Paz (pues su separación implica una violación del derecho al plazo 
razonable), sino que además debe crear, o adaptar un mecanismo, que consiga garantizar el 
derecho al plazo razonable.  
 
Finalmente es importante  anotar como lo hace el juez Diego García103,  que le corresponde a 
                                            
96
CorteIDH. Caso Bulacio Vs. Argentina. Sentencia de 18 de septiembre de 2003, párr. 142 
97
 Ver también Caso ―La Última Tentación de Cristo‖ (Olmedo Bustos y otros). Sentencia de 5 de febrero 
de 2001. Serie C No. 73, párr. 87; Caso Baena Ricardo y otros, supra nota 160, párr. 179; Caso Durand y 
Ugarte, supra nota 159, párr. 136; y cfr. también ―principe allant de soi‖; Echange des populations 
grecques et turques, avis consultatif, 1925, C.P.J.I., série B, no. 10, p. 20. 
98
 Corte IDH. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Opinión Consultiva OC-
18/03 del 17 de septiembre de 2003. Párr. 81 y Punto Resolutivo 1.   
99
 Responsabilidad internacional por expedición y aplicación de leyes violatorias de la Convención (arts. 1 
y 2 Convención Americana sobre Derechos Humanos), Opinión Consultiva OC-14/94 de 9 de diciembre 
de 1994. Serie A No. 14, párr. 36 
100
 Caso Gómez Palomino. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 136, párr. 91 
101
 Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C No. 154, párr. 118 
102
 Caso Raxcacó Reyes. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 133. párr. 87; Caso 
Comunidad indígena Yakye Axa, supra nota 5, párr. 100; y Caso Caesar. Sentencia de 11 de marzo de 
2005. Serie C No. 123, párrs. 91 y 93 
103
 García Sayan, Diego, Justicia Interamericana y Tribunales Nacionales, estudios en homenaje a Hector 
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los tribunales nacionales hacer concordantes sus decisiones judiciales, con las obligaciones 
internacionales adquiridas por los Estados, más allá del mero pago retirado de las reparaciones. 
En ese sentido, cita en primera medida el caso Giroldi (casación del 7 de abril de 1995) de la 
Corte Suprema de Argentina en la cual la esa corte considera como referente a seguir las 
decisiones tomadas por la Corte Interamericana.Igualmentecita sentencias del Tribunal 
constitucional peruano que ha adoptado las decisiones de la Corte Interamericana como parte   
integral de su ordenamiento, pues considera dicho tribunal por una parte que no basta solo con 
acudir a la normativa, sino que hay que aplicar las decisiones de su legítimo interprete aun 
cuando el Estado en cuestión no haya sido parte en la decisión, e incluso llega a decir que el 
contrariar la jurisprudencia interamericana se convertiría en un delito de función104.  
 
3.3 La implementación del Plazo Razonable en el caso Argentino, (y en menor relevancia) 
Español y Costarricense. 
 
El caso Argentino  
Se toma como referencia el Estado argentino, por cuanto al hacer parte del mismo Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos, compartimos las mismas obligaciones convencionales 
con ellos, incluyendo la anteriormente desarrollada obligación de adaptar su derecho interno, y 
también porque al hacer la revisión del Estado del Arte se encontró un desarrollo superlativo al 
nacional que permite una nutrida contrastación. Finalmente porque consideró interesante el 
recurso de ―queja por retardo en la justicia‖ con el cual no contamos hasta el momento en 
nuestro ordenamiento pero se podría adaptar.  
 
Además se encuentran particularidades interesantes, y útiles para esta investigación dentro de 
su legislación actual (particularmente desde la reforma constitucional de 1994 que se 
especificará más adelante), así como en su desarrollo jurisprudencial.  Por ejemplo, dentro de 
su legislación procesal penal encontramos en laLey 11922, Código Procesal Penal, el artículo 
127que establece el recurso de ―Queja por retardo de justicia‖,   así como también se 
reglamentan lostérminos fatales y sus efectos, en donde queda en claro que el proceso no 
puede superar el término de los 2 años o 3 de manera excepcional (lo cual es un estándar de 
garantía superior al nuestro). 
 
Es decir, que cuentan tanto con un recurso especifico de protección al derecho del plazo 
razonable, así como una regulación de términos fatales o perentorios, que le dan un mayor 
grado de seriedad, o al menos, más herramientas a la defensa del procesado para trabar su litis 
en cuestión, así que merece ser estudiado éste sistema a fin de conocer si su cuerpo  jurídico, 
que además de comparable, puede ser implantable en nuestro sistema.  
 
Siendo así, y siguiendo el orden cronológico del primer capítulo, lo primero será exponer un 
poco la evolución jurisprudencial del plazo razonable, que inicia desde 1968, para continuar con 
la reforma constitucional de 1194, y terminar finalmente con una alusión a su código procesal 
                                                                                                                                             
Fiz Zamudio, Biblioteca Jurídica Virtual de la UNAM. 
104
 Tribunal Constitucional del Perú, Sentencia expediente 218-02 HC/TC del 03 de Agosto del 2002. 
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penal.  
 
I. Evolución jurisprudencial: se toma como guía el manual publicado por el ministerio 
Público de la Defensa: y la Defensoría General de la Nación en el (4 de Noviembre) 
2011, denominado Boletín de Jurisprudencia en Materia Penal y Procesal Penal, Plazo 
razonable en el proceso penal por su pertinencia al tema de estudio para explicar la 
siguiente jurisprudencia brevemente: 
 
 La sentencia fundacional es del Caso Matteí Ángel, Corte Suprema, de 1968 
Es un caso complejo, en relación a las características propias del derecho federal argentino, 
aunque queda claro que la Corte Suprema salva esas dificultades con una especie de 
competencia sobre la competencia que se vive en la práctica jurisprudencial.  Esto es, para 
llegar ante la Suprema,  el abogado del señor Matteí invocó un recurso federal extraordinario105, 
que en circunstancias paralelas habría sido negado, por cuanto la decisión recurrida se basaba 
en la nulidad decretada por un Tribunal, sobre una sentencia de primera instancia y no sobre 
una sentencie en firme como tal, además que en ese momento no existía claridad sobre cuál 
era el derecho abarcado en la competencia de la Suprema, por lo que ella lo ajustó dentro del 
derecho a la defensa, al decir que la nulidad decretada por el Tribunal violaba su derecho 
fundamental a la defensa, que incluía el derecho humano a tener un juicio sin dilaciones 
injustificadas(presente hasta ese entonces solo en la Declaración americana de derechos y 
deberes del hombre, así como en la Declaración Universal de derechos del hombrelo que le 
suma muchos méritos a esta decisión, que podría denominarse de vanguardia para ese 
entonces). 
 
Si bien, por la novedad de la misma, no le da el estatus al plazo razonable de derecho 
autónomo, o no lo incluye dentro del debido proceso, no por ello pierde su interés para nuestro 
caso. Finalmente es importante anotar que la justificación aportada es la de la interpretación 
más favorable a la aplicación de los derechos fundamentales (principio universal pro persona106) 
en la medida en que es la dignidad humana el derecho insoslayable en este caso, puesto que 
retrotraer a una persona al estado de incertidumbre jurídica del proceso penal, como 
consecuencia de una nulidad injustificable, es aceptar que las personas están sujetas a un 
poder punitivo ilimitado del Estado, que no respeta las mínimas formas sustanciales del juicio, y 
por ende, que no respeta la dignidad humana.  
 
 Caso Villada de García de 1976. 
Es un fallo que no continua la línea de Mattei, y en vez de hacer una aplicación jurídica del 
principio pro-persona, declara que no se puede decretar un sobreseimiento de la causa, sino 
que es menester corregir las deficiencias procesales o probatorias en el menor tiempo posible, 
                                            
105
Puede revisarse el texto de Palacio, L. El recurso extraordinario federal. Teoría y técnica. Buenos Aires, 
Abeledo-Perrot, 2010 o también a Fayt, Los poderes implícitos de la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, La Ley, Buenos Aires 2006 
106
 Corte Constitucional, Sentencia T 355 2007 MP Humberto Sierra Porto 
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de tal forma que se salvaguarde el derecho a la verdad, como fin del proceso penal. 
 
 Caso Pileckas, de 1977 
En este caso se ratifica la decisión deMattei. Decide que le corresponde a los procesados el 
derecho a definir su situación jurídica, sin dilaciones indebidas. Sea para reconocer su 
inocencia o su responsabilidad. 
 
 Caso Mozzatti 1978 
Es un caso muy explícito en la medida en que se trata de un proceso de 25 años de duración 
(prácticamente) por lo que el pronunciamiento es drástico, al menos en abstracto, pues señala 
en los considerandos segundo y tercero que la duración del proceso constituye  ―una 
tergiversación –aunque inculpable—de todo lo instituido en la Constitución 
Nacional…vinculados a las… garantías concernientes a la administración de justicia… Ello es 
así toda vez que dichas garantías constitucionales se integran por una rápida y eficaz decisión 
judicial‖. Pues de lo contrario los procesados estarían pagando por una pena sin sentencia.  
 
También crea una figura paralela a la prescripción a la que denominó ―insubsistencia‖, como 
una variante de la extinción del poder punitivo del Estado, curiosamente no lo relaciono 
con deficiencias en la administración de justicia, pues aun cuando dice que se violó la 
Constitución, y los principios de la administración de justicia, no considera a la justicia 
responsable. 
 
Dejando entonces  la pregunta de que si ¿la justicia no fue la responsable  de estas dilaciones 
entonces quien lo fue?, además de que no queda suficientemente claro en que consiste la 
insubsistencia, pues además de la misma Corte Suprema, ¿quién y en qué casos la puede 
decretar? Es acaso esta figura ¿una manera de aplicar el principio de la duda razonable a favor 
del procesado, a la fuerza cuando en un plazo razonable no lograron una sentencia 
condenatoria en firme?, en concreto dejo más dudas que respuestas, pero también dejo sobre 
el estado de la cuestión una nueva figura procesal. 
 
 Casos ―Bartra Rojas‖ del 14.7.1983;―García Antonio y otros‖ del 18.10.1983: 
Se asemejan porque en ellos se reafirma la ―doctrina Mattei‖, en el entendido de que el 
procesado no puede cargar con las fallas del sistema procesal penal, es decir, que si 
eventualmente una ―forma sustancial del juicio‖ no se llevó a cabo por parte del ente acusador o 
del juez ad quo, no se le puede trasladar al procesado las consecuencias por dicha falla, 
alargando indeterminadamente el proceso, con sus respectivos desgastes, incluyendo el más 
gravoso como lo pueden ser las medidas cautelares.  
 
Lamentablemente, la Corte argentina para hacer valer los principios de ―progresividad y 
preclusión de los actos procesales‖ a favor del reo, entra a hacer una diferenciación entre lo que 
son las nulidades sustanciales y las insustanciales en la medida de si son ―bien o mal 
decretadas‖ ( ―formas sustanciales del juicio referidas a la acusación, defensa, prueba y 
sentencia‖) lo cual es como decir que hay nulidades legitimas e ilegitimas, y que le corresponde 
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precisamente al mismo poder judicial determinar cuál es cual, y dependiendo de su 
determinación adquiere o no el procesado el derecho a que no se retrotraiga la actuación, 
restringiendo con ello ciertamente el derecho que tienen los procesados a un plazo razonable y 
a una seguridad jurídica. 
 
En otras palabras, le corresponde al operador judicial determinar la gravedad de su error, y de 
acuerdo a esa propia determinación, se define la situación jurídica del inculpado.  
 
 Caso Gotelli del 20.11.2001 
Puede considerarse como el anti-caso, pues en él tanto el Ministerio público como la Corte 
suprema se abrogan el derecho a apartarse de la legislación nacional con las garantías propias 
del procesado como lo son el debido proceso, y la prescripción de la persecución, ya que en él 
se tomaron 16 años solo en la parte investigativa y en la plenaria del caso, es decir, sin 
conocerse aún la decisión de primera instancia, lo cual deja en claro el sentido de cualquier 
decisión en contra del acusado.  
 
Fue tan evidente la situación, que el caso llegó a la CIDH107, y el Estado se allanó frente a la 
violación del artículo 8 de la Convención Americana, precisamente por la extensa duración del 
proceso. Sin embargo, lo único que hizo fue abrir una investigación contra los funcionarios que 
pudieran haber cometido la falla administrativa, sin afectación del proceso penal como tal.  
 
Por el estilo se pueden seguir citando diferentes casos, pero en su mayoría siguen con los 
lineamientos planteados en los casos de MATTEI, MOZZATTI Y FIRMENICH tratados 
anteriormente (el de Firmenich en el primer capítulo). Así por ejemplo: 
 
 Del Caso108Firmenich a los casos de ―ARANA‖ 19.10 de 1995; caso ESTEVEZ del 3.10. de 
1997; el caso KIPERBAND 16.03 de 1999 
Estos casos comparten la premisa del ―test del plazo razonable indeterminado‖, según el 
cual aun cuando la misma legislación interna establece como límite los 2 años de duración 
de la investigación, este término puede ser relativizado en función de los elementos del test 
del plazo razonable, de tal forma, que la garantía establecida en el artículo 7.5 de la 
Convención Americana, antes que convertirse en un verdadero límite temporal, como lo es 
un plazo, se convirtió en un debate que recibe diferentes argumentos, los cuales, en los 
casos señalados permiten la continuación del proceso, desfavoreciendo con ello el derecho 
del procesado, que se convierte en un procesado indeterminado.  
 
También se debe resaltar en el caso de Kiperbandla consideración del derecho del plazo 
razonable como un derecho de doble vía, que afecta tanto al encausado como a la 
                                            
107
 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, informe de 1999, disponible en 
http://www.cidh.org/annualrep/99span/Admisible/Argentina11.709.htm 
108
PASTOR, Daniel R., E¡ llamado 'impacto" de los tratados de derechos humanos en el derecho interno 
con especial referencia al Derecho procesal penal, en CDJP 1999 
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víctima que espera la definición de la situación jurídica para el resarcimiento de sus 
derechos vulnerados. 
 
 Caso Barra, Roberto por Defraudación a la administración, CSJN del 09/03/2004 
Se reitera la obligación estatal de impulsar el proceso, igualmente se hace énfasis en 
que los problemas del Estado, sean económicos o de sobrecarga de trabajo no 
pueden justificar la demora irrazonable, pues estas dificultades no se le pueden 
trasladar al encausado, quien está sometido al poder punitivo del Estado, y por lo tanto 
este poder debe estar limitado por las garantías del debido proceso.  
 
Igualmente, el Boletín de Jurisprudencia en Materia Penal y Procesal Penal, Plazo razonable en 
el proceso penal, de Argentina organizó la Jurisprudencia en 6 apartados a saber: 
 
i) Derecho a una rápida decisión judicial: tomando como referencia el caso 
de MATTEI, el cual puede ser considerado como la sentencia fundadora de 
esta línea jurisprudencial, básicamente la Corte Suprema establece el 
derecho a una decisión dentro de un plazo razonable, pues la duración de 
ese caso en cuestión es impresentable, sin embargo, lamentablemente, no 
especifica desde que momento se viola el mencionado derecho. 
ii) La duración de la prisión preventiva como agravante de la situación 
jurídica del procesado: básicamente es lo desarrollado en el caso 
MOZZATTI en donde el procesado está pagando una pena sin sentencia por 
la duración de la medida cautelar intramural. 
iii) Imposibilidad de fijar un plazo único para todos los casos: se ha 
sostenido hasta el fin del trabajo citado (caso GOICOCHEA del 2010109) en 
donde se cita el caso de LOPEZ GUILLERMO110 cuyo argumento central fue 
que la duración del proceso sea penal o de cualquier índole no se puede 
limitar con parámetros objetivos para todos, sino que dependen de las 
circunstancias de cada uno.  
iv) Aplicación de los tres elementos: complejidad de la causa; actitud de la 
defensa; y morosidad judicial (en sus términos propios) que se mantuvo 
vigente hasta la última sentencia analizada, en el caso MENEM 111 , 
considerando 3ro, en el cual básicamente se hace un desarrollo de los 3 
elementos del test del plazo razonable, en los mismos términos en que lo 
hace la Corte Interamericana, en donde los primeros dos elementos 
referentes a la complejidad del caso, y al comportamiento de la defensa se 
entienden como factores contextuales pero el real elemento determinador de 
                                            
109
Goicochea, Pablo‖, Cámara Nacional de Casación Penal, Sala II, 14/12/2010 
110
López,Guillermo E. s/recurso de casación e inconstitucionalidad‖, Sala II, Registro 
n° 7834 rta. el 12/08/2005.‖ 
111
―Menem, Carlos Saúl Cámara Nacional de Casación Penal, Sala III, 02/06/2011 
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la responsabilidad estatal es el tercero sobre la actuación de las autoridades, 
para el caso citado, se concluye que no hay justificación para la dilación por 
parte de la jurisdicción. 
v) Insustancialidad de las nulidades decretadas: se mantiene la doctrina 
antes desarrollada, según la cual le corresponde al mismo aparato judicial 
determinar cuáles nulidades son meramente formales, y cuales son 
sustanciales a las formas del juicio, y así lo mantuvieron hasta el caso 
POLAK112. 
vi) La prescripción y el plazo razonable: la prescripción, o en general la 
extensión de la acción penal es un fantasma que ha recorrido la 
jurisprudencia analizada, sea que lo mencionen ligeramente, o en 
profundidad para aprobar o rechazar, o sea en votos disidentes, de todas 
maneras es un denominador común en los considerandos.  De todas formas 
es valorable que en esta Corte (al igual que como se citó en el capítulo 
primero de la Corte Alemana) se analice seriamente el limite al poder punitivo 
del Estado, para ello se pueden revisar los casos de MATA ANTONIO113; 
CONVERSANO, CHINTIA114; GOICOCHEA PABLO115. 
 
Así las cosas, podemos dilucidar que la jurisprudencia  Argentina ha trabajado reiteradamente 
el derecho al plazo razonable, de una manera gradualmente independiente del derecho 
internacional, pues su sentencia fundacional (caso Mattei reiterativo en toda su jurisprudencia) 
es anterior a la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
 
En un sentido similar se ha pronunciado la doctrina nacional, por cuanto además del citado 
doctor Daniel Pastor, también otros profesores de la altura deEugenio Rafael Zaffaroni, 
Alejandro Alagia y Alejandro Slokar116 han insistido en  la pertinencia del sobreseimiento de la 
acción penal para los casos de retardo injustificado, por cuanto al vencerse los plazos 
establecidos (plazos legales) se produce una cancelación anticipada de la persecución 
penal por operar un impedimento de perseguibilidad (extinción de los plazos y con ellos 
también se va el poder punitivo).  
 
Así las cosas, es claro el interés que tienen los pronunciamientos estudiados para la 
investigación en desarrollado, pues además de aportar a la construcción del cuerpo jurídico del 
derecho al plazo razonable, también es útil  la forma como se ha construido, como por ejemplo 
se destaca su carácter eminentemente jurisprudencial, y por otro lado se identifica el mismo 
                                            
112
―Polak, Federico Gabriel‖, Corte Suprema de Justicia de la Nación, Fallos 321:2826, 
15/10/1998 
113
Mata Ramayo, Antonio‖, Cámara Nacional de Casación Penal, Sala III, 
16/03/2010 
114
Conversano, Cinthia‖, Cámara Nacional de Casación Penal, Sala II, 
21/10/2010 
115
Goicochea, Pablo‖, Cámara Nacional de Casación Penal, Sala II, 14/12/2010 
116
Zaffaroni, Eugenio Rafael, Alagia, Alejandro y Slokar, Alejandro; Derecho Penal, Parte General, Ed 
Ediar, Buenos Aires 2000, página 860.
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estándar de los tribunales internacionales en cuanto a que consideran que deben existir unos 
criterios o elementos a estudiar dentro de un test que los mismos jueces deberán aplicar de 
acuerdo a cada caso en concreto, en vez de aplicar los límites que su misma legislación han 
establecido Dicha legislación se revisará a continuación a la par de la mencionada reforma 
constitucional de 1994. 
3.3.1Código Procesal Argentino: queja por retardo en la Justicia 
Finalmente para terminar con el apartado Argentino, es pertinente conocer el mecanismo 
procesal de la queja por retardo en la Justicia, el cual se encuentra reglamentado en el Código 
Procesal Penal de Argentina117, en su artículo 127 de la siguiente manera: 
―Queja por retardo de justicia: Art. 127. - Vencido el término en que deba dictarse una 
resolución, el interesado podrá pedir pronto despacho y, si dentro de tres (3) días no lo 
obtuviere, podrá denunciar el retardo al tribunal que ejerza la superintendencia, el que, 
previo informe del denunciado, proveerá enseguida lo que corresponda. Si la demora fuere 
imputable al presidente o a un miembro de un tribunal colegiado, la queja podrá formularse 
ante este mismo tribunal; y si lo fuere a la Corte Suprema de Justicia, el interesado podrá 
ejercitar los derechos que le acuerda la Constitución. 
Como se puede observar este recurso eleva la garantía de la protección al derecho del plazo 
razonable por cuanto incluye unos términos para ser interpuesto; otro término para su 
resolución; indica al legitimado por activa; indica al competente para resolverlo en una u otra 
circunstancia; y de alguna manera es un control tanto jurídico como político para los jueces. 
Cita el tratadista D´Albora, Francisco J118un fallo de la Corte suprema (CS, Fallos, 308:694) en 
donde se indica que la indefinición de una resolución implica la indefinición en la aplicación del 
derecho, y con ello se vulnera la garantía de la defensa en juicio.  
Otro asunto interesante del recurso, es que cuando se legitima al interesado para radicar el 
recurso puede llegar hasta la misma Corte Suprema de Justicia, solicitándole a ella (en una 
especie de mini casación) que advoque el conocimiento de la situación y defina si prospera o 
no la queja.  
Lo cual sería totalmente innovador en el Derecho Colombiano pues sería como pedirle a 
nuestra Corte Suprema que resolviera un Habeas Corpus en una pequeña casación per 
saltum.  
 
                                            
117
Código Procesal Penal de Argentina Disponible en http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/anexos/0-
4999/383/texact.htm. 
118
D´Albora, Francisco J. Código procesal penal de la Nación comentado, editorial, séptima edición, 
editorial Lexis, 2011 Buenos Aires.  
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3.3.1.1 Cierro esta sesión describiendo puntualmente el Caso especial de la Provincia de 
Córdoba, pues la manera como hacen valer el plazo legal es realmente efectiva.  Trasladaron la 
jurisprudencia del sobreseimiento por la insubsistencia de la acción penal a su Código de una 
manera sumamente puntual.  
 
En ese sentido su regulación establece que si el fiscal requiere una prorroga o dos (máximo 
12 meses) debe solicitarla de manera previa y justificada; segundo, el juez debe analizar si 
es procedente o no; y tercero si vencidas las prórrogas no ha concluido la investigación 
procede el sobreseimiento por insubsistencia de la acción.  
 
De la misma manera lo aplica su Tribunal Superior de Justicia, por ejemplo en el caso de 
Amaranto, Pablo Alejandro (21-05-10) determinar que ―debe ponderarse, en el momento de 
requerírsela, el estado en que se encuentre la causa, y entonces, será operativa la garantía 
en la medida en que no pueda predecirse en un corte plazo la resolución definitiva del pleito‖ 
independientemente de que implique el mero sometimiento al juicio penal, o que 
también incluya una restricción a la libertad(es decir que la vulneración al derecho se 
produce por la mera carga de un proceso retardado, sin necesidad de estar cobijados por 
una medida privativa de la libertad como ocurre en el caso de Justicia y Paz, en el que se 
sigue vulnerando el derecho aún la sustitución de la medida privativa de la libertad). 
 
Igualmente son muy estrictos en cuanto a la duración total del proceso, pues consideran que 
solo en casos excepcionales pueden durar 3 años, y por supuesto está complejidad se debe 
ir probando en la medida en que se van solicitando las prórrogas.    
 
De ahí que propongan desde su Cámara de Acusación119 que todo el país adopte la misma 
garantía para evitar ―intrincadas interpretaciones judiciales acerca de lo que debe entenderse 
por plazo razonable‖ pues el consenso de la doctrina nacional ha impulsado al legislador a 
imponer plazos perentorios (citando al doctor Daniel Pastor). 
 
Finalmente, frente a la materialización del derecho al plazo razonable (en su íntima conexión 
con el derecho a la libertad personal) en los casos penales es contundente, y muy distante 
de la colombiana, pues su artículo 283 del Código de Procedimiento Penal estable que 
cuando la persona se encuentre soportando un largo proceso ―se dispondrá la 
cesación de la prisión preventiva, sea de oficio o a pedido del imputadoordenándose 
la inmediata libertad de éste, la cual será ejecutada sin mástrámite…‖ 
 
Está ultima garantía es en mi opinión la más efectiva de todas. Supera el estándar de 
protección que  aplica nuestra Corte Suprema en casos como el de Félix Quintero (que se 
expondrá en el capítulo 3) en el que determina que los funcionarios de la Fiscalía no deben 
preservar de oficio la libertad de los procesados, pues lo considera incluso un 
absurdoempírico.  
                                            
119
TSJ Provincia de Cordoba, Caso Campetti, Auto Interlocutorio 66 del 24 de abril del 2007, Camara de 
Acusaciones. 
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3.3.2) La regulación en Costa Rica: para el caso de esta investigación cabe resaltar muy 
sintéticamente que en la ley de procedimiento penal Costarricense(Ley N° 7594120 del 10 de 
abril de 1996, con fecha de vigencia desde el 01 de enero de 1998, y fue reformada por la ley 
8837 del 2010121)se establece: 
 Como principio director el de la justicia pronta, pues dice el artículo 4derecho a una 
decisión judicial definitiva en un plazo razonable, saltando a la vista que cuando lo 
reformaron e introdujeron el término judicial definitiva lo hicieron teniendo presente la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana citada, en la medida en que el plazo 
razonable no se limita a la primera decisión sino que incluye la apelación en el sentido 
laxo de su expresión,  
 Una causa de extinción de la acción penal es:l) El incumplimiento de los plazos 
máximos de la investigación preparatoria, en los términos fijados por este Código en su 
artículo 30, diferenciándose la pérdida de la acción penal, con la modalidad de la 
prescripción de la pena.  
 Y lo más interesante de todo lo encontramos en los artículos 171, 172 y 174 en donde 
se establece la EXTINCIÒN DE LA ACCION PENAL por violarse los plazos, e 
igualmente el mecanismo de QUEJA POR RETARDO A LA JUSTICIA. 
 
Básicamente los artículos 171 y 172, en concordancia con el citado artículo 30 i), le dan el 
derecho al investigado de superar su condición de tal, pues si ésta persona considera que el 
tiempo tomado por la fiscalía para adelantar la investigación supera el plazo razonable, 
puede acudir al tribunal quien se encargará de fijarle un plazo al fiscal para que concluya la 
investigación, y si superado el plazo, el fiscal no ha conseguido concluirla deberá 
extinguirse la acción penal, independientemente de la responsabilidad en la que incurre el 
funcionario público.  
 
Por su parte también cuentan con un recurso de Queja por retardo a la justicia, con sus 
diferencias frente al argentino (sistema federal) pero con la misma finalidad, que implica 
darle a conocer al Fiscal General o al presidente de la Corte Suprema la falla en la 
administración de Justicia  para que investigue y sancione al funcionario encargado.  
 
Siendo así dicha normatividad no solo otorga un derecho, sino que también brinda el recurso 
con el cual hacer efectivo el derecho al plazo razonable, involucrando tanto a la fiscalía como 
a diferentes instancias judiciales. Por lo que claramente es un modelo que puede tenerse 
como referencia para nuestro país, más allá del caso de Justicia y Paz en el que 
naturalmente no habría lugar a la extinción de la acción penal, pero si habría lugar a las 
correcciones necesarias dentro de sus procesos.  
                                            
120
procedimiento penal Costarricense Disponible en 
http://www.tse.go.cr/pdf/normativa/codigoprocesalpenal.pdf 
121
ley 8837 del 2010, Disponible en 
http://www.pgr.go.cr/scij/busqueda/normativa/Normas/nrm_articulo.asp?nValor1=1&nValor2=68077&nValo
r3=81013&nValor4=&nValor5=2&nValor6=5/3/2010 
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3.3.3)Finalmente es importante conocer cómo se reguló en España el retardo 
injustificado de manera puntual (para entender un poco más el ―estado de la cuestión 
jurisprudencial‖).Ellos a través de la Ley Ordinaria N°5 del 2010 reformaron su Código Penal 
para introducir de manera definitiva el ―atenuante por dilación injustificada‖.  
 
Llegó a ser ley después de haber tenido un gran recorrido jurisprudencial. Por ejemplo desde 
1981 su Tribunal Constitucional en la sentencia TC 24, debatía el concepto del juicio sin 
dilaciones y sus alcances. Entre otras cosas se preguntaban si era un derecho autónomo o 
subordinado al derecho a la tutela judicial efectiva.  Lo cual se ha venido aclarando a través de 
sentencias como la STC 303 del 2000 en la cual el Tribunal Constitucional se inclina por 
considerarlo como derecho autónomo íntimamente ligado al derecho a la Tutela Judicial efectiva. 
 
A la par también debatieron su bidimensionalidad, considerando por una parte que tiene una 
faceta prestacional y otra faceta reacciona122l.   
 
 Es prestacional en la medida que le corresponde a todos los jueces y 
magistrados cumplir su función jurisdiccional con la rapidez normal de los 
procesos.  
 Es reaccional por cuanto si llegará a presentarse una dilación indebida debe 
ordenarse la inmediata conclusión del proceso.  
 
Concluyendo así que el derecho al juicio sin dilaciones indebidas es autónomo, es también 
una garantía procesal, y tiene las dos dimensiones de prestacional y reaccional.   
 
Por otra parte, frente al estudio que hicieron sobre las dilaciones concluyeron que pueden darse 
por acción o por omisión. Se presenta por acción del tribunal cuando este ordena la suspensión 
de un juicio por ejemplo, y la segunda es la morosidad o simple inactividad123. Esta inactividad a 
su vez puede ser de dos clases, una omisión propia124 que ocurre cuando se da la ausencia 
integral de la actividad judicial, y la omisión impropia ocurre cuando el Tribunal no se comporta 
de manera activa constantemente a lo largo del proceso125. 
 
A su vez, hicieron un desarrollo bastante interesante sobre cómo declarar la responsabilidad por 
la violación al plazo razonable, exigiendo que el procesado le dé la oportunidad al despacho 
correspondiente de enmendar su error, pues solo así tendrá rango de violación constitucional126.  
 
Finalmente sobre el ―atenuante por dilación injustificada‖ debe explicarse que nace 
Jurisprudencialmente (como lo hizo la insubsistencia de la acción penal en Argentina) en el 
Tribunal Supremo de Justicia español, que llegó a decir incluso que ―las dilaciones indebidas 
                                            
122
Tribunal Constitucional Español, Sentencia TC 35 de 1994 
123
Tribunal Constitucional Español, Sentencia TC 324 de 1994 
124
Tribunal Constitucional Español, Sentencia TC  5  de 1985 
125
Tribunal Constitucional Español, Sentencia TC  119 de 1983 
126
Tribunal Constitucional Español, Sentencia TC  71    de 2002 
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sirven de fundamento para solicitar la concesión del indulto y de la indemnización 
correspondiente por el anormal funcionamiento de la Administración de Justicia‖ (sentencia del 
21 de Octubre de 1992, Sala segunda del TS). 
 
En dicha sentencia se argumentaba que: ―la ejecución de la pena no determina la vulneración 
del derecho al plazo razonable, sino la situación procesal irrazonable del acusado. La ejecución 
de la sentencia solo agotaría la lesión jurídica, pero ésta (la lesión) ya tuvo lugar antes de la 
conclusión del proceso, cuando se produjo el retardo injustificado‖.  
 
Esta consideración es idéntica a la que deberían producir nuestros jueces en los casos Justicia 
y Paz pues describen con exactitud la violación ocurrida. Es decir, no porque se dicte una 
sentencia (sin límite en el tiempo) se supera la vulneración, y aun cuando la vulneración se 
produzca en libertad del procesado, hay lugar a una reparación por la mencionada vulneración.   
 
Naturalmente que no habría lugar a un indulto frente a graves delitos como los de lesa 
humanidad, incluso tampoco habría lugar a una menor condena que la de una pena alternativa, 
pero sí debería determinarse una reparación, de algún modo.  
 
Posteriormente en 1999 cambiarían su jurisprudencia para decir que la ―solución jurisprudencial 
a la lesión producida era compensar la penalidad…‖ basándose en tres argumentos: primero si 
se ha cometido un daño (por la duraciónexcesiva del proceso) debe haber una reparación 
correspondiente; segundo si no se diera la reparación correspondiente existiría una 
vulneración (sobre otra vulneración) al derecho de tutela judicial efectiva; y tercero han pasado 
7 años desde la jurisprudencia de 1992 y el ejecutivo ni el legislativo han regulado esta 
situación.  
 
A la postre de esta (y muchas otras sentencias de la misma línea) jurisprudencia se expidió la 
ley Ordinaria N°5 del 2010 por la cual se reformaba su Código Penal. Para algunos autores se 
trata de una equivocación pues generara en el conglomerado social una afectación a la 
prevención general, e igualmente consideran que se trata de una renuncia estatal a su 
obligación de reformar la administración de justicia para evitar la morosidad judicial. 
 
Por el otro lado, sus defensores consideran que esta solución es un mal menor, por ejemplo, es 
preferible una disminución de la pena, a un indulto. Lo cual además de generar una afectación 
profunda sobre la función de prevención social de la pena, también llevaría a España a 
incumplir con sus obligaciones internacionales de prevención, investigación, sanción y 
reparación.  
 
La misma situación viviría Colombia si le aplicara el indulto a un procesado de Justicia y Paz 
(como los que se estudiaran más adelante) o a cualquier procesado de la justicia penal 
ordinaria. Este indulto con su correspondiente indemnización económica, era como se decía 
hace poco,  un estadio superior al de la insubsistencia de la acción penal argentina, por cuanto 
en el indulto se ha determinado que si existió responsabilidad, pero que no se puede sancionar 
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al procesado por culpa de la  la negligencia estatal para procesar al acusado sin dilaciones 
indebidas, mientras que en la insubsistencia el Estado renunciaba a su poder punitivo, dejando 
la duda sobre la responsabilidad o no del acusado, por lo que claramente son dos situaciones 
distintas. 
 
En cualquier caso estás no son las soluciones buscadas para esta investigación(ni la 
insubsistencia de la acción; ni la atenuación punitiva; ni mucho menos el indulto), sin embargo 
es necesario conocer cuáles son las ―soluciones‖ que le han dado a la cuestión en 
ordenamientos paralelos, para descartarlas o para introducirlas en la posible solución de la 
hipótesis.   
 
 
 
 
 
 
 
 
3.4Las adaptaciones internas  en Colombia 
 
En este apartado se hará una síntesis de la forma como el Estado Colombiano ha cumplido 
con lasobligaciones internacionales en Derechos Humanos, y se mostrara si eventualmente ha 
hecho un aporte a la construcción teórica de éste derecho. Dividiéndose en dos partes su 
estudio, por un lado se  verá como se ha implementado el bloque de constitucionalidad, y por 
otro lado, se abordará la implementación o recepción que hemos tenido sobre el plazo 
razonable en nuestro país. 
 
Para este apartado son sumamente útiles las investigaciones adelantadas por el  profesor 
Rodrigo Uprinmy127, y Luis Andrés Fajardo128. 
 
En ese orden de ideas, lo primero que debemos rescatar es que los análisis sobre 
implementación del derecho internacional de los derechos humanos surge a partir de la 
Constitución de 1991, ya que antes de ella los derechos humanos tenían una ―dimensión 
simbólica, carente de eficacia jurídica… pues muy pocos jueces conocían las normas 
internacionales… que formalmente ya hacían parte de nuestro ordenamiento‖129. 
 
Lo cual reduce considerablemente el campo de estudio, y lo enmarca a su vez dentro de un 
                                            
127
Uprimny Yepes, Rodrigo, enBloque de constitucionalidad, derechos humanos, y proceso penal, Bogotá, 
2006 
128
 Fajardo, Luis Andrés, Implementación del Sistema Interamericano de Derechos Humanos en Colombia 
através del Bloque de Constitucionalidad, Biblioteca Juridica Dike y Universidad Sergio Arboleda, Bogotá, 
2010. 
129
 Uprimny Yepes, Rodrigo, Seminario Constitución y Derechos Humanos, Universidad Nacional.  
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contexto constitucional específico como lo es el Estado Social de Derecho de la Constitución 
de 1991. Constitución que cambió no solo las lógicas de las relaciones entre el Estado y la 
ciudadanía, sino también la regulación del poder administrativo, y para poder entrar a revisar 
el bloque de constitucionalidad, es necesario al menos contextualizar esa irradiación del poder 
constitucional.  
 
Es decir, el Estado se reorganiza sistemáticamente a través de una norma de normas, dicha 
irradiación desde el derecho constitucional hacia las otras ramas del derecho implica una 
organización lógica por la cual se regulan las relaciones quedeben existir entre las normas, la 
producción de las mismas, y la relación de estas con la realidad social130. En nuestro caso, es 
importante aclarar que el principio que nos rige es el de la ―jerarquía vertical‖ según el cual 
todas las demás normas adquieren su validez de una norma primaria131, por ello nuestra 
Constitución debe ser el parámetro por el cual se interpreten, e integre toda la normatividad 
interna, incluyendo los litigios internormativos 132 , los cuales, cuando afecten derechos 
humanos o fundamentales tienen que resolverse siempre bajo el principio-valor (transversal de 
nuestro ordenamiento)  absoluto de la dignidad humana133. 
 
Ahora bien, sabiendo lo anterior, puede pasarse a explicar mejor como se da el tránsito del 
bloque de legalidad al bloque de constitucionalidad, en ese sentido es conducente conocer los 
artículos de nuestra Constitución relacionados, a saber:  
 
 Artículo 9: sobre las relaciones internacionales 
 Artículo 53: introducen a la legislación interna los convenios de la OIT 
 Artículo 93: le da prevalencia a los tratados internacionales de derechos humanos en el 
derecho interno, y los convierte en criterio de interpretación para los derechos 
constitucionales. 
 Artículo 94: declara que no hay negación de los derechos inherentes a la naturaleza 
humana. 
 Artículo 102: sobre los tratados limítrofes 
 Artículo 214: señala la vigencia del derecho internacional humanitario.  
 
Para poder organizar sistemáticamente éstos artículos se requiere aplicar el concepto de 
bloque de constitucionalidad134. El cual es una figura extraña a nuestro ordenamiento, que tiene 
su origen en el derecho francés135 y que finalmente se convirtió en un ―injerto jurídico‖ dentro de 
                                            
130
Santamaría Pastor, Juan Alfonso, Principios del Derecho Administrativo, iustel. 
131
 Prieto Sanchis, Luis, Neoconstitucionalismo y Ponderación Judicial, disponible en 
http://www.uam.es/otros/afduam/pdf/5/6900111(201-228).pdf. 
132
 Corte Constitucional, Sentencias C-006 de 1992, y C-531 de 1993 ambas del MP  Eduardo Cifuentes 
133
 Corte Constitucional, Sentencia T 401-92 Eduardo Cifuentes Muñoz 
134
Corte Constitucional Sentencia C-067 del 2004 
135
A partir de una mención hecha en el preámbulo de la Constitución de 1958, integró a su Constitución la 
Declaración de derechos humanos de 1789, así como el preámbulo de la Constitución de 1946 que hacia 
una clara referencia a los derechos económicos sociales y culturales propios de los Estados sociales de 
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nuestro sistema, a través del cual nuestra Corte Constitucional desarrolló una doctrina que 
pretende armonizar la prevalencia de la Constitución, con la prevalencia de los tratados 
internacionales, en medio de la cual, la Constitución sigue siendo norma de normas. 
 
Quizá el primer pronunciamiento lo hizo en la Sentencia C-574 de 1992 que reconoció la 
―supraconstitucionalidad‖ de los tratados de derecho internacional humanitario, interpretación 
rápidamente abandonada por la sentencia C- 295 de 1993, que explica cómo estos tratados son 
vigentes en la medida en que son ratificados de acuerdo a lo establecido por la Constitución y 
no la contradice, haciendo de la Constitución nuevamente el centro de nuestro ordenamiento.  
 
Ese debate de prevalencias lo intentará resolver nuevamente en la sentencia C-225 de 1995, 
en donde además de reconocer el valor de ius cogens de los tratados de DDHH, también 
pretende armonizar la prevalencia de los mismos, con el valor de la Constitución como norma 
fundamental.  
 
Después de esto la Corte realizará un desarrollo teórico en sentencias como la C- 191 de 1998 
en donde hará distinciones frente al Bloque de constitucionalidad en sentido estricto y sentido 
lato. Más adelante veremos sentencias como la SU-058 de 2003 y la C-251 de 2002, en las que 
se explica como la acción de tutela y el habeas corpus son esos mecanismos establecidos por 
la CADH para asegurar de una manera adecuada, disponible, y eficaz136los derechos de las 
personas, haciendo posible justificar que la acción de tutela produzca efectos aún contra 
sentencias judiciales. 
 
Lo cual está en plena armonía con lo expresado por la CorIDH en opiniones consultivas como la 
número ocho y la número nueve sobre el Habeas Corpus y los Estados de emergencia, en la 
medida en que los Estados deben asegurarle a sus administrados unos mecanismos que 
permiten de manera ágil asegurar sus derechos. 
 
En ese sentido, lo que encontramos en este desarrollo jurisprudencial es una labor 
interpretativa por parte de los jueces, que tiende a garantizar los derechos de las personas, de 
una manera sistemática, y esas ―revoluciones constitucionales‖137 solo serán superadas con 
sistemas de ―derecho comunitario‖, como lo podemos ver en la Organización de Naciones 
Unidas (en el artículo 103 de la Carta de las Naciones Unidas encontramos que sus 
obligaciones prevalecen sobre cualquier otro tratado), o en el caso Europeo lo encontramos 
claramente identificado con el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos 
y Libertades Fundamentales, de 4 de noviembre de 1950, y en el caso americano con la 
Declaración, y posterior Convención Americana sobre Derechos Humanos, que le dieron vida 
practica a un –corpus del Derecho internacional de los derechos humanos, claramente 
                                                                                                                                             
Derecho. 
136
 CorteIDH. Caso Velásquez Rodríguez contra Honduras Sentencia de 29 de julio de 1988 
137
 Rivero, Jean citado por Uprimny Yepes, Rodrigo, enBloque de constitucionalidad, derechos humanos, 
y proceso penal, 2006 
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descendiente del derecho de los Tratados138. 
 
Lo que cabe preguntarse ahora es qué pasa con las interpretaciones que hacen estos jueces de 
los tratados, si los tratados están incorporados en la Constitución, ¿entonces la jurisprudencia 
de estas Cortes, también lo están?, ¿son un criterio interpretativo? o ¿una mera guía 
académica?, y por supuesto vamos a encontrar posiciones encontradas, mientras que en 
Venezuela, su tribunal le da un mero carácter académico, en Costa Rica se acepta la 
interpretación de estas Cortes y se incorporan, mientras que en Colombia se tiene una posición 
intermedia que le da cierta relevancia interpretativa139. 
 
 
 
 
 
 
Ahora bien, frente a la materialización de los efectos del Bloque de Constitucionalidad 
encontramos sentencias como140: 
 
 Sentencia T-558-2003141: la Corte hace una diferencia entre los actos emanados de 
instancias internacionales que son vinculantes, y los que se pueden utilizar como 
criterios interpretativos, para concluir que la Tutela no es el recurso jurídico pertinente 
para hacer cumplir una recomendación (general, diferente a las de un Caso en particular) 
de la Comisión Interamericana pues con ello se invadiría el poder legislativo. 
Cosa distinta ocurre con las medidas cautelares o provisionales que ―se incorporan de 
manera automática al derecho interno‖142 ―sin la necesidad de una ley que medie en su 
aplicación, por lo que si el Estado no cumpliera con la medida la tutela sería un recurso 
idóneo y eficaz para su materialización143. 
 LAS PALMERAS144: la Corte Interamericana le enumera a Colombia las razones por las 
cuales debe cumplir las sentencias en las que ha sido condenado entre otras: es Estado 
parte de la Convención Americana desde 1973; aceptó la jurisdicción de la Corte 
Interamericana desde 1985; que los Estados deben implementar los dispuesto por el 
tribunal; sus sentencias deben ser prontamente cumplidas; debe respetarse el principio 
de pacta sunt servanda y son inoponibles razones de derecho interno; es obligación de 
                                            
138  Convención De Viena sobre el derecho de los tratados, en 
http://www.derechos.org/nizkor/ley/viena.html (s.f.) 
139
Uprimny Yepes, Rodrigo,Bloque de constitucionalidad, derechos humanos, y proceso penal, 2006 
140
Fajardo, Luis Andrés, Implementación del Sistema Interamericano de Derechos Humanos en Colombia 
através del Bloque de Constitucionalidad, Biblioteca Juridica Dike y Universidad Sergio Arboleda, Bogotá, 
2010 
141
Corte Constitucional, Sentencia T-558-2003, MP Clara Inés Vargas 
142
 Reiterado en Corte Constitucional, Sentencia T-786-2003 MP Marco Monroy C. 
143
 Corte Constitucional, Sentencia T-524-05 del MP Humberto Sierra Porto. 
144
 Corte IDH, resolución del 04 de Agosto del 2008, supervisión de cumplimiento, caso Las Palmeras vs 
Colombia, 2002. 
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los Estados informar al tribunal como han cumplido sus decisiones, y si estas han tenido 
el efecto útil con el cual fueron dictadas. 
 Sentencia C 317 de 2002 en la que al tratar la desaparición forzada incluye dentro de 
sus razonamientos los utilizados por la Corte Interamericana en casos como los de 
VELÁSQUEZ RODRIGUEZ145 y GODINEZ CRUZ146. 
 Sentencia C-370-06: sobre Justicia y Paz, en la cual la Corte se valió de sentencias 
como la de CASTILLO PÁEZ147 para explicar el derecho a la verdad; al igual que utilizó 
reiteradamente el informe sobre la desmovilización en Colombia148. 
 Sentencia SU -1184- 2001: en la cual la Corte Constitucional le ordena a las fuerzas 
militares de Colombia dar la protección –eficaz- que había ordenado la Corte 
Interamericana en una medida provisional. 
 
Dichas providencias permiteninferirun compromiso de cumplimiento por parte de la Corte 
Constitucional con el Sistema Interamericano a travésdel Bloque de Constitucionalidad, y sus  
acciones de tutela y de constitucionalidad. Incluyendo en esa integración, no solo la 
normatividad convencional, sino tambiénsu propio ―test de convencionalidad en las acciones de 
constitucionalidad‖, permitiendo prever en un futuro cercano una mayor y más organizada 
integración.  
 
Finalmente veremos en el siguiente acápite como la Corte Constitucional integra a su 
jurisprudencia el Test del plazo razonable.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                            
145
 Corte IDH, caso Velásquez Rodríguez vs Honduras, Sentencia de Fondo, 1988 
146
 Corte IDH, caso Godínez Cruz vs Honduras, Sentencia de Fondo 1989 
147
 Corte IDH, caso Castillo Páez vs Perú, Sentencia de Fondo 1997 
148
 Comisión Interamericana, Informe sobre el proceso de desmovilización en Colombia, diciembre de 
2004. 
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3.4.1 El Plazo Razonable en Colombia 
 
Como vimos en el anterior subcapítulo, nuestro ordenamiento debe adaptarse de tal forma que 
cumpla con sus obligaciones internacionales, tanto en la normativa convencional, como con los 
estándares de derechos humanos desarrollados por la CorIDH. En ese sentido,  se procederá a 
revisar de qué manera se ha integrado este derecho en nuestro ordenamiento, y si cuenta con 
recursos para hacerlo efectivo como se ha mostrado en los ordenamientos argentino y 
costarricense. 
 
a) Fundamento Constitucional: el fundamento de esta garantía en la Constitución Política 
Colombiana, se encuentra en sus artículos 29 (debido proceso), 228 y 229 (sobre la 
administración de justicia que incluye una sanción para las autoridades que no cumplan con 
los términos señalados), donde de manera trascendente se conecta la prohibición de 
dilaciones injustificadas con el derecho al acceso a la justicia.  
b) Desarrollo Jurisprudencial:  es importante conocer el desarrollo constitucional que ha dado 
nuestra Corte Constitucional al derecho al plazo razonable a lo largo del tiempo por eso se 
expondrán los principales temas que ha analizado nuestra Corte Constitucional. 
 
Primer temael plazo razonable como como componente del debido proceso: 
La sentencia fundacional del plazo razonable en Colombia, es sin duda la sentencia T-572-
92 MP Jaime Sanin, que planteo varios puntos a seguir en la línea jurisprudencialcomo lo 
son: 
 
 EL plazo razonable hace parte del núcleo esencial al debido proceso, y ningún 
proceso se puede adelantar fuera de él.  
 Afirmando en jurisprudencia posterior que la mora judicial sobrelleva una ostensible y 
clara violación del derecho fundamental al debido proceso149 
 Esta violación, implica de por sí una restricción al efectivo acceso a la 
administración de justicia150. 
                                            
149Corte Constitucional Sentencia t-349 de 1993. MP. Hernando Herrera Vergara 
150  Íbidem Sentencia T-502-97. Sobre la relación entre el acceso a la justicia y el debido proceso, 
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 Esto es, no basta con que el proceso llegue ante instancias judiciales y que allí se les de 
trámite (formalidad), sino que se requiere que el conflicto llevado ante la jurisdicción sea 
resuelto de manera ágil, evitando la indeterminación de su situación jurídica que con el 
tiempo solo tenderá a agravarse151. 
 Sobre la indagación previa o preliminar como etapa anterior a la iniciación formal del  
proceso, se dice que debe concluir bien sea con, el archivo de la actuación o con la 
petición al juez de garantías de la audiencia de imputación, lo que iniciaría formalmente el 
proceso penal. ((Regulación equivalente contiene el código de Procedimiento Penal 
anterior (ley 600 de 2000), solo que allí se hace explícito el tiempo que debe usarse, dos 
meses, contrario a la ley 906, que inicialmente no establecía término alguno y este vacío 
para generaba dilaciones indebidas en la investigación previa)). Pero en el caso concreto 
la investigación se había tornado indeterminada, por lo que la sentencia señala que ―no es 
lógico ni consecuente con el sentido que el Constituyente de 1991 le dio a la 
administración de justicia, de la celeridad en sus actuaciones, ni con el derecho 
fundamental a un debido proceso sin dilaciones injustificadas, que los despachos 
mencionados hubiesen incurrido en una mora de tal magnitud para definir la situación 
concreta del denunciante en cuanto a su querella.…] Se configura por consiguiente una 
dilación injustificada del proceso y una indebida y morosa obstrucción para el acceso 
efectivo a la administración de justicia‖. 
 
Segundo tema abarcado: la investigación preliminar 
La Corte Constitucional se pronunció a través de la Sentencia C-412/92 para decir que el 
debido proceso se predica de toda clase de actuaciones judiciales y por ello no puede 
dilatarse un proceso o desconocerse las garantías, porque formalmente no se haya vinculado 
al sujeto al proceso. En ese sentido declara  inexequible el artículo 324 del Decreto 2700 de 
1991, ya que, el no poder ejercer su derecho de defensa en esta etapa previa de la 
investigación,se le  niega a la persona involucrada, su calidad de parte en el proceso. Así que 
desde esa sentencia de 1992 se ordena mantener periodos razonables de tiempo, para 
asegurarse fuentes de prueba y verificar el cumplimiento de presupuestos mínimos para 
ejercer la acción penal. 
 
Por ello, deben respetarse los derechos fundamentales incluyendo el plazo razonable, desde 
que se tiene conocimiento de la denuncia, pues desde ahí el Estado ejerce su poder punitivo. 
 
En el mismo sentido, la falta de término en la investigación previa, es violatoria de las normas 
Constitucionales, pues ―obliga al investigado a soportar una excesiva carga anímica y 
económica, y representa para el Estado costos nada  despreciables en términos de recursos 
                                                                                                                                             
en torno a la prohibición de dilaciones injustificadas, se puede consultar también  las 
sentencias: T-578A-95, T-546-95, T-502-97, T-450-98 y T-577-98 
151 Sentencia T-577-98. la cual se repite en las sentencias T-190 de 1995, T-546- 95, T-450-98, C-181-02 
y T-366-05. 
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humanos y materiales.‖152 
 
Por lo cual, al volver sobre el mismo tema de la investigación preliminar establecida en la  ley 
906 la declaró inconstitucional 153  pues no contenía límites valiéndose también de un caso 
análogo contenido en la Sentencia C-036/03, en donde se declaró inexequible un aparte del art. 
150, inc. 3 de la Ley 734 de 2002 (Código Disciplinario Único), que tampoco fijaba plazo para la 
etapa de indagación preliminar154. 
Finalmente la investigación preliminar es regulada  través de la ley de seguridad ciudadana (ley 
1453 de 2011), la cual le pone un término máximo de 2 años a esta fase del proceso, plazo que 
es sumamente debatible si lo comparamos con otras legislaciones, pero que desborda el interés 
de la presente investigación.  
 
Tercer tema: el principio de inocencia y su relación con el plazo razonable 
Continúa su labor la Corte con la Sentencia C-412 de 1993, el cual analizará dos temas 
fundamentales del plazo razonable, como lo son el principio de inocencia, y el alto costo con 
el que deben correr las personas procesadas, de manera indeterminada, especialmente por 
las connotaciones que tiene un proceso penal sobre la dignidad de las personas.  Claro está, 
que en el caso que nos ocupa de Justicia y Paz, el principio de inocencia no hace parte del 
escenario jurídico. 
 
Cuarto tema: la bidimensionalidad del proceso 
Prosiguiendo con los temas planteados por la Corte, encontramos que en 1995 y 1999 el 
tribunal expresa que el derecho al plazo razonable no solo afecta al interesado, sino 
también a su contra parte, pues los dos tienen interés en la resolución del caso y se ven 
afectados por igual ante la dilación del proceso.155Lo cual es precisamente lo que hemos 
                                            
152 En el mismo sentido encontramos  las sentencias C-416-94 y C-181-02 así como las sentencias T-
190-95, T-578A-95, T-604-95, T-450-98 y T-181-99, entre otras. 
153 Se planteó demanda de inconstitucionalidad, sin embargo, la Corte Constitucional decidió declararse 
inhibida mediante la Sentencia C-504-05, por ausencia de los requisitos esenciales en la demanda.  
154 Corte Constitucional Sentencia C-036-03 del MP Dr. ALFREDO BELTRÁN SIERRA en la cual  
consideró que ―no cabe duda que [sic] en este caso, en aplicación del artículo 29 de la Constitución, 
debe prevalecer el derecho a tener un debido proceso público sin dilaciones injustificadas frente al 
derecho del Estado de ejercer su poder sancionador por un período de tiempo indefinido, pues, se repite, 
no es que se desconozca quién realizó el hecho disciplinable, sino que existen dudas sobre su 
individualización. […] En conclusión: el legislador debió fijar un plazo razonable para el caso de que 
exista duda sobre la identificación o individualización del autor de una falta disciplinaria en la etapa de la 
indagación preliminar, y, al no hacerlo, se vulneró el artículo 29 de la Constitución, y, por ello, se 
declarará inexequible la expresión acusada, contenida en el artículo 150, inciso 3, de la Ley 734 de 
2002‖. 
155 ―El acceso a la administración de justicia, como lo ha dicho esta Corte, no debe entenderse en un 
sentido puramente formal, en cuya virtud pueda una persona acudir a los tribunales, sino que radica 
sobre todo en la posibilidad real y verdadera, garantizada por el Estado, de que quien espera resolución –
ya por la vía activa, ora por la pasiva– la obtenga oportunamente‖: Sentencia T-190-95, reiterada por la 
Sentencia T-292-99. 
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planteado anteriormente, la indeterminación a la que se encuentran sometidos los procesados 
de Justicia y Paz quienes ya han permanecido 8 años en un proceso sin sentencia. 
 
Quinto tema: el papel del juez como garante del plazo razonable 
A su vez, en la Sentencia T-348 de 1993 la Corte analiza el papel del Juez como 
director del proceso pues no puede el juez incurrir en dilaciones, pues su calidad de 
autoridad pública es una garantía integral del derecho al debido proceso, y al acceso 
efectivo a la administración de justicia.  Es decir, se entiende al debido proceso como un 
medio para la obtención de un derecho, que le otorga seguridad jurídica a los 
procesados156, dentro de una administración de justicia encargada al Estado, quien es 
en última instancia el auténtico garante de la administración de justicia (pues sin un real 
y sustancial ―acceso a la justicia‖ carece de escenario el debido proceso, sin el cual no 
se puede desarrollar), la cual como se mencionó anteriormente no solo abarca la 
formalidad de la recepción de las demandas y denuncias, y el inicio de los procesos, 
sino que también incluye el derecho a obtener una decisión en derecho, y ciertamente 
que la dilación de las actuaciones le resta su eficacia157, e impide su materialización.  
 
Para lo cual el Estado ha organizado unos procesos, con un respectivo orden lógico, que 
además de darle garantía jurídica a los procesados, también debe considerarse como 
una expresión del Estado social de derecho, y como una materialización del derecho a la 
igualdad, pues estos procesos deben adelantarse en iguales circunstancias –y 
términos—para todos  (preámbulo de la Carta y en los artículos 1, 2, 4, 5 y 6)158. 
Términos que no solo deben estar planteados teóricamente, sino que en la práctica 
permitan el devenir del debate jurídico abriendo y precluyendo oportunidades procesales 
(creando y extinguiendo derechos)159. 
 
Sexto tema: el plazo razonable para preparar la defensa 
Más adelante, en la Sentencia C-272/99 Magistrado Ponente: Dr. Eduardo Cifuentes M. 
la Corte analiza porque el plazo razonable no solo se viola cuando se exceden los 
términos sino que también debe prever los plazos necesarios para garantizar una debida 
defensa. Así, concluye que en casos como el analizado, de procesos abreviados en 
materia penal, que restringen la libertad personal, es decir, que cuentan con penas 
privativas de l libertad, y además manejan causas considerablemente complejas, deben 
contar con todas las garantías para los procesados pues de lo contrario se estaría 
violando lo establecido en los artículos 7-5 y 8-1 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. 
 
                                                                                                                                             
 
156 Corte Constitucional Sentencia C-431 de 1992. M.P. José Gregorio Hernández. 
157 Corte Constitucional Sentencia T-399 de 1993. M.P. José Gregorio Hernández Galindo 
158 Corte Constitucional Sentencia C-416 de 1994. M.P. Antonio Barrera Carbonell. 
159 Corte Constitucional Sentencia T-546 de 1995. M.P. Antonio Barrera Carbonell. 
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Prosigue la Corte con las  sentencias T-1249 de diciembre 16 de 2004, M. P. Humberto 
Antonio Sierra Porto y C-1154-05 en las cuales aplica los elementos del Test del plazo 
Razonable en Colombia mencionando los 3 utilizados por la Corte Interamericana160 y el 
4 elemento así como el análisis global del caso, propio del Tribunal Europeo161. Es de 
recordar que para la fecha de la sentencia colombiana se podía considerar como un 
avance incluir esos elementos ―nuevos‖ del TribunalEDH. En la práctica, los utiliza para 
modificar en parte el artículo 291 de la Ley 906 de 2004, y así poder garantizar que la 
defensa contará con el tiempo debido para preparase, dentro de un plazo razonable que 
deberá dirigir el juez. 
 
Séptimo tema: un ―test‖ del plazo razonable a nivel nacional 
En la sentencia T 171 del 2006, de la MP Clara Inés Vargas,se asume una nueva 
posición. Dice la sentencia que un término procesal es un medio para asegurar un 
derecho sustancial,  por lo tanto, siendo un medio, y en aras de proteger la finalidad 
(derecho sustancial) es posible, bajo ciertas circunstancias morigerar el término. En 
otras palabras es ponderable, y cuando se decide ―relativizar‖ debe hacerse bajo las 
siguientes condiciones: ―(i) sólo con el objetivo de perseguir una finalidad 
constitucionalmente relevante y (ii) como consecuencia de situaciones imprevisibles e 
ineludibles, es posible justificar la dilación de los términos procesales, únicamente 
durante el lapso estrictamente necesario para efectuar la actuación y con la condición 
que se dé trámite urgente y preferente a la actuación que no se decidió a tiempo”. 
Finalmenteexplica que la violación de un término no solo afecta al sindicado sino 
también a la víctima que se encuentra a la espera de conocer la verdad, y la 
materialización de la justicia y la reparación a la que tiene derecho. 
 
De laanterior sentencia se pueden destacar dos cosas, la primera, es que una vez más 
se acepta que la violación del derecho  al plazo razonable es de doble vía, se le viola al 
procesado, y se le viola a la víctima. En segundo lugar, la Corte Constitucional ha creado 
un campo más de argumentación para debatir la actuación de las autoridades 
administrativas y judiciales, esto es, un pequeño test, dentro del test del plazo razonable. 
Por supuesto, es una puerta deliberativa que se abre para justificar tanto interna como 
internacionalmente la labor del Estado a la hora de aplicar justicia. Curiosamente la sala 
no hace mención a cuál es el medio o recurso procesal idóneo por el cual se puede 
hacer valer su nuevo test, y supervisar la correcta ―subsanación‖ introducida.  
 
Terminamos esta sección con la Sentencia T-527-09, que se remite a la anteriormente 
citada sentencia T-1249 de diciembre 16 de 2004, M. P. Humberto Antonio Sierra Porto, 
en donde la Corte de nuevo utiliza el test del plazo razonable a su favor, para decir, que 
                                            
160
citando los casos de GENIE LACAYO de1997 serie C, N° 30, §§ 77-81; Caso SUAREZ ROSERO, 
sentencia de noviembre 12 de 1997, serie C, N° 35, §§ 67-75 
161
 Citando los casos de Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Caso Motta, sentencia de febrero 19 
de 1991, serie A, N°195A; Caso Ruiz Mateos c. España, sentencia de junio 23 de 1993, serie A, N° 262 
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no se viola el derecho al plazo razonable cuando tiene su génesis en la complejidad del 
asunto “o en la existencia de problemas estructurales de exceso de carga laboral de los 
funcionarios, si no (sic) en la falta de diligencia y en la omisión sistemática de sus 
deberes por parte de los mismos”. 
 
 
 
 
 
3.5 Conclusiones del Capítulo 
 
Es importante la diferencia que existe entre el estándar de protección interno en  Colombia del 
plazo razonable, y los estándares alcanzados en Argentina (particularmente en la provincia de 
Córdoba) y España. Pues además del marco legal, también se detectó una ausencia de 
profundidad en los debates jurisprudenciales como los mencionados, ya que por ejemplo en 
nuestro país todavía no se considera la posibilidad de extinguir la acción penal como 
consecuencia de la morosidad judicial, o como en el caso español la posibilidad de reducir la 
pena pare reparar esta morosidad. Nuestras cortes internas aundiscuten si debe garantizarse el 
derecho a la libertad personal en medio del juicio, aun cuando este debate quedo zanjado 
desde la Declaración  Americana de Derechos y Deberes del Hombre de 1948. 
 
Pero más importante aún es la ausencia de un recurso jurídico idóneo y eficaz para proteger el 
derecho del plazo razonable, puesindependientemente de que el recurso de ―queja por retardo 
en la justicia‖establecido en Argentina y Costa Rica seael mejor o no, lo cierto es que Colombia 
no cuenta con un recurso por lo menos similar, pues es claro que la figura del vencimiento de 
términos es mucho más básica tanto en la teoría como en la práctica. Por ejemplo, no se puede 
dar el salto a la Corte Suprema para que revise o corrija la morosidad, sino que además no 
permite discutir en ningún momento la extinción de la acción penal. 
 
Finalmente un punto muy interesante para la investigación es la incorporación del Sistema IDH 
a través del bloque de Constitucionalidad, a nuestro ordenamiento interno. Ya que gracias a él 
se puede nuestro estándar de protección de derechos humanos como ha ocurrido con las 
sentencias Pueblo Bello;19comerciantes, etc.  
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4. EL PLAZO RAZONABLE EN JUSTICIA Y PAZ 
4.1 Introducción  
Corresponde en este capítulo analizar el desarrollo de esta garantía en nuestro ordenamiento, 
haciendo para esto un análisis normativo y jurisprudencial en el que con especial interés se 
revisan los pronunciamientos y tratamientos que de este derecho al plazo razonable se han 
dado por parte de nuestras Cortes a propósito de la aplicación de la llama ley de Justicia y 
Paz. Lo anterior con el fin determinar si esta esta apropiación jurídica se ha hecho de acuerdo 
a los estándares internacionales tratados a lo largo de  éste trabajo.Para ello, es útil 
regresarnos a la introducción y justificación de este trabajo, en donde se señalaba las 
múltiples dificultades que atravesaba el programa transicional, en donde, como se 
mencionabasolo se han condenado a 14 procesados162 en 8 años de aplicación de la ley, 
dejando en la cola a 1126 postulados en las diferentes fases del proceso.  
No obstante lo expuesto, la analista María PaulaSaffon consideraba (al estudiar la primera 
sentencia de Justicia y Paz) que la saturación que hemos vivido con este proceso es inferior a 
la que vivieron los procesos de Yugoslavia o Ruanda, y muestra de ello es que la primera 
sentencia fue proferida a los 4 años de promulgada la Ley de Justicia y Paz, margen temporal 
muy inferior a los dilatados proceso judiciales de las anteriores experiencias, de todas 
maneras también consideró que la decisión se pudo tomar con anterioridad de no ser por las 
irregularidades procesales presentadas163, sin olvidar las diferentes críticas que se le puedan 
a hacer a la Sentencia en razón de la deficiente protección de los derechos a la verdad y 
reparación de las víctimas, quienes a diario ven como los procesados obtienen sustitución de 
la medida de aseguramiento164  sin una sentencia en firme (liberación a cuenta gotas), lo cual 
no se corresponde con sus derechos. 
Subhipotesis            
Se pretende demostrar en este capítulo las dificultades por las que sigue atravesando el 
programa de Justicia y Paz aún con la aplicación de la reforma de la Ley 975. Estas 
dificultades hacen necesarias la reforma del programa de manera urgente por cuanto los 
plazos perentorios están por agotarse.   
De igual manera, se pretende demostrar la necesidad de una reforma procesal al recurso de 
habeas corpus para adecuarlo a la protección del plazo razonable en el entendido de concebir 
su protección sobre el ―análisis global del caso‖. 
                                            
162
 Estadísticas de la Unidad de la Fiscalía de Justicia y Paz publicadas desde el 2012 sin actualización 
del 2013, disponible en: http://www.fiscalia.gov.co/jyp/unidad-de-justicia-y-paz/ 
163
 Saffon, María Paula, La primera sentencia de Justicia y Paz, mucho qué desear, columna de la 
fundación Dejusticia, disponible en 
http://www.dejusticia.org/index.php?modo=interna&tema=justicia_transicional&publicacion=579 
164
Tribunal Superior de Medellín, Sala de Justicia y Paz, resoluciones Acta 208 del 18 de Diciembre del 
2013, y Acta 33 del 27 de Marzo del 2014. 
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4.2 El desarrollo de  Justicia y Paz 
Los dos programas de desmovilización: 
Justicia y Paz nació como un segundo estadio para las desmovilizaciones de los grupos al 
margen de la ley, particularmente de paramilitares, debido a las fuertes críticas que había 
recibido el primer programa de desmovilización de 1997. Esto teniendo en cuenta que dicho 
programa se enfocó en la reinserción de los movilizados y facilitó la “concesión de indultos, 
suspensiones condicionales de ejecución de la pena, preclusión de investigaciones, y 
resoluciones inhibitorias‖165 en detrimento de los derechos a la verdad y a la reparación de las 
víctimas.  
Dicho primer programa tan solo contemplo como política de transición la reinserción a la vida 
civil de los combatientes y la concesión de beneficios económicos a cambio de ello. Según 
estimaciones de la Federación Internacional de los Derechos Humanos –FIDH- al menos 7000 
desmovilizados se beneficiaron de este programa y sus delitos quedaron en total impunidad, 
esto entre otras cosas, porque el decreto 128 de 2003 le daba un plazo perentorio al Ministerio 
del Interior y al Comité Operativo de Dejación de Armas para que en 20 días certificaran la 
pertinencia a un grupo, y su voluntad de abandonarlo para que posteriormente el Consejo 
Superior de la Judicatura y la Fiscalía definieran su situación jurídica.   
Es posible encontrar el marco jurídico regulatorio de dicho programa en la Ley 418 de 1997 
(norma que dio nacimiento a este programa), así como también, las Leyes 548 de 1999 y 782 
de 2002 que lo modificaron y los Decretos 128 y 3360 del 2003 por medio del cual se 
reglamentó. 
En ese sentido, es interesante resaltar, al margen de las críticas de este primer programa, el 
hecho de incluir unos plazos determinados para la labor del Ministerio de Interior, 
situación ésta que también  debió reglamentarse en los procesos de postulación que, como 
veremos más adelante, tomaron años en definirse, siendo meramente un procedimiento 
administrativo. 
El segundo estadio es la Ley 975 de 2005 (con sus Decretos 4760 de 2005, 2898 de 2006, 315 
y 423 de 2007) que fue diseñada para complementar de manera residual el anterior programa 
descrito, esto en atención a  la gravedad de ciertos delitos (lesa humanidad: masacres, 
violaciones, desplazamientos, etc.) que  hacían imperativo la investigación,  procesamiento y 
juzgamiento de los combatientes, así como también, el resarcimiento de los derechos de las 
víctimas de tan graves delitos.    
 
 
                                            
165
Federación Internacional de Derechos Humanos. ―La desmovilización paramilitar, en los caminos de la 
Corte Penal Internacional‖, 2007. 
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Para la formulación de dicha ley se tuvieron en cuenta los aportes que hizo la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos166a través de un pronunciamiento sobre los criterios que 
debían observarse para  regular la justicia transicional en nuestro país, anotando en dicho 
documento, tanto el contexto socio jurídico que rodeaba las negociaciones de Santa Fe de 
Ralito, como de las obligaciones internacionales que debía cumplir el Estado colombiano, 
incluyendo por su puesto, una adecuación del aparato judicial tendiente aprevenir, investigar, 
juzgar y sancionar.Pues siendo el Estado el titular de la acción punitiva, y el garante de los 
derechos de las víctimas, debía prever, y proveer las adecuaciones que debería adelantar, esto 
es, desde antes de promulgarse la Ley se le había advertido al Estado colombiano que debía 
hacer una inversión lo suficientemente grande como para garantizar los derechos de todas las 
partes. 
Si bien, el acompañamiento al proceso realizado por la CIDH se hizo en el 2004, esto no era 
impedimento para que el Estado Colombiano adoptara un modelo con unos estándares 
superiores de protección a los derechos de las víctimas, pues esta es una obligación estatal 
desde 1985, momento en el cual la Subcomisión de Protección y Promoción de los Derechos 
Humanos de la ONU, a través de su relator especial el Dr. Louis Joinet inició el estudio de los 
―Principios para la protección y la promoción de los Derechos Humanos para la lucha contra la 
Impunidad‖167 documento que fue terminado en 1997.  
Pues, más allá de que éste documento pudiera ser considerado como soft law, los Estados 
miembros del Sistema Interamericano están vinculados a la jurisprudencia de la CorteIDH, que 
explicó la obligación168 que tenían los Estados de ―investigar seriamente‖ (de manera pronta, 
imparcial y exhaustiva169) las violaciones de los DDHH desde su primera providencia en el caso 
Velázquez Rodríguez contra Nicaraguade 1988170, por lo que en cualquier caso,  desde el 
primer programa de desmovilización debieron incluirse dichas garantías contra la impunidad. 
 
 
4.2.1 Marco Normativo y Jurisprudencial 
                                            
166
 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Pronunciamiento de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos sobre la aplicación y el alcance de la Ley de justicia y paz en la República de 
Colombia, Diciembre 13 de 2004, disponible en http://www.cidh.org/countryrep/colombia04sp/indice.htm 
167
 Comisión Colombiana de Juristas, Principios Internacionales sobre Impunidad y Reparaciones, Editor 
Gustavo Gallon y Michael Reed, Bogotá, 2007 
168
 CorIDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamín y otros Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 21 de junio de 2002. Serie C No. 94, párr. 14, y Caso Chitay Nech y otros Vs. 
Guatemala, supra, párr. 196 
169
 Botero Catalina, y Restrepo Esteban en Entre el Perdón y el Paredón, Capitulo 2, Universidad de los 
Andes, Bogotá 2005 
170
CorIDH caso Velázquez Rodríguez contra Nicaragua de 1988 párrs 174 y 177. 
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Ahora bien, el marco legal del segundo estadio, que nos interesa en mayor medida, es la Ley 
975 del 2005 que tenía por finalidad la desmovilización, y reinserción de grupos armados al 
margen de la ley, a la par que pretendía garantizar los derechos de las víctimas a la verdad, la 
justicia y la reparación. A su vez, se reglamentó con los decretos 4760 de 2005, 2898 de 2006, 
423 de 2007, y 3011 del 2013, entre los cuales el más preocupante era el 3391 del 2006 que 
partía de la base de tratar a delincuentes con estatus políticos y les concedía una serie de 
prerrogativas extras que se cayeron cuando la Corte Constitucional les negó el estatus de 
organización política.  
De la parte normativa es importante conocer cuáles fueron los términos establecidos para 
desarrollar el proceso: 
Versión Libre Imputación Formulación 
de Cargos 
Legalización 
de la 
formulación 
Sentencia 
Interrumpible de acuerdo a la 
Resolución 3998 del 2006 de la 
Fiscalía que le da la oportunidad a la 
victima de interrogar y aportar 
pruebas. 
36 horas 60 días 10 días 10 días 
 
Decía Marcelo Álvarez, Jefe de la Misión de apoyo al Proceso de Paz de la Organización de 
Estados Americanos171, que tan solo para la imputación de los hechos confesados, la Fiscalía 
requeriría de décadas, entre otras cosas porque en el 2006 solo habían 19 fiscalías encargadas 
para un programa que recolectó más de 400 mil formatos de hechos atribuibles.  
 
Es claro en un caso semejante que la participación de las víctimas en el proceso debe 
garantizarse, por lo que la ampliación de la versión libre es justificable en los mismos términos 
que lo dictara la Corte Constitucional, lo que es más difícil de justificar es la limitada disposición 
de fiscales para responder por tan voluminoso programa.  
 
Del lado jurisprudencial, se encuentran pronunciamientos como los de la sentencia emblemática 
C–370 de 2006 que modula la Ley 975. En ella la Corte Constitucional avala la disposición legal, 
haciendo uso del test de ponderación e incluyendo unas reformas para que la ley fuera 
exequible. 
 
Básicamente, la Corte considera en esta ponderación que si se puede hacer una serie de 
concesiones a los desmovilizados para alcanzar el fin de la paz. Entendiendo que la paz es un 
propósito del Derecho Internacional; un fin del Estado Colombiano; un derecho colectivo; un 
                                            
171
Álvarez, Marcelo, ―Priorización de casos en escenarios de ‗macrovictimización‘ no implica impunidad‖ 
disponible en http://www.ambitojuridico.com/BancoConocimiento/N/noti-121129-
08%28marcelo_alvarez_priorizacion_de_casos_en_escenarios_de_macrovictimizacion_no_imp%29/noti-
121129-
08%28marcelo_alvarez_priorizacion_de_casos_en_escenarios_de_macrovictimizacion_no_imp%29.asp 
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Derecho Subjetivo y un deber individual. Por lo tanto, si las concesiones que se hacen en el 
marco de la justicia transicional son adecuadas, necesarias y proporcionadas, se puede dar vía 
libre a su aplicación. 
 
 Al mismo tiempo, el Alto Tribunal Constitucional estableció ―subreglas‖, como por ejemplo, que 
el poder de negociación estatal está limitado por el Bloque de Constitucionalidad (incluyendo el 
poder de configuración del legislador); El derecho de acceso a la justicia de las victimas debe 
garantizar su participación en los procesos; la alternatividad penal no puede rozar la impunidad, 
por lo que se deben descartar cualquier forma de amnistía o indulto, y además, debe estar 
condicionada a la  reparación, la reinserción y la no repetición; el derecho a la verdad se debe 
garantizar como un derecho bidimensional tanto de manera individual como colectiva; 
finalmente la reparación es una responsabilidad compartida entre los desmovilizados y el 
Estado (de manera subsidiaria)172.   
 
Así mismo podemos rescatar para la investigación los siguientes puntos: 
 
 No se otorgaría ni amnistía ni indulto a los desmovilizados, por lo tanto no se extingue la 
acción penal, ni se les exonera del cumplimiento de la sanción, sino que se les otorga el 
beneficio de una pena alternativa. 
  Para que el deber estatal de investigar, procesar y sancionar judicialmente a los autores 
de graves violaciones a los derechos humanos sea cumplido a cabalidad no basta con 
que se adelante el proceso judicial respectivo, es necesario que éste se lleve a cabo en 
un plazo razonable, para lo cual el Estado debe realizar la investigación con la 
respectiva diligencia para que ésta sea efectiva (―Debe llevar a cabo, dentro de un plazo 
razonable todas aquellas diligencias que sean necesarias con el fin de obtener un 
resultado‖)173.De lo contrario, no se satisface el derecho de la víctima o sus familiares a 
saber la verdad de lo sucedido y a que se sancione a los responsables. 
 El derecho a saber la verdad es imprescriptible, al igual que los delitos contra la 
humanidad. 
 “El desarrollo de… (la) investigación debe hacerse dentro de un plazo razonable, de 
conformidad con la jurisprudencia sobre la materia anteriormente citada, habida cuenta 
de que ya se han confesado delitos y que… es preciso definir oportunamente la 
situación de cada desmovilizado”. 
 Finalmente, la  sentencia señala que los beneficiados deben cumplir con las 
obligaciones contraídas (confesar sus delitos) pues de lo contrario se estarían 
beneficiando de una legislación en contra de los derechos de las víctimas, esquivando 
con ellos las cargas proporcionales que deben asumir para alcanzar la paz.  
                                            
172
Fajardo, Luis Andrés. La Ley de Justicia y Paz, Análisis Constitucional, Civilizar Revista Edición número 
11, Universidad Sergio Arboleda, Bogotá.   
173
Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso de las Hermanas Serrano Cruz, sentencia del 1° de 
marzo de 2005, Serie C No.120. párr. 65 
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Ulteriormente,  la Comisión Interamericana se volvió a pronunciar en el 2006174 para respaldar 
la labor de la Corte Constitucional Colombiana en la sentencia C-370 de 2006, pues considera 
que las modificaciones introducidas garantizan de una manera más contundente los derechos 
de las víctimas.  
Posteriormente,  la Corte Constitucional  reiteró que los derechos de las víctimas son la 
condición necesaria de la alternatividad penal175. Igualmente, en la sentencia C-711 de 2011 
se citó al autor Kai Ambos176, explicando como la Justicia transicional debe garantizar por 
igual tanto los derechos de los acusados, como los de las víctimas, y de la sociedad en 
general.  
Por su parte, la Corte Suprema de Justicia, en sede de apelación (de las sentencias de las 
salas de Justicia y Paz de los Tribunales de los Distritos de Bogotá, Medellín y Barranquilla.) 
fue el ―órgano de cierre‖ para las decisiones que se presentaban en la aplicación práctica de 
la ley y de dicha jurisprudencia podemos resaltar las siguientes subreglas:  
 No existe prescripción de la acción penal: cuando un desmovilizado se postula 
renuncia a la prescripción de la pena, y eso no le resta derechos a él, pero si mejora los 
de la víctima. (CSJ, Sala Penal, Sentencia 37084, diciembre 6/12, MP Javier Zapata 
Ortiz) 
 No hay lugar a libertad provisional en Justicia y Paz, pues de ser así, se estarían 
violando los derechos de las víctimas, de tal forma, que esta fue una ―omisión voluntaria 
del legislador‖. (CSJ, Sala Penal, Auto 38710, mayo 23/12 MP Luis Guillermo Salazar.) 
 Se pueden hacer imputaciones parciales, pues en ocasiones es realmente difícil 
llegar a la verdad procesal de todos los delitos confesados (Se pretendía agilizar los 
procesos en la medida en que es más sencillo avanzar por partes, según esta 
providencia) (CSJ, Radicado 32575, auto del 14 de diciembre de 2009, MP María del 
Rosario González de Lesmos) (aun cuando la Corte Constitucional en la Sentencia C-
370 de 2006 fue explicita al decir que las imputaciones debían ser integrales para 
conocer la verdad y los patrones de macrocriminalidad).   
 Para retirarle los beneficios a los postulados de Justicia y Paz se requiere una 
nueva sentencia que compruebe que cometió nuevos delitos. (CSJ, Sala Penal, 
Auto 37696, diciembre 14/11 MP Luis Salazar Otero.) 
 Los postulados no pueden rendir su versión libre por escrito. Es necesario que se 
efectué la Versión Libre con la participación de las víctimas, y la intervención de la 
fiscalía.  CSJ, Sala Penal, Auto 40252 del MP Luis G. Salazar.  
                                            
174
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Pronunciamiento sobre la aplicación de la Ley de 
Justicia y Paz, 2006 Disponible en  
http://www.cidh.org/countryrep/Colombia2006sp/pronunciamiento.8.1.06esp.htm 
175
 ―es evidente que los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación han sido el eje 
central que inspirado al gobierno y al Congreso al momento de producir la ley de Justicia y Paz. Mora 
Sarasti, Roberto, Ley de Justicia y Paz, Justicia Transicional un avance significativo. Revista Colombiana 
de Derecho Internacional, número 006, Universidad Javeriana, Bogotá 2006 
176
Kai Ambos y otros, “El marco jurídico de la Justicia de Transición”, en “Justicia de Transición - Con 
informes de América Latina, Alemania, Italia y España”,  Fundación Konrad Adenauer, Montevideo, 2009. 
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 Solamente los asuntos formales de la ley de descongestión judicial (Ley 1395 de 
2010) se pueden aplicar análogamente en los procesos de Justicia y Paz. Pero 
aquellos sustanciales o que revistan un carácter especial como lo relacionado con la 
reparación de las víctimas no se puede cambiar. (CSJ, Sala Penal, Sentencia 36125, 
agosto 3/11. MP Sigfredo Espinosa.) 
Finalmente, es importante conocer la Sentencia contra Aramis Machado (CSJ  Sala de 
Casación Penal, MP Javier Zapata, sentencia del 6 de diciembre del 2012) por dos razones: 
a) Sobre su condena: Pena alternativa de 6 años por los delitos de concierto para 
delinquir agravado; coautor impropio de la fuga de varios presos; fabricación, porte y 
tráfico de armas agravado. 
b) Sobre el pago de la pena: A pesar de que el postulado se desmovilizó grupalmente en 
el 2004 y se le condenó en el 2010 a 6 años de prisión no fue liberado a medidos del 
2011 como se publicitó en los medios de comunicación177 (―Primer para liberado‖) sino 
que debió esperar a cumplir los 6 años después de ser postulado (30 de marzo del 
2007).  
De lo cual se pueden resaltar dos cosas para el siguiente análisis de la Ley 1592 y su Decreto 
Reglamentario 3011 del 2012: En primer lugar, no todos los postulados son condenados a 8 
años de prisión, pues en este caso Machado fue condenado a solo 6 años,  por lo que convertir 
la pena máxima de 8 años en el requisito mínimo para la sustitución genera serias dudas sobre 
la legalidad de la pena pagada para todos los casos. En segundo lugar, se podría pensar que 
este Decreto modificó la aplicación de la Ley para favorecer el cumplimiento del requisito de la 
pena al ordenar contar el cumplimiento de la misma desde la entrada en vigencia de la Ley 975 
(julio del 2005) en vez de contarlo desde la postulación.   
Ahora bien, el devenir del programa no logró avanzar con la eficiencia esperada por lo que 
debatió su reforma. En ese sentido,  las cifras de los posibles ―desertores‖ del programa hablan 
por sí solas, pues según la  exposición de motivos de las modificaciones introducidas por los 
ponentes el 8 de octubre de 2012 en el segundo debate en el Senado al proyecto de Ley 193 
de 2011 (Gaceta del Congreso de la República No. 681 de 2012) se consideraba que 1600 
postulados estarían en trámites para ser juzgados por la ley ordinaria, es decir, que 
renunciaban a los beneficios (y obligaciones) del programa de Justicia y Paz. También se 
expuso que: 
- 51 Procesados cumplirían los 8 años después de ser postulados antes de diciembre/14. 
- 60 postulados cumplirían los 8 años de procesados sin ser sentenciados cada año. 
- Debe canalizarse la expectativa de su libertad, para conseguir el mayor esclarecimiento 
de la verdad, y de la reparación a las víctimas.  
                                            
177
Este año quedaría libre primer 'para' condenado por Justicia y Paz  
http://www.hchr.org.co/acnudh/index.php?option=com_content&view=article&id=2013:corte-
confirma-que-este-ano-quedara-libre-primer-exparamilitar&catid=63:paramilitares-y-grupos-post-
desmovilizacion&Itemid=91 
TERCER CAPITULO  
73 
 
4.2.2 La Reforma 
Por lo anterior,  se hizo necesaria la modificación  de la Ley 975 a través de la ley 1592 del 
2012, que pretende reorganizar la ejecución de esta ley, particularmente en lo que le 
corresponde a las funciones de la fiscalía, con el ánimo de ―priorizar‖ (principio de enfoque 
diferencial) y estudiar de una manera más eficaz las conductas confesadas por los procesados, 
como por ejemplo, analizándolos desde la macro-criminalidad y enfocándose en los lideres.   
Dicha ley 975se encargó de establecer tanto el monto de la pena que deberían cumplir los 
desmovilizados, como los tipos de delitos que se juzgarían, los tribunales y recursos con los 
que contarían los procesados, así como también los requisitos para permanecer dentro del 
programa y sus beneficios. 
Sobre ella cabe resaltar que: 
I. Fue ―reglamentada‖ a través de la Directiva 001 de la Fiscalía, que expidió el ―Plan de 
acción de casos a priorizar‖ de la Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y la Paz. 
El cual tiene dos fines principales: por un lado darle celeridad a los procesos y por el 
otro  esclarecer los patrones macro-criminales. 
Dentro de la mencionada celeridad a los procesos, se preveía en ese entonces que 1140 
postulados definirían su situación jurídica, y que 71 postulados accederían a la sustitución de la 
medida de aseguramiento, antes de terminar el 2013.  Es importante este dato porque, como 
se explicará más adelante, solo hubo una única sustitución de medida de aseguramiento sobre 
71 previstas y lo mismo ocurrió con la definición de la situación jurídica de los miles de 
procesados puesto que la cifra de los 14 postulados con sentencia definitiva permaneció 
estancada en el 2013. 
II. Esta directiva ha sido analizada y demandada en los siguientes términos: 
El autor Kai Ambos junto a Jonh Zuluaga178 comentan que no existen criterios sólidos para 
establecer cuáles son los ―delitos de alto impacto‖ que se priorizarán, quedando a discreción 
del despacho del fiscal correspondiente. Así mismo, proponen que para la priorización de esos 
delitos debe tenerse presente la capacidad de disuasión a futuro que pueda acarrear la 
investigación y sanción correspondiente.  
Igualmente, señalan que la  mencionada Directiva 001 debió ofrecer más herramientas para la 
recolección de información, especialmente en casos de dirigentes extraditados. Finalmente, 
señalan una preocupación sobre los casos no priorizados, pues se corre el riesgo de quedar 
rezagados y condenados a una dilación injustificada tanto para las víctimas como para los 
                                            
178
 Ambos Kai, y Zuluaga Jhon, Sobre la implementación del sistema de priorización y selección,  artículo 
disponible en http://www.ambitojuridico.com/BancoConocimiento/N/noti20130724-
06sobre_la_implementacion_del_sistema_de_priorizacion_y_seleccio/noti20130724-
06sobre_la_implementacion_del_sistema_de_priorizacion_y_seleccio.asp?Miga=1 
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procesados. Esto es, frente a casos no priorizados ―existe la necesidad de establecer un límite 
de tiempo para reiniciar la actividad investigativa y de juzgamiento, pues algunas se encuentran 
casi a la deriva179”. 
Por su parte, el profesor Rodrigo Uprimny explica que el origen de los problemas en Justicia y 
Paz se debió a la falta de aplicación de las lógicas estratégicas que pudieran enfrentes 
“crimines de sistema”, con las cuales se podía conocer rápidamente el funcionamiento de las 
estructuras paramilitares, para así identificar y juzgar rápidamente a sus máximos 
responsables. Pero como esto no ocurrió, se estudiaron por separado los diferentes casos, y 
ocurrió una priorización en la práctica enfocada hacia los casos más sencillos, por lo cual la 
primera condena en Justica y Paz se dio contra un patrullero y no contra un comandante como 
se esperaba180. 
Existe una demanda de inconstitucionalidad en contra de la Ley 1592, interpuesta por el 
Colectivo de abogados José Alvear Restrepo (la cual hace parte del ―orden día de la Corte pero 
aún no se ha expedido el comunicado de prensa), que debe ser conocida: 
Su argumentación central ataca la priorización pues consideran que las víctimas de delitos que 
quedaron excluidos de ese programa, no podrán conocer en un plazo razonable la verdad de lo 
sucedido, es decir, que si el Estado se enfoca en ciertos lideres o ciertos patrones criminales, 
se estaría violando el derecho a la igualdad de las personas que quedaron por fuera de esa 
priorización. 
Igualmente, le solicitan a la Corte Constitucional que declare inexequible el nuevo artículo 18ª, 
pues consideran que sustituir la medida de aseguramiento intramural implica per sé reconocer 
que no se pudo obtener una sentencia, y por lo tanto, que las víctimas no pudieron conocer la 
verdad sobre lo sucedido. Esto significa que se está rebajando el nivel de exigencia establecido 
por la Corte al decir en la sentencia C-370 de 2006 que esta declaración debía ser total y 
verificada, esto con el fin  de que la misma contribuya a la verdad. Sobre el mismo punto, 
también consideran que en los casos de delitos de competencia de los jueces penales del 
circuito, no es sustituible la medida de aseguramiento.  
Está demanda contraviene en gran parte lo que se ha expuesto en esta investigación, pero 
hace parte del estado de la cuestión, por lo que es oportuna su descripción. 
III. Aplicación por las Salas de Justicia y Paz (en los Tribunales Superiores seleccionados) 
de la sustitución de la medida cautelar, el estudio de la Corte Constitución de la misma, 
y el nuevo decreto reglamentario del Gobierno.  
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4.2.2.1 Los casos específicos  
En las sentencias que profirió la Corte Suprema de Justicia encontramos como patrón la 
denegación de la sustitución de la medida cautelar. Entre otras sentencias relevantes están: 
I. Caso de Félix Quintero Cabrillo, quien recurre ante la Sala de Casación Penal de la 
Corte Suprema de Justicia solicitando la sustitución de su medida cautelar. Su 
apelación es resuelta por el MP Julio Socha Salamanca el 14 de Febrero de 2013. 
De este caso lo más resaltable es el plazo que se tomó el gobierno para aceptar la 
solicitud de postulación del procesado. El señor Félix le solicitó al gobierno que lo 
incluyera en el programa de Justicia y Paz el 16 de Mayo del 2006, y finalmente el 
gobierno aceptó su postulación el 7 de Noviembre del 2007.  
Quiere decir lo anterior que el gobierno se demoró un año y medio en este 
―procedimiento administrativo‖, aun cuando se sabía que este tiempo (cobijado por 
medida cautelar) era un tiempo muerto, tanto para el procesado como para los derechos 
de las víctimas.  
Igualmente la Corte Suprema determina que no le corresponde a los funcionarios de 
Justicia y Paz preservar la libertad de los procesados, de hecho lo considera como un 
―absurdo, y un imposible empírico‖. 
Finalmente declara que le corresponde al procesado demostrar el cumplimiento de los 
requisitos para acceder a la sustitución de la medida cautelar y que eventualmente las 
autoridades podrán corroborar o no ese cumplimiento, basándose entre otras cosas en 
una interpretación de la Sentencia C-456 de 2006. 
En ese orden de ideas le corresponde toda la carga procesal al procesado, es él 
quien solicita la postulación; es él quien solicita la sustitución de la medida de 
aseguramiento; es él quien debe demostrar el cumplimiento de los requisitos para esta 
sustitución de la medida, etc. Por último queda claro que la Corte Suprema no hizo 
ningún reparo en el año y medio que se demoró el gobierno en postular al recurrente, lo 
cual se repetirá en las siguientes sentencias. 
II. Un segundo caso, que sigue la misma ―actitud‖ de la Corte Suprema es el caso de 
Víctor Ossa Ramírez, resuelto en la sentencia del 19 de Junio del 2013 por el MP Javier 
Zapata.  
El desmovilizado fue intervenido quirúrgicamente y requiere atención médica especial. 
El director del centro de reclusión manifestó que le ha prestado la atención necesaria, 
pero que el deterioro de su salud (irrecuperable) ―hace desgastante‖ su manejo por 
parte de la institución. Así mismo, el médico legista dictaminó que “padece grave 
enfermedad incompatible con su vida en reclusión”. 
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La Corte Suprema le negó la sustitución de la medida por dos razones: la primera es 
porque el INPEC ha hecho lo que ha estado a su alcance para que reciba la atención 
médica, y segundo porque ―se trata de un proceso dentro del cual se impone atender la 
percepción de justicia de las víctimas, la cual se vería burlada si llegare a considerar 
que uno de quienes integraron esas milicias ilegales viva en el lugar de su 
residencia181‖. 
Es decir, que la Corte Suprema considera que se puede hacer una excepción a la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional (Sentencia C 318 de 2008) y negar la 
sustitución de la medida, por cuando priman las particularidades de Justicia y Paz, entre 
las cuales estaría la ―protección de la percepción de justicia con las víctimas”. 
Cabría preguntarse si además de la ―percepción de justicia‖, también se requeriría una 
efectiva protección de los derechos, pues aun cuando el cuadro clínico del 
desmovilizado empeora constantemente la Corte no le hace ningún llamado a la 
Fiscalía para que avance con celeridad en su caso antes de que el estado de salud del 
procesado siga empeorando. Causando con ello dificultad en el esclarecimiento de los 
hechos y demás aportes reales que pudiera hacer a los derechos de las víctimas, que 
se supone es la prioridad de la Corte Suprema y la justificación para denegarle la 
sustitución de la medida de aseguramiento por una de tipo domiciliaria a un enfermo 
crónico.   
III. Un tercer caso, de interesante análisis, es el de Dicson Botía Jacome, resuelto por la 
Corte Suprema de Justicia el 06 de marzo del 2013 por la MP María González M.  
El recurrente solicita la sustitución de la medida de aseguramiento. Dice que ha 
permanecido en establecimiento carcelario desde junio del 2003 y que se le certificó su 
desmovilización del grupo en abril del 2006, pero solo hasta mayo del 2007 fue 
postulado por el gobierno.  
Por lo anterior, la Corte le niega la sustitución de la medida de aseguramiento hasta que 
cumpla los 8 años en el programa de Justicia y Paz, contados desde la postulación, que 
se vendrían a cumplir en mayo del 2015. 
En otras palabras, es un desmovilizado que se entregó voluntariamente en el 2003, el 
Estado conocía su caso y sus delitos pues lo procesó entre el 2003 y el 2006 que es 
cuando además recibe la certificación por parte de un líder paramilitar de que si hacia 
parte de su grupo. No obstante lo anterior, el Estado se demoró un año para postularlo, 
lo cual se convertirá en un año más de prisión sin sentencia.  
IV. En este mismo sentido, se resolvieron los casos de Jesús Muñoz Blanco y Eugenio 
Niño Niño, los cuales fueron decididos en la sentencias del 29 de mayo del 2013 por el 
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MP Gustavo Malo y en la sentencia del 19 de Junio del 2013 por la MP María González. 
En ambos casos se reitera que es necesario el cumplimiento de los 8 años con medida 
de aseguramiento intramural después de haber sido postulados por el gobierno, para 
obtener la sustitución de la medida de aseguramiento. 
Parece ser de acuerdo a lo anterior que la Corte Suprema de Justicia comparte con el 
legislador el supuesto de que todos los procesados en Justicia y Paz van a ser 
condenados en primera y segunda instancia a 8 años de prisión, y en esa medida 
pueden permanecer cobijados con medida de aseguramiento intramural esos 8 años. 
Apoyando tácitamente los plazos que se ha tomado la Fiscalía para impulsar estos 
procesos, y dejando pasar la oportunidad de al menos preguntarse ¿Qué pasaría si a 
estas personas a quienes se les negó la sustitución de la medida son al final del 
proceso condenados por sentencia en firme a un tiempo inferior al que pasaron 
recluidos cobijados por la medida cautelar? 
4.2.2.3 El decreto 3011 del 2013; su impacto en las decisiones de la Corte Suprema 
que permiten las sustituciones de la medida privativa de la libertad, la 
Sentencia de la Corte Constitucional, y la última sentencia de la Corte 
Suprema en Justicia y Paz. 
 El nuevo decreto 3011 de 2013 
El 26 de diciembre del 2013 se expidió el Decreto reglamentario 3011 del mismo año. El cual 
pretende articular coherentemente la Ley 975, la Ley 1448 (restitución de tierras) y la Ley 1592 
para garantizar los derechos de las víctimas y darle  celeridad al procedimiento. 
En lo que respecta a nuestra investigación conviene explicar que el decreto divide el programa 
en de Justicia y Paz en dos fases, una fase administrativa y otra fase judicial. En la fase 
administrativa explica cómo se organizaran las postulaciones de acuerdo a la fecha de la 
desmovilización individual o colectiva del procesado. Pues existen diferentes casos a lo largo 
del proceso, por ejemplo algunas personas se desmovilizaron y entregaron a la justicia antes 
de la entrada en vigencia de la ley 975; otras personas se entregaron después de la entrada en 
vigencia de dicha ley; y también está el caso de las personas que sin ocasión del proceso de 
desmovilización se habían entregado o se habían capturado pero que al coincidir su situación 
con la de los otros semejantes pidieron ingresar al programa de Justicia y Paz.  
Así las cosas, al ser situaciones fácticas distintas recibirán un trato distinto, es decir, que aún 
cuando todos fueran desmovilizados, no todos ingresos en el mismo momento ni bajo la misma 
circunstancia, por ello, si la persona se entregó voluntariamente en medio de la elaboración de 
la ley 975 el gobierno le reconoce sus beneficios a partir de la entrada en vigencia de dicha ley, 
pero si fue capturado o se entregó voluntariamente sin ocasión del proceso de desmovilización 
deberá esperar a la postulación administrativa para que se le empiece a contar el requisito.    
Finalmente se explica cuáles serán las entidades competentes para estudiar y avalar su 
postulación ante la Fiscalía. 
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Sin embargo, y al igual que en ocasiones anteriores, el gobierno no establece plazos para el 
procedimiento administrativo, aun cuando en los considerandos del decreto reconoce que tras 
8 años de funcionamiento del programa debe imprimírsele celeridad al mismo, sin olvidar 
tampoco, que de la postulación depende el inicio del proceso con su ―versión libre‖ y la 
participación de las víctimas con sus interrogatorios y aporte de pruebas. 
En ese orden de ideas, se consolidó el procedimiento administrativo del programa de 
Justicia y Paz sin términos establecidos, que en la práctica puede tomar un año y medio 
como se explicó en el caso de Félix Quintero. Totalmente diferente al primer programa 
adelantado bajo la ley 418 y concordantes, que reglamentó en su Decreto 128 del 2003 un 
procedimiento administrativo similar en solo 20 días.  
En cuanto a la fase judicial establece términos procedimentales como: 
a) Para la versión libre el fiscal deberá citar con 15 días de anticipación a las víctimas. 
b) A su vez, antes de la versión libre el fiscal encargado solicitará la suspensión de los 
demás procesos en la justicia ordinaria por los hechos relacionados con su participación 
en el grupo armado. 
c) Repite los términos de imputación,  aceptación de cargos, y lectura de la sentencia 
establecidos en la ley 975 (no podría ser de otra forma en un Decreto). 
d) Terminación anticipada del proceso: introducida por el artículo 18 de la ley 1592 es un 
avance sustantivo en cuanto a darle celeridad y economía procesal a los postulados. 
Pues permite que si en un proceso análogo se ha esclarecido la verdad y la estructura 
del grupo un armado, el postulado sencillamente acepta las cargos y obtiene su 
sentencia.  
e) Sobre la sustitución de la medida de aseguramiento y el cumplimiento de los requisitos 
hace una serie de diferenciaciones casuísticas en cuanto al momento de la 
desmovilización, la entrega, el ingreso a un centro penitenciario, la entrada en vigencia 
de la ley 975, y la fecha de la postulación.  Igualmente, impone la carga de certificar que 
no ha cometido nuevos hechos punibles, y que si entrego todos los bienes disponibles 
para acceder a la sustitución de la medida.  
f) Finalmente establece transitoriamente unas normas para los fiscales y magistrados a fin 
de adecuar el procedimiento a este nuevo estándar, así que si tienen programada una 
versión libre o una imputación deberán reprogramarla hasta que se hagan los ajustes 
respectivos. 
 Su impacto en las decisiones de la Corte Suprema que permiten las 
sustituciones de la medida privativa de la libertad 
A. Finalmente, el 18 de Diciembre del 2013, se da la primera sustitución de la medida 
cautelar para el postulado Jhon Jairo Álvarez Manco quien a través del Acta 208 del 
2013 de la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior de Medellín obtiene su ―libertad 
condicional‖. (Cabe recordar que, cuando se expide la Directiva 001 de diciembre del 
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2012 por la Fiscalía, se proyectaba la sustitución de la medida de aseguramiento para 
71 postulados a finales del 2013. Sin embargo, solo se efectuó una)  
En dicha audiencia, se escucharon a las partes, la Fiscalía no se opuso y la defensa 
de las víctimas se acogió a la posición de la Fiscalía. Acto seguido el magistrado 
encargado reviso uno por uno los requisitos necesarios para la sustitución, y ordenó 
dar traslado a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad para 
que “se suspendiera la ejecución de la pena y el postulado pueda obtener su 
libertad”, a cambio de comprometerse a continuar colaborando en el programa de 
Justicia y Paz, y de participar en los programas de reinserción.  
B) El 27 de Marzo del 2014, la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior de Medellín 
se le concede la sustitución de la medida preventiva al postulado Víctor Quintero 
Calle, quien se desmovilizó colectivamente el 15 de diciembre del 2005 estando en 
libertad, por lo que cumplió el requisito en diciembre del 2013. 
En la diligencia pudieron intervenir la defensa, la Fiscalía y  la representación de las 
víctimas. Todos estuvieron de acuerdo con el cumplimiento de los requisitos, y se le 
concedió la sustitución. El elemento de análisis nuevo en este caso es que el señor 
Quintero contaba con otras sentencias de la justicia ordinaria, por hechos que 
también hacen parte del programa de Justicia y Paz así que fue necesario ordenar 
la suspensión de la ejecución de esas penas ya sentenciadas.  
Dichas sustituciones alivian la carga generada por el proceso penal para los desmovilizados, 
consiguiendo con ello elevar el estándar de protección del plazo razonable, al menos en lo 
referente al ―cuarto elemento‖ establecido en la Jurisprudencia de la Corte IDH denominado 
―Afectación generada por la duración del proceso182‖ (analizado en el primer capítulo) en 
donde la Corte ha manifestado que debe tenerse presente la afectación que genera sobre el 
procesado la extensión en el tiempo del proceso, de tal forma que entre mayor sea la 
afectación, mayor debe ser la celeridad que le dé el Estado para resolver su situación. 
Está libertad condicional no libera al desmovilizado de su carga procesal, por cuanto no ha 
recibido sentencia que defina del todo su situación jurídica (sin olvidar tampoco que el derecho 
al plazo razonable abarca también la resolución a la impugnación que pudieran interponer). 
Pero de todas maneras,  es un avance para que pueda reintegrarse de acuerdo a las políticas 
del programa transicional y para que la carga de la violación al debido proceso disminuya.   
 La sentencia de la Corte Constitucional                                                                                   
La Corte Constitucional se pronunció sobre otra demanda contra la Ley 1592, en contra del 
artículo 19 (18ª en la ley 975) a través de la Sentencia C 015 del 23 de enero del 2014, MP 
Mauricio González. 
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Básicamente el demandante alegó que se está vulnerando el derecho a la igualdad de los 
procesados por el momento en que se entregaron, por cuanto unos lo hicieron con la 
desmovilización de su grupo en vigencia de la ley 975 y otros lo hicieron con antelación a la 
desmovilización grupal.  
En igual sentido respondió la Corte Constitucional, aplicando su Test de igualdad y 
determinando que no se vulneró el derecho a la igualdad por cuanto los procesados no se 
encontraban en una misma situación jurídica, así que es exequible que ante diferentes 
situaciones jurídicas se les dé un trato distinto. Quiere decir lo anterior que, si estas personas 
se entregaron a la justicia antes de la entrada en vigencia de la Ley 975 este tiempo de 
reclusión no va a contar para cumplir sus 8 años de pena. 
No obstante, queda un vacío en la demanda, por cuanto el demandante olvidó demandar el 
requisito de la postulación, no por lo que es, sino por cómo se obtiene. Es decir, que no solo 
hay diferencia en el trato por que se hayan desmovilizado antes o después de la entrada en 
vigencia de la Ley 975, sino que además existe un periodo de tiempo entre la entrada en 
vigencia de la ley y la postulación del procesado por parte del gobierno. Este lapso distan  aún 
más la posibilidad de obtener la sustitución de la medida cautelar.  Claro que como no se 
demandó, tampoco lo estudió la Corte.  
 La sentencia más reciente de la Corte Suprema en Justicia y Paz 
En cuanto al caso de Jhon Salazar Sánchez (que se resuelve en sede de apelación por, a 
través de la sentencia del 9 de Abril del 2014, del MP José Bustos Martínez) se puede decir 
que es una sentencia interesante por cuanto se analiza tanto los alcances de la ley 1592, como 
de su decreto reglamentario 3011 del 2013 e incluso a la Sentencia C 015 del 2014, además de 
ser la última providencia de la Corte Suprema para el momento de esta investigación. 
Básicamente es el caso de un postulado que solicita la sustitución de la medida cautelar 
privativa de la libertad y se la niegan en primera instancia por cuanto él fue postulado por el 
gobierno el 15 de agosto del 2006,  por lo que cumpliría los 8 años del requisito hasta el 15 de 
agosto del 2014. 
Sin embargo el recurrente alega que se entregó en diciembre del 2004, estando en libertad, 
junto con su grupo paramilitar. Así que ha pasado más de 8 años en un centro penitenciario. En 
última instancia, solicita se cuente el periodo del requisito a partir de la entrada en vigencia de 
la ley 975 del 2005 (numeral 2do del artículo 38 del Decreto 3011 de 2012), por lo que desde 
mediados del 2013 podría obtener su libertad condicionada. 
Considera la Corte Suprema que se debe diferenciar la medida privativa de libertad de lo que 
es la pena alternativa,  entendiendo a la medida privativa como una ―valoración previa del 
tiempo que los desmovilizados han estado privados de la libertad‖ con miras a una pena futura 
al final del proceso, del cual no se pueden desligar. 
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También se hace un análisis de las potestades reglamentarias del Presidente, en concordancia 
con la Sentencia C-748 del 2011, para determinar la vinculatoriedad del decreto 3011 del 2012, 
y su tarifa de requisitos para la sustitución de la medida privativa, pues considera la Corte que 
esto convertiría a los magistrados en ―meros verificadores documentales”. 
Igualmente problemático le parece a la Corte imponer nuevas cargas en ese decreto, como por 
ejemplo que la Fiscalía certifique la no comisión de nuevas conductas (o la no entrega de todos 
los bienes) posteriores a su postulación pues ello va en contra vía de los ―principios de 
inocencia y de la buena fe183‖ es decir, que esta certificación es inútil, por cuanto lo que debería 
proceder es que una vez probada la comisión de dichas conductas se expulse al postulado del 
programa. En otras palabras, que esas certificaciones se convierten en una carga procesal 
para el postulado que dilata la obtención de la medida sustitutiva.  
En sus palabras la Corte expresó: “insinúa el incumplimiento de las expectativas de libertad  
que los desmovilizados tenían luego de ochos años de privación de la libertad, siendo leal y 
justo, que el Estado les cumpla a quienes honraron sus compromisos”. 
También determina que en todo caso el legislador les confió a los magistrados de Justicia y 
Paz la valoración y evaluación de los requisitos para acceder a la sustitución de la medida 
privativa, más allá de ser un simple verificador.  
Concluye  la Corte (a diferencia del ad quo) que el procesado si cumplía con los 8 años 
bajo medida privativa de la libertad requeridos, pero que al no haber adjuntado la 
información necesaria para saber con certeza que ocurría –o no—en otros procesos de 
la justicia ordinaria, (que debieran suspenderse concomitantemente) la Corte no puede 
ordenar, sin esa certeza, la sustitución de la medida privativa de libertad.  
 Para cerrar este capítulo, y a mero título de información es interesante conocer  el cubrimiento 
que hizo el portal de verdadabierta.com184sobre las solicitudes de liberación del Bloque Calima 
donde 26 de sus miembros solicitaron la libertad condicionada. Una parte de ellos estuvo en la 
cárcel antes de la entrada en vigencia de la Ley 975, y otra parte se desmovilizó en razón de 
dicha ley. Si nos enfocamos en el caso de los que se desmovilizaron para acogerse a la ley 
alternativa, se concluye que lo hicieron desde diciembre del 2004, aun así, ellos hicieron las 
cuentas de los 8 años desde julio del 2005, fecha en la que entro a regir la ley 975, por lo que 
desde agosto del 2013 consideraban que su pena máxima estaría pagada, y estarían pasando 
un tiempo extra legal al de la pena máxima de permanecer privados de su libertad,sin embargo, 
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efectiva del derecho a la defensa y acompaña al acusado durante toda la tramitación del proceso hasta 
que una sentencia condenatoria que determine su culpabilidad quede firme. Este derecho implica que el 
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paz/legislacion/4897-de-manera-masiva-ex-paramilitares-piden-libertad 
TERCER CAPITULO  
82 
 
se les negó su solicitud por cuanto contarían el tiempo únicamente desde su postulación(es 
decir desde el 2009 o 2010 dependiendo del caso).  
Si bien está respuesta negativa de los magistrados de Justicia y Paz es concordante con lo 
establecido en la ley 1592, podría variar caso a caso si se aplica lo estipulado en el decreto 
3011 del 2012 (contar de acuerdo al caso, los 8 años desde la postulación o desde la entrada 
en vigencia de la ley 975). Pero más importante que este test de igualdad, es determinar si se 
les respetó o no el derecho al debido proceso en cuanto a la garantía del plazo razonable en 
sus procesos (pues el plazo razonable hace parte del núcleo esencial al debido proceso, y 
ningún proceso se puede adelantar sin él185) lo cual requiere validar la hipótesis del problema 
investigativo. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
4.3Aplicación del estándar de protección al derecho del plazo razonable en el caso 
específico de Justicia y Paz 
 
Básicamente el marco teórico que se desarrolló a lo largo de los capítulos consistía en mostrar 
como el derecho al plazo razonable ha sido un concepto dinámico, que ha evolucionado a 
lo largo del tiempo, incluyendo y descartando diferentes maneras de entenderlo y 
protegerlo (como cuando se incluían o descartaban elementos en su test). También vimos 
como a falta de un verdadero plazo (perentorio y previamente determinado) se podía 
compensar su vulneración con una disminución de la pena privativa, y como también se le 
ordenaba a los Estados garantizar más eficazmente su aparato administrativo para evitar la 
sistematización de esta vulneración. Finalmente vimos que una manera de evitar la 
continuación de la violación a este derecho se podía conseguir con acciones específicas antes 
                                            
185
Corte Constitucional, Sentencia T 572 de 1992 MP Jaime Sanin 
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los superiores jerárquicos de los jueces encargados del proceso, y se propone que alguna 
acción similar sea implantada en nuestro sistema, bajo la lógica de que si los derechos 
humanos son universales los mecanismo para su protección también deben serlo.   
 
Sin olvidar tampoco que en la medida en que se proteja el plazo razonable en los procesos de 
Justicia y Paz no solo se está favoreciendo a los postulados sino también a sus víctimas pues 
de lo contrario se ―revictimiza‖ por la morosidad judicial186 y por la imposibilidad de recurrir para 
hacer valer su derecho a conocer la verdad con la mayor diligencia posible. Es decir, que el 
derecho al plazo razonable tiene una doble dimensión, una doble afectación, lo cual 
debería potencializar el interés del Estado para su debida protección. 
 
 
4.2.a) En ese orden de ideas anteriormente desarrollado se detectan dificultades en el 
programa de Justicia y Paz que hacen pensar en la validez de la hipótesis, por ejemplo:  
 
i. Nuestra Corte Constitucional no es contundente al aceptar la necesidad de 
descongestionar los despachos judiciales que contribuyen por la fuerza de su 
abundancia a la congestión judicial (Sentencia T-527-09, que se remite a la 
anteriormente cita sentencia T-1249 de diciembre 16 de 2004, M. P. Humberto Antonio 
Sierra Porto). Se limita la Corte a decir que existirá dilación injustificada cuando 
reiteradamente los operadores judiciales incumplan con sus obligaciones.  
 
Son conocidas otras crisis nacionales en donde la Corte Constitucional ha declarado el 
estado de cosas inconstitucional para exigir soluciones concretas al gobierno, como lo 
ha hecho con la crisis de los desplazados desde la sentencia T-025-04, en las cuales se 
acerca más al cumplimiento de las obligaciones contenidas en los artículos 1 y 2 sobre 
adopción de medidas internas187 tal y como se explicó en el capítulo segundo. 
 
En ese orden de ideas, si se hubiera ordenado al gobierno la implementación de un 
programa estructurado de descongestión judicial y si esa misma filosofía se hubiera 
impuesto en las sentencias de Justicia y Paz (como la sentencia C 370 del 2006) no 
habríamos llegado a la crisis el programa cuando apenas arrancaba en el 2006, pues 
con solo 19 fiscalías188 en la Unidad de Justicia y Paz fue materialmente imposible 
hacerle frente a 400 000 hechos denunciados lo cual desembocó finalmente en la 
reforma de la ley 1592 que apenas y consigue garantizar el derecho a la libertad (o el 
principio de que no existirá pena sin ley pues al superar los 8 años en prisión estarían 
pagando una pena sin sentencia, y sin ley como se ha explicado reiteradamente). 
                                            
186
 Corte Constitucional  Sentencia  T 171 del 2006 MP Clara Inés Vargas 
187
 CorIDH Casos de Gómez Palomino y Almonacid Arellano. 
188
Álvarez, Marcelo, ―Priorización de casos en escenarios de ‗macrovictimización‘ no implica impunidad‖ 
disponible en http://www.ambitojuridico.com/BancoConocimiento/N/noti-121129-
08%28marcelo_alvarez_priorizacion_de_casos_en_escenarios_de_macrovictimizacion_no_imp%29/noti-
121129-
08%28marcelo_alvarez_priorizacion_de_casos_en_escenarios_de_macrovictimizacion_no_imp%29.asp 
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En otras palabras, argumentar que la sobrecarga de trabajo de los operadoresno hace 
parte de la violación  al plazo razonable en nuestro país, no se corresponde con su 
función integradora del bloque de constitucionalidad que ha adelantado la Corte 
Constitucional (como se explicó en el capítulo segundo). Como se ha expuesto 
reiteradamente en este trabajo, es una obligación convencional del Estado utilizar todos 
los medios a su disposición para garantizar los derechos de sus ciudadanos, pero se 
agrava la violación cuando la Corte IDH sostiene que el no utilizar todos estos medios, 
es una manera en la que el Estado fomenta la impunidad189.   
 
Además la Corte IDH en el caso de la Masacre de las Dos Erres190 fue totalmente 
explicita al decir que la obligación del Estado consiste en adoptar las medidas internas 
necesarias para cumplir con sus obligaciones internacionales, incluyendo, la obligación 
de dotar a las autoridades judiciales de todos los medios necesarios para adelantar su 
labor. Por lo que hoy día esta afirmación es insostenible. 
 
ii. Nuestra Corte Constitucional considera que las dilacionessí son subsanables. Pero no 
explica ni sugiera cual es el mecanismo idóneo para realización y y supervisarla correcta 
―subsanación‖ procesal191, quedando entonces como única opción la tutela que es un 
recurso excepcional y subsidiario. 
 
Más grave aún, el Estado no es consecuente con los principios enunciados por la Corte 
para subsanar la dilación injustificada. Esto es, dice la Sentencia que se aplicara la 
subsanación de manera excepcional ante situaciones ―imprevisibles e ineludibles” (lo 
cual no es el caso de Justicia y Paz pues son 8 años en la misma situación), igualmente 
dice la Corte que la corrección debe ser ―urgente y preferente” (es difícil que sea 
preferente cuando hay cientos de casos iguales). Si el Estado se guiara por estos 
principios, entonces la Ley 1592 introduciría además del principio de ―priorización” (por 
gravedad de los hechos y su impacto social), el  principio de descongestión judicial. Más 
claro aún, el gobierno al expedir el decreto 3011 del 2012 no habría ordenado cancelar 
las diligencias de Versión Libre o de formulación de cargos, como lo ordena (para 
―adecuarse‖ a los nuevos estándares), por el contrario se habría enfocado en darle total 
celeridad a las audiencias para ajustarse a los tiempos del proceso, de manera urgente.  
 
iii. Nuestro legislador, en concordancia con lo propuesto por la Fiscalía reformó la ley 
de Justicia y Paz a través de la ley 1542,  en la cual propone un plan para acelerar 
los casos considerados como de mayor impacto, sin asegurar en igualdad de 
condiciones, el derecho al plazo razonable de todos los procesados (incluyendo a 
                                            
189
 CorteIDH Caso de la ―Panel Blanca‖ (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo, supra nota 29, 
párr. 173; Caso Anzualdo Castro Vs. Perú, supra nota 28, párr. 179, y Caso Garibaldi Vs. Brasil, supra 
nota 23, párr. 141 
190
 CorteIDH CASO DE LA MASACRE DE LAS DOS ERRES VS. GUATEMALA*. SENTENCIA DE 24 DE 
NOVIEMBRE DE 2009 
191
 Corte Constitucional T 171 del 2006, de la MP Clara Inés Vargas 
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los postulados de los casos no priorizados) y sus víctimas correspondientes. En ese 
sentido, además de dejar dudas sobre el derecho a la igualdad, también queda la 
ausencia de una respuesta para corregir la dilación procesal presentada, la cual, según 
la Corte constitucional debe ser urgente y preferente192. 
 
iv. El segundo punto en contra de esta reforma es que el garantizar la libertad personal 
de los procesados no enmienda su violación al plazo razonable por completo, es 
cierto que contribuye a aliviar la carga procesal en concordancia con el cuarto 
elemento193 de la afectación por la duración del proceso. Y lo más preocupante es que 
no garantiza que los procesados ―liberados‖ no hayan pagado una pena sin ley, pues 
como hemos visto existen casos en que son condenados a  6 años y no 8. Igualmente 
es importante recordar que el proceso puede tener una segunda instancia, y que el 
derecho al plazo razonable también cubre ese periodo (―hasta que se dicte sentencia 
definitiva)194. Finalmente y como lo señala el colectivo José Alvear Restrepo, estas 
personas están quedando libres sin que hayan cumplido con la totalidad de sus 
obligaciones frente al programa y sin una sentencia en firme, lo cual no es su culpa.   
 
v. Sobre el plazo razonable de la ―postulación‖ es importante recordar que  
independientemente de que hubiera sido el gobierno y no el aparato judicial, quien 
administrara las postulaciones, la responsabilidad y la identidad del Estado es una 
sola, mucho menos podría decirse que por haber sido manejado este programa por el 
gobierno pierde las garantías judiciales que cobijan a todos los procesados, pues estas 
garantías son exigibles tanto en los procesos judiciales como en los administrativos, y 
así lo ha sostenido la CorteIDH195. 
 
En ese sentido, lo que hizo el gobierno en el decreto 3011 de Diciembre del 2012 debió 
introducido en la ley 1592, o en su defecto así lo debió modular la Corte Constitucional 
en  su Sentencia C 015 del 2014, pero como lo mencionamos anteriormente la demanda 
no introdujo este aspecto y la Corte por sí sola no llegó hasta ese punto.  
 
Finalmente, el gobierno, en dicho decreto, debió establecer de manera retroactiva y 
general el derecho a que se contaran los 8 años de prisión preventiva (necesarios 
para la sustitución de la medida de aseguramiento) desde la entrada en vigencia 
de la ley 975 (julio del 2005), pues era la mejor manera de corregir el dilatado 
termino que se tomaron en las postulaciones, que como se mostró en el caso de 
Félix Quintero duró un año y medio, en un procesado que ya llevaba 3 años bajo 
investigación, y bajo medida privativa de la libertad por lo que el Estado ya contaba con 
toda la información necesaria para postularlo o no al momento de la solicitud.  
                                            
192
Idem 
193
 Corte IDH caso Valle Jaramillo contra Colombia 2008 
194
 Corte IDH caso Valle Jaramillo contra Colombia 2008, párr. 154 
195
 "es un derecho humano el obtener todas las garantías que permitan alcanzar decisiones justas, no 
estando la administración excluida de cumplir con este deber. Las garantías mínimas deben respetarse 
en el procedimiento administrativo y en cualquier otro procedimiento cuya decisión pueda afectar los 
derechos de las personas" (párr. 127) CorteIDH, Caso Baena Ricardo contra Panamá, 2001 
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4.2b) Ahora bien, para terminar a título de validación de la hipótesis es conveniente 
realizar un ejercicio académico de carácter hipotético.  
 
En ese sentido es oportuno analizar de manera breve e hipotética como se presentaría una 
acción de carácter internacional (Queja ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos) 
de un ciudadano sometido al proceso de Justicia y Paz que alega haber permanecido en prisión, 
por un tiempo superior al de su condena.  
 
El ciudadano ―Aramis Machado‖ interpuso una quejaante el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos solicitando que se declare al Estado colombiano internacionalmente 
responsable por la violación a sus derechos de la libertad personal; de principio de legalidad 
y retroactividad;y de protección y garantías judiciales (artículos 7, 9, 8 y 25 de la Convención 
Interamericana de Derechos Humanos). 
 
Alega la defensa de la víctima (presunta) que el ciudadano intentó la protección a sus 
derechos de acuerdo a los recursos internos, dispuestos en la ley 975 llegando incluso a la  
Corte Suprema de Justicia (CSJ , Sala de Casación Penal, MP Javier Zapata, sentencia del 
6 de diciembre del 2012) sin obtener la protección solicitada, y que además ha agotado los 
recursos internos para la reparación de la supuesta vulneración. 
 
Argumenta que su estancia en prisión fue contravencional, por cuanto el Estado no adelantó 
su proceso dentro de un plazo razonable, de tal suerte que dicho proceso se alargó  por un 
periodo superioral de su condena. 
 
En concreto, sobre su violación a las Garantías Juridiciales y Protección Judicial (artículos 8 
y 25)196 alega el peticionario que debe aplicarse la Jurisprudencia de la Corte, como la 
desarrollada en el siguiente caso:  
 
“El derecho de acceso a la justicia debe asegurar la determinación de los derechos de la 
persona en un tiempo razonable. La falta de razonabilidad en el plazo constituye, en 
principio, por sí misma, una violación de las garantías judiciales197. En ese sentido, la Corte 
ha considerado los siguientes elementos para determinar la razonabilidad del plazo198 : a) 
complejidad del asunto; b) actividad procesal del interesado; c) conducta de las autoridades 
judiciales, y d) afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el 
proceso.” 
                                            
196
  CorIDH CASO FORNERON E HIJA VS. ARGENTINA del 2012 
197
 CorIDH Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y  
Costas. Sentencia de 21 de junio de 2002. Serie C No. 94, párr. 145, y Caso González Medina y 
familiares  
Vs. República Dominicana, supra nota 10, párr. 257.  
 
198
 Cfr. Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de enero de 
1997. Serie C No. 30, párr. 77, y Caso González Medina y familiares Vs. República Dominicana, supra 
nota 10, párr. 255 
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Por lo que analizará los 4 elementos:  
 
i. En cuanto al primer elemento se procesa a un desmovilizado en el marco del programa 
de Justicia y Paz por delitos como concierto para delinquir agravado, fabricación y porte 
de armas de uso privativo de las fuerzas armadas, coautoría impropia en la fuga de dos 
prisioneros.  
 
Dichas conductas están enmarcadas dentro los posibles delitos a juzgar dentro del 
programa y no tuvieron mayor impacto social, en comparación con otros ―crímenes de 
sistema‖, por lo que no representan especiales ni inusuales complejidades para el 
Estado. 
 
ii. Respecto de la actividad procesal del interesado se constató que cumplió con sus 
compromisos del programa de Justicia y Paz contribuyendo a resarcir los derechos de 
las víctimas. 
 
iii. En cuanto a la actividad de las autoridades: el procesado estuvo a disposición de las 
autoridades desde diciembre del 2004 y es condenado en junio del 2011 a una pena de 
seis años, es decir, que estuvo bajo medida privativa de la libertad 6 años y medio al 
momento de ser proferida susentencia.  
 
Si bien, podría alegarse que la entrada en vigencia de la ley 975 se dio hasta Julio del 
2005, el Tribunal no tomó esa fecha como punto de partida para el cumplimiento de su 
pena, sino que tomo como referencia la postulación realizada por el gobierno en marzo 
del 2007 y ordenó su permanencia en prisión hasta marzo del 2013, lo cual fue 
confirmado por la Corte Suprema de Justicia de Colombia.  
 
Alegaba el Estado que tuvo serias dificultades de infraestructura administrativa para 
resolver todos sus procesos, y por eso se demoró dos años y tres meses en postular al 
desmovilizado, y que además sus Tribunales estaban cumpliendo con lo estipulado en 
su marco jurídico. 
 
Pero no es posible alegar obstáculos internos, tales como la falta de infraestructura o 
personal para conducir los procesos judiciales para eximirse de una obligación 
internacional 199 . En similar sentido, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha 
determinado que una sobrecarga crónica de casos pendientes no es una justificación 
válida del retraso excesivo200.  
 
iv. Finalmente ha considerado la Corte que también debe analizarse si la excesiva duración 
                                            
199
 Cfr. Caso Garibaldi Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 23 de septiembre de 2009. Serie C No. 203, párr. 137.  
200
 Cfr. TEDH. Caso Probstmeier Vs. Alemania (No. 20950/92), Sentencia de 1 de julio de 1997, párr. 64, 
y Caso Samardžić y AD Plastika Vs. Serbia (No. 2844/05), Sentencia de 17 de julio de 2007, párr. 41. 
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del proceso acarrea un mayor daño al procesado, en cuyo caso es necesario avanzar 
con mayor diligencia para resolverlo en el menor tiempo posible201.  
 
En el caso en particular, la afectación que sufrió el procesado fue una excesiva privación 
de su libertad, en consideración a que estuvo durante 7 años y 9 meses en prisión 
después de entrar en vigencia la Ley que lo condenó. Le preocupa a la Corte que una 
vez expedido el decreto 3011 del 2012 por parte del Ejecutivo (en donde se reconoce 
que en ciertos casos el tiempo privado de la libertad debe contarse desde la entrada en 
vigencia de la ley 975) no se haya ordenado la puesta en libertad inmediata del 
procesado, ya que si el decreto aplicaba para la sustitución de medida cautelar, con 
mayor razón debía aplicarse para el cumplimiento de penas en firme.  
 
Por lo anterior considera el peticionario que hay lugar a condenar al Estado por la violación a su 
derecho a la Protección y garantías Judiciales.  
 
En cuanto a la libertad y el principio de legalidad expone la defensa que: 
 
De acuerdo a la jurisprudencia de la Corte202  en un Estado de Derecho, los principios de 
legalidad e irretroactividad presiden la actuación de todos los órganos del Estado, en sus 
respectivas competencias, particularmente cuando viene al caso el ejercicio de su poder 
punitivo203.  
 
Igualmente considera que decidir contar el cumplimiento de su pena desde la postulación 
realizada por el Gobierno era la interpretación menos favorable para su caso. Igual argumento 
se puede exponer en los otros procesos que adelantó la justicia ordinaria por cuanto esa era la 
ley menos favorable y cualquier interpretación en ese sentido contraviene la jurisprudencia de la 
Corte IDH que ha establecido que se deberá aplicar la ley más favorable entendiéndola como 
―aquella que establece una pena menor respecto de los delitos, como a la que comprende a las 
leyes que des-incriminan una conducta anteriormente considerada como delito, crean una 
nueva causa de justificación, de inculpabilidad, y de impedimento a la operatividad de una 
penalidad, entre otras.‖204.   
 
Igualmente es preciso recordar que la CorIDH en diversas ocasiones ha aplicado el principio de 
la norma más favorable para interpretar la Convención Americana, de manera que siempre se 
elija la alternativa más favorable para la tutela de los derechos protegidos por dicho tratado205. 
                                            
201
 Cfr. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de 
noviembre de 2008. Serie C. No. 192, párr. 155, y Caso Kawas Fernández Vs. Honduras. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de abril de 2009, Serie C No. 196, párr. 115. 
202
 CorIDH Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay de 2004 
203
 Caso Baena Ricardo y otros, supra nota 139, párr. 107 
204
 CorIDH Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay de 2004 
205
 Cfr. Caso Herrera Ulloa, supra nota 15, párr. 184; Caso Baena Ricardo y otros, supra nota 139,  
párr. 189; Caso Baena Ricardo y otros. Excepciones Preliminares. Sentencia de 18 de noviembre de 
1999. Serie C No. 61, párr. 37; y Ciertas Atribuciones de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (arts. 41, 42, 44, 46, 47, 50 y 51 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión 
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Finalmente,  sobre el cumplimiento de la pena, recuerda el peticionario que en su caso y en el 
caso de sus compañeros ―se estaría cometiendo una injusticia al privar de libertad, por un plazo 
desproporcionado respecto de la pena que correspondería al delito imputado, a personas cuya 
responsabilidad criminal no ha sido establecida. Sería lo mismo que anticipar una pena a la 
sentencia, lo cual está en contra de principios generales del derecho universalmente 
reconocidos206”.  
 
Puesto que a todos los postulados se les está obligando a permanecer privados de la libertad  
un tiempo equivalente al de la pena máxima (entendiendo a la pena máxima como la única 
pena posible), sin haber sido condenados, lo cual contraviene la interpretación más favorable a 
sus derechos.En este punto se recuerda lo expuesto por la Corte Suprema de Colombia en el 
caso de Jhon Salazar Sánchez(resuelto en sentencia  del 9 de Abril del 2014 del MP José 
Bustos Martínez), en el cual considera la Corte que aún a ellos (desmovilizados que han 
confesado crimines de lesa humanidad) se les debe proteger el ―principio de inocencia y de 
la buena fe”, por lo que es una obligación estatal comprobar aquellas conductas que ellos 
mismos no han confesado, y que no se les pueden imponer nuevas cargas procesales 
injustificadas que dificulten la obtención de su libertad, así sean libertad condicionada. 
Finalmente establece la Corte que con esas medidas se ―insinúa el incumplimiento de las 
expectativas de libertad  que los desmovilizados tenían luego de ochos años de privación de la 
libertad, siendo leal y justo, que el Estado les cumpla a quienes honraron sus compromisos”. 
 
Quiere decir lo anterior, que imponer una pena privativa de la libertad de 8 años para todos, 
desconoce la posibilidad de obtener penas inferiores a la máxima y se ha visto como en su caso 
personal que si puede ocurrir, por lo tanto, el Estado parte del supuesto equivocado de que 
todos los procesados obtendrán siempre la pena máxima, permitiendo que se ponga en riesgo 
el principio de legalidad de la pena, por el cual no podrá haber pena sin ley que la respalde. 
 
Por lo cual, le solicita el peticionario a título de reparación, que la Corte IDH le ordene al Estado 
en el menor tiempo posible (para no continuar cometiendo la violación) que modifique su 
legislación, de tal suerte que además modifique los requisitos para acceder a la sustitución de la 
medida privativa de la libertad, en el sentido de obligar a los jueces a utilizar la interpretación 
más favorable al procesado en cuanto al cumplimiento de los requisitos, como segunda medida 
debe modificarse el requisito de 8 años cumplidos bajo medida privativa de la libertad por un 
término personalizado o casuístico de acuerdo a lo que los magistrados alcancen a prever que 
será su condena de acuerdo a los hechos confesados o imputados. 
 
 
 
 
                                                                                                                                             
Consultiva OC-13/93 del 16 de julio de 1993. Serie A No. 13, párr. 50 
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CorteIDH, caso Suarez Rosero contra Ecuador, sentencia de Fondo 1997 
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CONCLUSIONES 
 
Para señalar el presente capitulo es importante señalar que se requiere una modificación 
urgente del ordenamiento para que Colombia pueda cumplir con sus obligaciones 
internacionales y nacionales. 
 
En efecto, la reforma a la ley 975, y el mencionado decreto 3011 del 2013 pretenden darle 
celeridad a los procedimientos mas no a los procesos como tal. Esto es, se pretende precluir 
etapas más rápidamente dentro del proceso, pero se está analizando el proceso como un todo 
de manera global, es así como se puede explicar la sustitución de la medida privativa de la 
libertad como fin de la reforma, mas no la evacuación de la totalidad de los procesos.  
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En ese sentido, poder implementar un mecanismo jurídico vinculante que materializará 
efectivamente el derecho al debido proceso en los términos anteriormente expuestos no solo le 
daría solidez a los procesos de desmovilización en su sentido político, sino que también evitaría 
que el Estado Colombiano se viera expuesto a ser condenado a nivel internacional ante el 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos. 
 
Igualmente permitiría que así como los procesados se vieran beneficiados de la garantía, las 
victimas también lo hicieran, pues la restitución de sus derechos son el objeto y fin de este 
proceso. 
CONCLUSIONES 
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CONCLUSIONES FINALES 
5.1  Conclusiones Generales y conclusiones sobre la investigación 
Este trabajo nació con la idea de revisar si Colombia era un Estado abanderado o uno 
rezagado en la protección de los derechos humanos de sus nacionales, y por supuesto es un 
tema de interés en la medida en que en esta época está en auge la justicia transicional y los 
derechos de las víctimas.Pero quizá una manera más profunda de conocer si se cumplen o no 
los estándares de protección es analizando si así como se protegen los derechos de las 
victimas (al menos en la teoría) también se protegen los derechos de los victimarios.  
Puesto que parece ser que las garantías de los victimarios son un espacio menos explorado e 
investigado. Situación ésta que debe ser compensada para conocer los dos lados del conflicto 
y evitar  una saturación de las investigaciones sobre los derechos de las víctimas. 
Así mismo, es sumamente pertinente evaluar las garantías judiciales en un caso vigente, como 
lo es el de Justicia y Paz que se actualiza cada día, por ejemplo, en la mayor parte del tiempo 
que duro esta investigación las posiciones de la Corte Suprema y de los Tribunales fue 
reiterativa al decir que no se podía sustituir la medida de aseguramiento, pero en el último 
semestre desde mediados de diciembre del 2013 aparece una nueva tendencia para conceder 
las medidas sustitutivas. Igualmente en este último periodo aparece el último pronunciamiento 
de la  Corte Constitucional sobre la Ley 1592 (sumamente concreto, en concordancia con la 
demanda), así mismo, será importante la repuesta a la demanda interpuesta por el Colectivo 
José Alvear Restrepo, en la cual se espera que la Corte regrese a las garantías de su anterior 
sentencia C-370 de 2006 ó quizá acepte la propuesta del gobierno con sus respectivas 
morigeraciones. Todos estos son escenarios posibles y especialmente cercanos en el tiempo, 
así que eso le da un gran interés a cualquier investigador, independientemente de si las nuevas 
decisiones rebaten su hipótesis.  
Desde esta investigación se puede concluir que sí era válida la hipótesis propuesta, al 
menos en cuanto a la parte sustantiva, es decir, que si es cierta la vulneración al derecho 
al plazo razonable desde el propio marco legal, sin embargo en cuanto a la parte 
procesal se morigeró la idea de una ausencia de mecanismo procesal para evitar su 
vulneración (desde el ―test‖ de la Sentencia de tutela T 171 del 2006).  
5.1.a) Sobre las Consideraciones Generales 
Todas las personas, incluyendo a los criminales confesos conservan su dignidad humana, y 
como se explicó anteriormente, la dignidad humana es el derecho-valor-principio fundante por 
excelencia de nuestro Estado Social de Derecho, de ahí que conserven sus derechos y la 
garantía de exigirlos a través del debido proceso. 
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Dicho principio, convierte al Estado Social de Derecho en el escenario idóneo para el 
cumplimiento de las obligaciones internacionales, sin olvidar por supuesto el principio vigente 
en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos de su  Universalidad, por el cual las 
personas deben recibir la misma protección en donde se encuentren, ya que los derechos 
humanos son inherentes a la naturaleza humana, por lo tanto un Estado que se precie de 
garantizar la dignidad humana, debe estar constantemente revisando y comparando como los 
demás Estados están protegiendo los derechos de sus ciudadanos, de tal suerte, que la 
protección que pueda recibir un procesado sea similar en España, Argentina o Colombia.  
Y aunque es cierto después de la Constitución de 1991 entramos en una irradiación del 
derecho constitucional hacia todas las ramas del poder público, también es cierto, que no todos 
los jueces están capacitados para hacer un test de convencionalidad de las decisiones que 
toman, puede que en algún futuro nuestra Corte, siguiendo los pasos del Tribunal Peruano 
proponga que el contrariar la convencionalidad, sea equivalente a un delito o sanción como 
funcionarios judiciales.  
De todas formas, el problema no es solo del poder público, sino que también abarca al 
ejecutivo y al legislativo, quienes no han aplicado en nuestro ordenamiento las reformas 
necesarias para cumplir con las obligaciones internacionales, pues de ninguna otra manera se 
puede entender como el ejecutivo y el congreso de la época hayan podido aprobar una ley que 
les daba estatus político a unas fuerzas paramilitares, conociendo las connotaciones en el 
derecho internacional que tiene dicho estatus.  
Sin olvidar tampoco, que las penas impuestas fueron tasadas de una forma realmente 
debatible, por no decir que están en el borde de la intervención de la Corte Penal Internacional, 
sin embargo, esa discusión supera el trabajo en comento.  
5.1b) Sobre el concepto del Plazo Razonable 
Como se puede observar a lo largo del trabajo,  el concepto del Plazo razonable es un 
concepto en evolución, que ha conseguido una estandarización en su valoración y protección, 
de acuerdo a un ―consenso‖ entre los dos sistemas regionales de protección de Derechos 
Humanos. Sin embargo, sigue siendo perfectible, en ese sentido la mejor propuesta sería 
conseguir un mecanismo que de manera previa, o al menos concomitante consiguiera evitar o 
disminuir a su mínima expresión la vulneración al plazo, más allá de una reparación posterior.   
Es decir, que el estándar o consenso actual de entender que el Test se justifica porque los 
plazos procesales son un medio, y no un fin, (haciendo el cumplimiento de los plazos algo 
relativizable en función de un derecho sustancial), puede ser mejorado con miras a garantizar 
efectivamente la violación al derecho, como por ejemplo cuando se exige que la corrección a la 
vulneración de haga de ―manera urgente y preferente‖. La cuestión predominante sería poder 
desarrollar esa subregla para llevarle de la teoría del postulado a una exigencia material 
concreta. 
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De todas maneras, no se puede pasar por alto que el plazo razonable hace parte del ―núcleo 
esencial del derecho al debido proceso”207 (derecho exigible dentro del ius cogens208) por lo que 
su  relativización es limitada y limitable, a diferencia de lo que podría ocurrir con el non bis in 
ídem o la prescripción 209 , pues estas garantías, aunque son igualmente validas, podrían 
utilizarse como escudos jurídicos para evitar investigaciones adelantadas por otras instancias 
más ―serias‖ en su investigación, y en su lucha contra la impunidad. En última instancia, el plazo 
razonable siempre estará presente en un proceso, aun cuando esté se repitiera ante otra 
instancia (si fuera el caso de ―ponderar‖ el non bis in ídem).  
 
Por lo mismo, siendo un derecho tan esencial debe buscarse la manera más efectiva de 
protegerlo y el ―test‖ queda abierto a un debate argumentativo, en donde un juez debe resolver 
si lo que ha hecho su igual se ajusta o no a sus obligaciones, para determinar si hay lugar a 
declarar la responsabilidad por la falla en la administración de justicia, un caso que expone está 
ilustra esta preocupación es del de la  Unión alimentaria Sanders en España, pues mientras que 
el Tribunal Constitucional declaro que no se había violado el plazo razonable, el TribunalEDH, 
con el mismo Test declaro lo contrario.  
 
Es decir, que dos operadores, utilizando unos mismos criterios, un mismo test, llegaron a 
conclusiones contrarias. Si el plazo razonable, se acercara más al plazo legal, objetivo, a un 
plazo perentorio, entonces las conclusiones de todos los operadores siempre serían las mismas, 
se respetaron los plazos sí o no, y la garantía para los interesados, sean los procesados o las 
víctimas, tendrían una protección objetiva. 
 
 
Claro está, que si se impulsará y perfeccionará el Test que ha propuesto nuestra Corte 
Constitucional en la reiterada sentencia T 1712006 si habría manera de corregir sobre la 
marcha la vulneración a la dilación injustificada, es decir no la evita que es el estadio o estándar 
ideal, pero al menos la corrige de una manera relativamente concomitante. 
 
Pero lamentablemente como lo hemos visto en las sentencias estudiadas de Justicia y Paz, 
este nuevo test introducido por la Corte Constitucional desde el 2006 no ha tenido eco ni en la 
legislación, ni en los razonamientos de los magistrados de Justicia y Paz. Pues la preocupación 
que tienen es la de respetar el derecho a la libertad personal (con las críticas que se han hecho 
de convertir la pena máxima en requisito mínimo y demás) por sí misma, mas no su debido 
proceso.  
 
Es decir, ni en las sentencias estudiadas de Corte Constitucional o de la Corte Suprema o de 
los Tribunales Superiores; ni en las leyes o decretos o incluso en las motivaciones del Congreso 
se menciona su derecho al plazo razonable, dejando la duda de si los derechos de los 
criminales confesos están cobijados por el debido proceso en conexidad con el acceso a la 
                                            
207
 Corte Constitucional sentencia T-572-92 MP Jaime Sanin 
208
 CorteIDH Goibirú y otros versus Paraguay, 2006 Párrafo 131 
209
 Botero Catalina, y Restrepo Esteban en Entre el Perdón y el Paredón, Capitulo 2, Universidad de los 
Andes, Bogotá 2005 
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justicia o no.   
 
5.2 Posible solución al problema jurídico 
 
Recordando que el programa de Justicia y Paz sigue vivo y se actualiza constantemente, con 
sus reformas legales, decretos, y sentencias, de todas considero que se han sentado unas 
bases conceptuales suficientes para considerar que si hace falta una real protección al 
derecho fundamental analizado por lo que se les debe dotar de un mecanismo idóneo, eficaz 
y accesible para exigirlo. 
 
Pues en última instancia la vulneración afecta por igual tanto a los procesados como a las 
víctimas, y por lo tanto requiere una solución de fondo, por ello, además de ese uso 
―extensivo‖ de la tutela que he vimos visto, podría pensarse en redimensionar el uso del 
habeas corpus para casos semejantes de tal forma que también incluya una función al estilo 
de la queja del retardo injustificado que hay en argentina.  
 
Es decir, reformar el habeas corpus para que en su categoría de acción constitucional  
también proteja el debido proceso en su conexión con el derecho a la libertad y a la integridad.  
 
Básicamente se consideraría idóneo el recurso de habeas corpus por cuanto tiene una doble 
dimensión de Derecho Fundamental y de Acción constitucional (o también se le podría llamar 
de Garantía Constitucional210) lo cual le da un estándar de protección superior puesto que es 
de aplicación inmediata; es vinculatorio e imperativo para todas las autoridades; lo puede 
interponer cualquier ciudadano; ante cualquier juez; y por sus características ha reducido el 
poder de configuración del legislador, además de la rigidez de sus términos que lo convierte 
en el más eficaz de los recursos (36 horas calendario, no horas hábiles, y con la potestad que 
le otorgan al juez para citar a quien necesite o desplazarse él mismo a donde lo requiera).  
 
Solo que como su objeto consiste en garantizar el derecho a la libertad y a la integridad 
personal (Detención ilegal; prolongación de la misma; violación de las condiciones de la 
detención, violación de los requisitos de forma y de fondo de la detención) se requería 
reformarlo para introducirle también su función para restablecer el derecho al plazo 
razonable entendiendo no solo la violación de un término concreto, sino también de 
acuerdo al ―análisis global del caso”. 
 
Esto es, el habeas corpus incluye en este momento dentro de su objeto de protección, la 
liberación por prolongación ilegal de una detención legal, en concordancia con los artículos 
294 y 317 del Código Procesal Penal (ley 906 del 2004). Para ajustarlo a la propuesta se 
requiere  entonces  modular (o extender) la interpretación de esta protección para que 
también considere como una ―prolongación ilegal de la detención‖  la permanencia bajo 
medida privativa de la libertad por un periodo que exceda la duración razonable del proseso. 
                                            
210
Patiño, María Cristina, Libertad Personal y Habeas Corpus: Eficacia en el derecho interno frente a su 
regulación internacional, Revista Derecho del Estado, Universidad Externado, Edición número 9, Bogotá, 
2008.  
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Incluyendo igualmente las condiciones que expuso la Corte Constitucional en la mencionada 
sentencia T 171 de 2006 (capacidad de corregir el error de manera urgente y preferente).  
 
Igualmente, dadas las condiciones de especialidad en el conocimiento penal se requería 
incluir también características del citado recurso de queja por retardo injustificado, como por 
ejemplo que lo deba resolver el superior jerárquico del juez que dirige el proceso; que se 
pueda sancionar al fiscal y cambiarle la asignación del caso, entre otras. Por supuesto estas 
últimas características superan una interpretación extensiva del recurso y necesitarían una 
reforma legal estatutaria, con el respectivo control previo de la Corte Constitucional.  
 
Para finalizar esta parte de la propuesta, es necesario recordar la necesidad de reformar 
la ley 1592 de tal forma que para la verificación del requisito de los 8 años cobijado por 
medida privativa de la libertad se interprete de la manera más favorable al procesado el 
cumplimiento del requisito, de acuerdo a su caso, por otra parte, el requisito de los 8 
años es excesivo, al convertir la pena máxima en el requisito mínimo aun cuando ya se 
han presentado casos en que los condenados tienen penas inferiores a los 8 años, 
haciendo que algunos de ellos vayan a pagar una pena privativa que no esté soportada 
en su futura sentencia, violando el principio de legalidad penal tanto nacional como 
internacionalmente reconocido. Por último es importante recordar, que aún en su 
condición de desmovilizados se les debe proteger, en ciertas circunstancias, su derecho 
al principio de inocencia para lo no confesado211 (decisión de nuestra CSJ, que tiene 
212concordancia con la jurisprudencia de la CorIDH). 
 
Si esta propuesta se pudiera materializar el Estado colombiano corregiría las dificultades 
encontradas en esta investigación y cumpliría sin lugar a dudas con sus obligaciones 
nacionales e internacionales.   
                                            
211
 CSJ, Sala de casasión Penal,  MP José Bustos Martínez en la sentencia del 9 de Abril del 2014 
212
 CorIDH Caso Cantoral Benavides, supra nota 139, pCaso en la sentencia del 9 de Abril del 2014,  64, 
y Caso Samard se y AD ereode su responsabilidad penal. Si obra contra ella prueba incompleta o 
insuficiente procede su absolucisolu 
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